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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B-
Bogotá D. C., abril tres (3) del año dos mil catorce (2014).
	Magistrado Ponente:
	CARLOS ALBERTO VARGAS BAUTISTA.

	Demandante:
	JORGE ENRIQUE CORTÉS ROJAS.

	Demandado: 
	SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO y OTROS.

	Referencia:
	Proceso No.  250002326000201201066 00.


REPARACIÓN DIRECTA
Surtido el trámite procesal sin que se observe causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la sala a dictar sentencia en el proceso ordinario instaurado por JORGE ENRIQUE CORTES ROJAS contra  LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE DEFENSORÍA DEL ESPACIO PÚBLICO , EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ D.C., SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO Y CONCEJO DE BOGOTÁ. 
I. ANTECEDENTES
El apoderado judicial de la parte demandante arriba referida, el 29 de junio del año 2012, promovió demanda en ejercicio de la acción de reparación directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), para que se declare la responsabilidad de las entidades ya referidas como demandadas, por la obstaculización en el desarrollo, la gestión y el legitimo ejercicio del derecho a la propiedad del señor Cortes Rojas respecto del predio del cual ostenta el dominio, debido a la negligencia de la administración distrital para adquirirlo dado que se encuentra dentro del área de protección ambiental del Humedal Jaboque, pese a la orden que en tal sentido ha emitido la autoridad judicial. 
HECHOS

Los hechos consignados en la demanda son los que a continuación se sintetizan: 
1. Ante el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Bogotá D.C., fue adelantado proceso ordinario de pertenencia por parte del señor Isidro Silva Varón, que culminó con sentencia del 7 de octubre de 1954, en el cual se resolvió decretar la prescripción extraordinaria de dominio sobre el inmueble denominado la Providencia, ubicado en el municipio de Engativa, con un área de 215  fanegadas con 479.68 m2. 

2. La referida sentencia fue inscrita en la oficina de registro de la época, el 20 de diciembre de 1954, dando cumplimiento al artículo 2534 del Código Civil. Ello a la postre se convirtió en la anotación No. 1 del folio  de matricula inmobiliaria No. 50C-394152. siendo ello ya el medio idóneo para el registro de instrumentos públicos. 

3. El 10 de noviembre del año 1999, el Concejo Distrital de Bogotá D.C., expidió el acuerdo No. 35, por medio del cual definió las zonas de ronda y las zonas de manejo y preservación ambiental de los humedales Juan Amarillo, La Vaca y el Jaboque, plasmando la obligación para que la administración distrital adquiriera los predios que se vieran afectados por la demarcación de preservación ambiental. Dicho acuerdo no fue registrado en la respectiva matricula inmobiliaria. 

4. El mencionado acuerdo fue desarrollado por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., según Resolución 0145 del 17 de febrero de 1999, definiendo y declarando la utilidad pública de la zona de ronda, manejo y preservación ambiental del humedal Jaboque, sin embargo, se abstuvo de efectuar los tramites para la transferencia de los predios correspondientes. 

5. El señor Jorge Cortés Rojas adquirió el predio La Providencia mediante compra venta efectuada con el señor Álvaro Rojas Barbosa, el 21 de febrero del año 2001, según consta en la escritura pública 1082 de la Notaría 29 del Círculo de Bogotá, y registrada en la anotación No. 7 del folio de matricula inmobiliaria. 

6. Existía en trámite una acción popular para la protección del Humedal Jaboque, en la cual mediante sentencia del 5 de julio del año 2001, esta corporación decidió proteger los derechos colectivos reclamados, y ordenó a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y al Departamento Administrativo del Medio Ambiente Distrital, que a mas tardar al 31 de diciembre del año 2002, debían adquirir lo predios necesarios para la protección y conservación del humedal. 

7. En segunda instancia de dicha acción popular, el H. Consejo de Estado mediante sentencia del 20 de septiembre del año 2001, modificó lo decidido por esta colegiatura, y ordenó a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y a la Alcaldía Mayor de Bogotá, para se ejecutadas después de los 18 meses siguientes a la ejecutoria de dicha providencia, entre otras cosas, la adquisición de los predios necesarios para la protección del humedal Jaboque, y que a dicha fecha no hubiesen sido adquiridos y además que se encontraran dentro de la ronda definida en la Resolución 0145 del 17 de febrero de 1998.

8. El predio la Providencia de propiedad del actor se encuentra ubicado en su totalidad al interior de la ronda del humedal Jaboque.

9. Ahora, mediante auto del 18 de noviembre del año 2002, la Superintendencia de Notariado y Registro culminó la actuación administrativa No. 1438, tendiente a establecer la real situación del folio de matricula inmobiliaria No. 50C-394152, trámite que culminó mediante la Resolución No. 000618 del 20 de diciembre del año 2002, en la cual se ordenó abrir el folio de matricula inmobiliaria No. 50C-1561366, en la que figura como último propietario de la Providencia el señor Cortes Rojas. 

10. El citado folio de matricula inmobiliaria, existe anotación de la aclaración de linderos hecha por el señor Álvaro Rojas Barbosa (Anterior propietario), quien contó con los servicios del Ingeniero Jorge Medrano Bermúdez. 

11. Aduce la parte actora, que los entes distritales indican que el predio la Providencia se ubicó sobre parte de la “Hacienda la Florida” (Humedal Jaboque) de propiedad del Distrito Capital e identificado con folio de matricula inmobiliaria No. 50C-1473539; pero ello no es cierto por cuanto son predios distintos, y la Providencia no ha sido objeto de expropiación. 

12.  El actor no ha podido explotar el predio, pues hace parte de una zona de protección ambiental del Humedal Jaboque, y las entidades distritales no han cumplido su obligación de adquirir el inmueble denominado la Providencia. (fols. 31 a 41 c1). 

Con fundamento en los hechos descritos, se plasmaron las siguientes: 

PRETENSIONES DE LA DEMANDA

“1. Se declare administrativa y solidariamente responsable a LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, representada legalmente por su director – BOGOTÁ D.C. – CONCEJO DISTRITAL – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE DEFENSORÍA DEL ESPACIO PÚBLICO, representados por el señor Alcalde mayor, - EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ E.A.A.B. representada por su Gerente – SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – OFICINA DE REGISTRO DE BOGOTÁ – ZONA CENTRO, representadas por el Superintendente; de los hechos y omisiones originados en el predio del demandante identificado como “LA PROVIDENCIA” que se ubica al interior de la Ronda del “Humedal Jaboque”, que han impedido su desarrollo, gestión y legitimo ejercicio del derecho a la propiedad, por causas imputables a los demandados en razón a las vías de hecho y a la negligencia de la administración distrital en adquirirlo pese a la existencia de distintas órdenes judiciales. 

SUBSIDIARIAMENTE:
En caso de determinarse hipotéticamente, que el predio “LA PROVIDENCIA” de propiedad de mi cliente no es parte integral del humedal Jaboque, solicito se declare la responsabilidad administrativa y solidaria de LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – BOGOTÁ D.C. – CONCEJO DISTRITAL – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE DEFENSORÍA DEL ESPACIO PÚBLICO – EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ E.A.A.B. – SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – OFICINA DE REGISTRO DE BOGOTÁ – ZONA CENTRO, por los hechos y omisiones narrados en la demanda y que impidieron el legítimo desarrollo y disposición del predio “LA PROVIDENCIA”, durante el lapso comprendido entre el 20 de septiembre de 2001 cuando quedó en firme la orden judicial de adquirir el predio de mi cliente y hasta la fecha en que el pago se materialice.

2. Como consecuencia de la pretensión principal o de la subsidiaria, se condene a las demandadas, a pagar los siguientes rubros por concepto de perjuicios, en los topes que a continuación se solicitan o en unos superiores, en caso de resultar demostrados. 

· POR CONCEPTO DE DAÑO MATERIAL: 
· En la modalidad de daño emergente: Se reconozca el valor total del predio, para lo cual deberá tenerse en cuenta el avalúo realizado por la misma administración; en este caso la E.A.A.B., quien para el año 2009 lo valoró en suma no inferior a los CINCUENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS DIECISIETE MILLONES DE PESOS MCTE ($56.817.000.000). 

A dicha cifra deberán incluirse los respectivos intereses comerciales causados, desde la fecha de presentación del dictamen – octubre de 2009 – y hasta la fecha de la sentencia o cuando menos deberá ser objeto de indexación. 

· En la modalidad de lucro cesante: Por este concepto deberán tenerse en cuenta los valores utilizados en el referido dictamen pericial y que obedecen a las compensaciones que deben realizarse según las normas jurídicas de valúo y con el fin de efectuar una indemnización integral al daño antijurídico causado y que el perito lo cuantificó dentro de la técnica  del avalúo desde el año 1990 fecha en que se concibió afectado el predio por ostentar la calidad de humedal y hasta 2009, por un valor integral de NOVENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS VEINTINUEVE MILLONES OCHOCIENTOS VEINTIDÓS MIL DOSCIENTOS SESENTA Y TRES PESOS ($93.329.822.263.oo) cifra a la que deberán cuantificársele los intereses comerciales o cuando menos tasársele los intereses civiles o la indexación correspondiente. 

Subsidiariamente: por el valor a indemnizar según la técnica específica del perito avaluador partiendo su valor en el año 2000 y hasta la fecha de presentación del dictamen a la EAAB, con un valor de TREINTA Y UN MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA MILLONES SETECIENTOS QUINCE MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS ($31.450.715.468.oo), cifra a la que deberán cuantificársele los intereses comerciales o cuando menos tasársele los intereses civiles o la indexación correspondiente. 

· POR CONCEPTO DE PERJUICIO INMATERIAL
· En la modalidad de daño moral, debido al dolor y congoja padecido por actor en razón a la incertidumbre que le provoca conocer la legitimidad de sus derechos a la propiedad y el desconocimiento irregular provocado a causa de los hechos y omisiones de los entes demandados, los cuales se estiman en un valor no inferior a los QUINIENTOS SALARIOS MÍNIMOS, o en un monto superior en caso de resultar así demostrado. 

3. Se de cumplimiento a la sentencia acorde con lo previsto en los artículos 176 y 177 del C.C.A. 

4. Que se ordene pagar a la demandada las costas que se pudieren generar en el curso o con ocasión de la presente demanda.”  (fols. 41 a 43 c1). 
II ACTUACIÓN PROCESAL
El 29 de junio del año 2012, la parte actora por conducto de apoderado presentó la demanda ante esta corporación (fols. 1 a 25 c1), y mediante escrito del 6 de septiembre de la misma anualidad fue corregida por el apoderado actor (fols. 30 a 56 c1), siendo admitida por auto del día 12 del mismo mes y año, que fue adicionado por similar del día 18 de igual mes y anualidad. (fols. 57 y 58 – 66 c1). 

Por auto del 10 de octubre del año 2012, se resolvió el recurso de reposición que contra el auto admisorio de la demanda interpuso el apoderado de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, decidiendo confirmar la providencia recurrida, en tanto no existe caducidad de la acción (aspecto a resaltar posteriormente), ni pleito pendiente y se corroboró el cumplimiento de la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. (fols. 92 a 95 c1). 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
· Concejo Distrital de Bogotá D.C.  

La apoderada judicial de dicha entidad, manifestó su oposición a la prosperidad  de todas y cada una de las pretensiones de la demanda, expresando para ello que el Concejo Distrital de Bogotá D.C., no puede ser responsable en el presente asunto, pues su actuar se circunscribió únicamente a establecer las zonas de protección ambiental y los mecanimos que debían ser usados para tal fin por las autoridades distritales. 

 Propuso las siguientes excepciones: 

· Pleito pendiente: Por cuanto en proceso tramitado ante la jurisdicción ordinaria, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP, solicitó la nulidad de la escritura pública No. 12908 del 30 de diciembre del año 1996, por medio de la cual presuntamente se ubicó el predio denominado La Providencia sobre el Humedal Jaboque (Parque la Florida), y contra la escritura pública No. 1082,  por medio de la cual el señor Álvaro Rojas Barbosa vendió parte del humedal al señor Jorge Enrique Cortes Rojas.  Del mismo modo, por el trámite de un incidente de desacato presentado por el aquí actor dentro de una acción popular, solicitando se obligue a las demandadas a comprar el predio La Providencia. 

· Caducidad de la acción: Especificó que como punto de partida para el cómputo de la caducidad, se debe tener el 10 de noviembre del año 1999, cuando el Concejo Distrital expidió el acuerdo No. 35 que definió las zonas de preservación ambiental como el humedal Jaboque, y dio la orden a la administración de comprar los predios que se vieran afectados por la demarcación allí establecida. Fecha desde la cual, evidentemente la acción se habría incoado por fuera del término legal. 
· Inexistencia de responsabilidad: En razón a que dicha entidad actuó bajo un marco de legalidad, pretendiendo la protección de un bien de uso público como lo es el humedal Jaboque. 
· Falta de legitimación por activa: Expresó para el efecto que el propietario del inmueble la Providencia es el señor Álvaro Rojas Cortes, por cuanto sobre el mismo existen embargos que tienen relación con el predio mencionado, aunado a que ello no desvirtúa la propiedad de dicho inmueble en cabeza del Distrito Capital. 
· Calidad de predio público del humedal Jaboque: Estableció que el humedal Jaboque es de propiedad del Distrito Capital, y que no puede un particular pretender convertirlo en propiedad privada, dado que es inalienable. 
· Falta de agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad de la demanda: Considera que la parte actora no agotó tal requisito de procedibilidad estando obligada por ley a ello. 
· Inepta demanda por falta de requisitos formales: Teniendo como fundamento que en la estimación de los perjuicios solicitados, no hubo un razonamiento lógico de dichas sumas de dinero, como lo pide el artículo 10 de la Ley 1395 de 2010 (Juramento estimatorio).
· Inepta demanda por la equivocada escogencia de la vía judicial: Por cuanto la parte actora al plasmar la pretensión subsidiaria, evidenció que no tiene certeza de si el predio la Providencia hace parte o no del Humedal Jaboque, lo que hace ver en su concepto, que tal controversia sea ventilada ante la jurisdicción ordinaria. 
· Acción Inadecuada en contra del Concejo de Bogotá D.C: Toda vez que el Concejo Distrital expidió el acuerdo No. 35 de 1999 (delimitó las zonas del Humedal Jaboque y ordenó la compra de predios), y el mismo no es susceptible de ser controvertido mediante la acción de reparación directa. 
· Insuficiencia probatoria: Ya que junto con la demanda se allegaron varias documentales en copia simple, sin cumplir los requisitos de los artículo 252 y 254 del Código de Procedimiento Civil.  
· Genérica. Fundamentada en el artículo 164 del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984). 
· Bogotá D.C. – Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP.
El apoderado de dicha entidad dio contestación a la demanda aduciendo que el predio denominado La Florida y que hace las veces del humedal Jaboque, es de propiedad de Distrito Capital, lo cual fue incorporado debidamente en el catastro distrital. Ahora, indicó que el predio la Providencia no tiene en realidad un espacio físico, pues los linderos descritos en la sentencia de pertenencia que dio origen al mismo dan cuenta de una porción de terreno que puede ser ubicado en cualquier parte que tenga como puntos comunes el río Bogotá y la localidad de Engativa (antiguo municipio), pues son estos los únicos linderos geográficos verificables.  

Seguidamente manifestó, que del predio la Providencia únicamente se materializaron sus linderos mediante la escritura pública No. 12908 del 30 de diciembre del año 1996, la cual aclaró los linderos de dicho inmueble, pero ubicando el predio cartográficamente sobre parte de la hacienda la Florida de propiedad Distrital, sin la respectiva certificación de catastro, es decir, sin el lleno de los requisitos legales, específicamente el artículo 1º del decreto 2157 de 1995.

Con todo, afirmó que la inclusión en catastro del predio La Providencia no puede producir los efectos jurídicos pretendidos en la demanda, porque este no sanea los vicios de que adolezca la titulación de dominio, conforme lo estipula el artículo 42 de la Resolución 070 de 2011, proferida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.

Aseveró, que el predio denominado como La Providencia y definido en espacio físico en el año 1996, hace parte de aquellos adquiridos por el Distrito Capital mediante sentencia de expropiación. 

Adicionalmente adujo que la autoridad competente para certificar la ubicación física de un predio en Bogotá es la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, y no la Oficina de Instrumentos Públicos. 

Propuso como excepciones las siguientes: 

· Caducidad de la acción: Aduciendo varias hipótesis para su cómputo, siendo la primera desde el 20 de septiembre del año 2001, cuando quedó en firme la sentencia judicial que ordenó la compra de entre otros, el predio denominado La Providencia; la segunda variable es el 21 de febrero del año 2001, cuando se registró como propietario al señor Cortes Rojas, y la tercera, es el 26 de diciembre del año 2002, cuando se certificó que la propiedad del predio La Providencia era del referido señor; por lo que consideró que la acción se encuentra caducada. 

· Inexistencia de responsabilidad: En tanto dicha entidad actuó bajo un marco de legalidad, no existiendo por tanto una conducta culposa o dolosa que la haga responsable. 

· Falta de legitimación por activa: Por cuanto el último propietario registrado del predio la Providencia es el señor Álvaro Rojas Barbosa, lo cual se deduce, porque en las anotaciones 10 y 15 hay registrado embargo contra el referido señor. 

· Ausencia probatoria de los perjuicios causados a la persona o bienes del demandante: Puesto que no hay certificaciones de contadores sobre la merma económica del actor, ni de los médicos sobre sus afecciones de salud. 

· Inepta demanda por falta de requisitos legales, previos a la presentación de la demanda: Indicando que no se agotó la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad, pues esta se celebró con posterioridad a la interposición de la demanda. 

· Inepta demanda por falta de requisitos formales: En el sentido de que en la conciliación se estimó como perjuicios una suma muy inferior a la solicitada en la demanda, lo que afecta el juramento estimatorio que consagra el artículo 10 de la Ley 1395 de 2010. 

· Calidad de predio público del humedal Jaboque: Argumentando que el humedal Jaboque por ser un predio de uso público es inalienable. 

· Pleito pendiente: Bajo las misma consideraciones de la excepción propuesta por el Concejo Distrital de Bogotá. (fols. 134 a 162 c1). 

· Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. 
Mediante apoderado, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., contestó la demanda el 21 de enero del año 2013, oponiéndose la prosperidad de las pretensiones, pues considera que el predio La Providencia es de propiedad del Distrito Capital, ya que fue adjudicado mediante sentencia de expropiación emitida el 4 de abril del año 1963, proferida por el Juzgado 5º Civil del Circuito de Bogotá.

Expresó similares argumentos a los expuestos por Bogotá D.C. – Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP, y como excepciones propuso las mismas que los anteriores sujetos procesales demandados. (fols. 1 a 28 c4). 

· Superintendencia de Notariado y Registro.

El apoderado judicial de dicha entidad contestó la demanda el 22 de enero del año 2013, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones de la demanda por cuanto considera no corresponden con las que fueron objeto de conciliación prejudicial, y que las mismas están caducadas. 

Propuso como excepciones: 

· Impedimento procesal – Ley 640 de 2011: Indicó que la demanda se presentó antes de agotarse el trámite de conciliación prejudicial, y peor aún, que las pretensiones de la demanda no fueron las contenidas en dicha audiencia. 

· Ilegitimidad en la causa en los que se refiere a la Superintendencia de Notariado y Registro: Pues aduce que dicha entidad no profirió ninguno de los actos administrativos que presuntamente son fundamento del daño, y que por el contrario, dio claridad sobre ciertas peticiones presentadas por el actor, es decir, cumplió su deber. 

· Caducidad de la acción: Por cuanto en lo que atañe a dicha entidad, debe computarse el término de caducidad desde la efectivización de los respectivos registros en la Oficina de Instrumentos Públicos, a partir de los cuales la acción esta caducada frente a la Superintendencia de Notariado y Registro, y apunta a que las decisiones de dicha entidad  no perjudicaron al actor (no le causó daño), sino que por el contrario son fundamento de la presente causa contra las demás demandadas. (fols. 1 a 19 c1). 

III. PRUEBAS

1. Original del acta de conciliación prejudicial celebrada ante la Procuraduría Doce Judicial Administrativa, en la que fueron parte los sujetos procesales del presente litigio, y en donde no se logró acuerdo conciliatorio por varias de las razones anotadas en las respectivas contestaciones de la demanda. Dicho trámite fue solicitado el 19 de junio del año 2012, y declarado fallido el 21 de agosto del mismo año, el cual plasmó por la apoderada actora que “se solicita la declaratoria de responsabilidad administrativa y solidaria de las convocadas con ocasión del daño antijuridico ocasionado al convocante por los hechos y omisiones generados que han impedido su legítimo ejercicio a la propiedad a causa de la negligencia de los entes convocados; así como para que también sean reconocidos los perjuicios de índole material e inmaterial detallados y cuantificados en el escrito de solicitud”  (fols. 83 a 86 y 393 a 400 c1, 4 a 6 c3). 

2. Original de varios documentos suscritos entre el actor y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C, ante la Procuraduría Tercera Judicial Administrativa, respecto de la intención de iniciar un trámite conciliatorio en el mes de septiembre del año 2010, pero que no se surtió por aducirse pertenecer el conflicto a otra jurisdicción. (fols. 88 a 90 c1). Y audiencia realizada en el año 2012. (fols. 17 a 49 Segundo cuaderno principal). 

3. Copia auténtica del acto administrativo expedido el 8 de enero del año 2005, por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, mediante el cual se incorporó a catastro el plano topográfico del predio la Providencia. (fols. 178 y 179 c1 – 1 a 8 c8). 

4. Copia simple del oficio del 27 de enero del año 2010, suscrito por el Director de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y dirigido a el Asesor de Gerencia General, haciéndole entrega del estudio de localización de la finca La Providencia, dando 9 probabilidades, de las cuales solo una concuerda con la sentencia de pertenencia que originó su tradición. (fols. 180 193 c1). 

5. Copia simple de la sentencia del 7 de octubre de 1954, proferida por el Juzgado Sexto Civil del Circuito, mediante la cual decretó la prescripción extraordinaria del dominio sobre la finca La Providencia, y se le reconoció tal derecho real al señor Isidro Silva Varón. (fols. 194 y 195 c1). 

6. Copia auténtica del certificado de tradición y libertad bajo No. de matricula inmobiliaria No. 50C-1561366, que corresponde a la Finca La Providencia. (fols. 197 a 199 c1, 4 a 6 – 122 a 124 c2, 1 a 3 A c3). 

7. Testimonios rendidos por los señores Pedro Pinzón Pinzón, Eucardo Campo Zarate González y Erwin Contreras Riobueno, todos ellos amigos del accionante, y quienes depusieron sobre su afectación de salud por el presunto daño ocasionado por las entidades demandada. (fols. 231 a 234 c1). 

8. Testimonios rendidos por Diana Edith Díaz Tama y Roger Javier Fajardo Maldonado, quienes son (o fueron) funcionarios del Departamento Administrativo para la Defensoría del Espacio Público y de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y declararon sobre las circunstancias y estudios que elaboraron respecto del humedal Jaboque y el predio La Providencia. (fols. 271 a 279 c1). 

9. Testimonio rendido por Germán Galindo Hernández, zootecnista, quien depuso sobre las inversiones que la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., ha efectuado en el humedal Jaboque. (fol. 280 c1). 

10.  Testimonio rendido por Fabio de la Pava Amaya, Abogado y Director de Bienes Raíces de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., quien depuso sobre lo que le consta respecto de la presunta sobreposición del predio La providencia sobre la hacienda la Florida. (fols. 281 y 282 c1). 

11. Interrogatorio de parte que fue absuelto por el Gerente de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., quien declaró sobre las preguntas que le fueron hechas sobre la titularidad de dominio del predio la Providencia. (fols. 299 a 305 c1). 

12.  Diligencia explicativa realizada el 2 de abril del año 2013, en la cual intervinieron varios expertos para definir si la providencia era un cuerpo de agua. (fols. 308 y 309 c1). 

13. Inspección judicial realizada al predio en controversia, de la cual se dejó acta que reposa a folios 362 a 383 del cuaderno No. 1 del expediente. 

14. Copia simple de la respuesta a derecho de petición impetrado por el actor, dada por la Superintendencia de Notariado y Registro el 22 de marzo del año 2012, en la que se indicó que el predio La Providencia y el predio La Florida son distintitos, cada uno con su respectivo folio de matricula inmobiliaria. (fol. 1 y 2 c2). 

15.  Copia simple del certificado catastral expedido el 17 de enero del año 2012, en el que consta la extensión del predio La Providencia y sus avalúos catastrales desde el año 2004 hasta el año 2012. (fol. 3 c2). 

16. Original del certificado de tradición y libertad del inmueble con folio de matrícula inmobiliaria No. 50C-1473539, que corresponde al predio denominado hacienda La Florida. (fol. 7 c2 y 3 c3). 

17. Copia simple del estudio de títulos hecho por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá sobre el predio La Providencia en enero del año 2004, en el que se indica que el propietario es el aquí demandante y emite concepto favorable para su compra. (fols. 8 a 16 c2). 

18. Respuesta a oficio que diera la Notaría 29 del Círculo de Bogotá D.C., allegando copia auténtica de la escritura pública No. 1082 del 21 de febrero del año 2001, mediante la cual el señor Álvaro Rojas Barbosa vendió la finca la Providencia al señor Jorge Enrique Cortes Rojas. (fols. 22 a 29 c2). 

19. Respuesta a oficio que diera la Contraloría de Bogotá D.C. el 14 de mayo del año 2013, allegando diversos documentos, entre los cueles se encuentra el memorando No. 16000 – 746 del 1º de diciembre del año 2009, y que efectuó un estudio sobre el predio la Providencia y la orden de compra efectuada por autoridad judicial. (fols. 30 a 39 c2). 

20.  Respuesta a oficio que diera la personería de Bogotá D.C., allegando original del análisis de los predios La Providencia y La Florida efectuado por dicha entidad en un trámite judicial (acción popular), indicando que el caso debe ser resuelto por un juez de la República a fin de darle cumplimiento a las ordenes judiciales que recaen en algunas de las entidades demandadas. (fols. 40 a 78 c2). 

21. Respuesta a oficio que diera la Unidad Administrativa Especial de Catastro, allegando al proceso la información referente a si el predio La Providencia del inventario de bienes particulares del Distrito, aduciendo existir litigio respecto de la propiedad de tal inmueble. (fol. 80 y 81 c2). 

22. Respuesta a oficio que diera la Superintendencia de Industria y Notariado, allegando al proceso copia auténtica de la resolución No. 618 del 20 de diciembre del año 2002, que resolvió lo pertinente a la tradición del predio La Providencia y sobre a quien le asiste la propiedad. (fols. 84 a 90 c2 y 61 a 66 c3). 

23. Respuesta a oficio que diera el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, certificando la autenticidad de las aerografías que obran en el proceso. (fol. 119 c2). 

24. Original de la hoja de vida del arquitecto Humberto Zapata Gómez, junto con sus soportes, perito avaluador que rindió experticia ante la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C.,(fols. 7 a 60 c3). 

25. Copia auténtica del auto del 18 de marzo del año 2010, proferido por la Superintendencia de Notariado y Registro – Oficina de Registro de Instrumentos Públicos  - Zona Centro, mediante el cual se cerraron las diligencias No. 006 de 2010, que pretendían la nulidad y cierre de las inscripciones del folio de matricula inmobiliaria del predio la Providencia. (fols. 67 a 69 c3). 

26. Copia auténtica del oficio de mayo 30 del año 2011, por el cual la Superintendencia de Notariado y Registro indicó a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, que el predio La Providencia no hace parte de aquel denominado La Florida. (fols. 70 y 71 c3). Confirmado ello en acto administrativo del 22 de marzo del año 2012. (fols. 72 y 73 c3). 

27. Copia auténtica de la Resolución No. 2479 del año 2009, expedida por la Secretaría Distrital de Planeación, mediante la cual resolvió el recurso de reposición interpuesto por la Defensoría del Espacio Público en contra del oficio 2-2009-40693 del 30 de octubre de 2009, el cual negó las inscripción topográfica del “Parque la Florida Humedal Jaboque”, que pretendía incluir el predio la Providencia, recurso que no prosperó; igual suerte tuvo el subsidiario de apelación. (fols. 74 a 97 c3). 

28. Copia simple de comunicación cruzada entre la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y el señor Jorge Enrique Cortes Rojas, respecto de la adquisición por parte de dicha entidad del predio La Providencia, dentro de la cual se encuentra el oficio No. 15300-2011, del 16 de noviembre del año 2011, a través del cual la referida entidad le comunica al actor que no comprará el inmueble de su propiedad. (fols. 99 a 107 c3). 

29. Copia simple de las sentencias emitidas por esta corporación el H. Consejo de Estado  en primera y segunda instancia respectivamente, mediante las cuales presuntamente se dio la orden al Distrito Capital y a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, para la compra del predio La Providencia. (fols. 108 a 172 c3). 

30. Copia simple del oficio 1082 que remitiera el Departamento Administrativo de Planeación a Departamento Administrativo del Medio Ambiente, en el que le indica que el predio La Providencia se encuentra en su mayoría dentro del territorio delimitado como humedal Jaboque, y el restante en el valle aluvial del río Bogotá. (fol. 185 c3). 

31. Copia simple del avalúo comercial del predio La Providencia y que fuera solicitado por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá a Asesorias Auditorias y Avalúos Lonja Inmobiliaria, junto con copia auténtica del cálculo de perjuicios que el arquitecto Humberto Zapata hizo al año 2012. (fols. 258 a 292 c3 – 1 a 63 c7). 

32.  Quince (15) fotos aéreas y geográficas del predio La Providencia y el parque la Florida. (fols. 303 a 318 c3). 

33. Copia simple del escrito presentado por el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente al esta corporación en el curso de la acción popular, en el cual recomendó que la Empresa de Acueducto y Alcantarillado adquiriera el predio la Providencia. (fols. 319  a 328 c3). 

34. Copia simple de la Resolución No. 0145 del año 1998, mediante la cual se definió la zona de ronda y de manejo y preservación ambiental del humedal Jaboque. (fols. 336 a 342 c3). 

35. Copia auténtica del análisis técnico de los predios La Providencia y La Florida, realizado por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, en el que indica que el primer inmueble mencionado ya es de propiedad del Distrito. (fols. 22 a 68 c6). 

36. Copia simple de la respuesta que dio la Unidad de Catastro Distrital al Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, en la que indicó la imposibilidad de realizar la actualización pretendida del archivo catastral, incluyendo la finca La Providencia. (fols. 69 a 72 c6). 

37. Copia simple de respuesta que diera el Instituto Geográfico Agustín Codazzi al  Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, en el que señaló que el predio La Providencia por sus linderos descritos no es ubicable. (fols. 94 c6). 

38. Copia auténtica del Decreto Distrital No. 190 del 22 de junio del año 2004, por el cual se compilaron las disposiciones de los Decretos Distritales 619 de 2000 y 469 de 2003. (fol. 113 a 314 c6). 

39. Copia auténtica del Decreto Distrital No. 062 del 14 de marzo del año 2006, por el cual se elaboraron y establecieron los mecanismos de protección de los humedales del Distrito. (fols. 315 a 323 c6). 

40. Copia auténtica del Acuerdo Distrital No. 26 de 1996, por el cual se adoptó el plan de ordenamiento físico del borde occidental de Bogotá. (fols. 324 a 335 c6). 

41. Respuesta a oficio que diera el periódico El Tiempo, allegando copia auténtica de la publicación noticiosa del 28 de noviembre del año 1957, que da cuenta de la adquisición por parte del Distrito del parque la Florida. (fol. 54 y 55 c8). 

42. Copia auténtica del estudio que hizo el Director Administrativo de bienes Raíces de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., sobre la finca la Providencia, y que remitió al Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, indicando el panorama desfavorable de la administración al no poder desconocer los derechos del aquí accionante. (fols. 122 a 206 c8). 

43. Copia auténtica del oficio informativo del entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital, en el que se indica que el predio La Providencia se sobrepone parcialmente al predio La Florida. (fols. 256 a 259 c8). 

44. Dictamen pericial rendido por el auxiliar de la justicia Pedro Ovidio Ortega, respecto de la titularidad de dimonio de los predios La Providencia y La Florida, y sobre algunos aspectos específicos sobre su ubicación. (c9 y c10). 

45. Respuesta a oficio que diera la Sección Cuarta de esta colegiatura, allegando al plenario copia auténtica de diversas providencias judiciales proferidas en el curso de la acción popular No. 00 – 140, dentro de las cuales se encuentran:

· Sentencia del 5 de julio del año 2001, proferida en primera instancia por esta colegiatura en su Sección Cuarta, y que como medida de protección de los derechos colectivos allí invocados, ordenó a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y al Departamento Administrativo del Medio Ambiente a adquirir los predios que se ubican en la ronda de protección del humedal Jaboque. 

· Sentencia del 20 de septiembre del año 2001, proferida en segunda instancia por el H. Consejo de Estado, mediante la cual modificó la providencia aludida anteriormente, para ordenar a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y a la Alcaldía Mayor la adquisición de los predios ubicados en la ronda del humedal Jaboque, ello al vencimiento de los 18 meses siguientes a la ejecutoria de tal sentencia. (c11). 

Sobre el valor probatorio de las documentales la sala efectuará pronunciamiento posteriormente, por cuanto existe variación jurisprudencial frente al mérito de las copias simples. 
IV. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Por auto del siete (7) de octubre del año 2013 y en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 210 del C.C.A modificado por el Decreto 2304 de 1989, modificado por el artículo 59 de la Ley 446 de 1998, se ordenó traslado a las partes por el término de 10 días. (fols. 84 a 86 c.1). 

Parte Actora.
Por escrito de octubre 23 del año 2013, la parte demandante presentó sus alegatos de conclusión, reiterando los planteamientos esbozados en la demanda, y solicitando no dar prosperidad a las excepciones propuestas por las entidades demandadas. (fols. 136 a  a 155 Segundo cuaderno principal). Allegó algunos documentos en copia auténtica que en el proceso obraban ya en copia simple. (fols. 168 a 189). 

Parte demandada. (Superintendencia de Notariado y Registro)

Por escrito de octubre 21 del año 2013, dicha entidad presentó sus alegatos de conclusión, reiterando los mismos planteamientos esbozados en la contestación de la demanda, especialmente la prosperidad de las excepciones propuestas. (fols. 51 a 73 Segundo cuaderno principal).

Parte demandada. (Bogotá D.C. – Concejo Distrital).

Por escrito del 22 de octubre del año 2013, la apoderada judicial de la entidad mencionada presentó sus alegatos de conclusión, quien reiteró lo expuesto en la respectiva contestación de la demanda. (fols. 74 a 89 Segundo cuaderno principal). 

Parte demandada. (Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá). 

Dicha entidad presentó sus alegatos de conclusión el 23 de octubre del año 2013, manifestando que no deben darse prosperidad a las pretensiones de la demanda, por lo cual iteró lo dicho en la contestación de la demanda. (fols. 103 a 135 Segundo cuaderno principal). 

Parte demandada. (Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público). 

Por escrito del 23 de octubre del año 2013, dicha parte procesal allegó sus alegatos de conclusión, reiterando extensamente lo manifestado en la contestación de la demanda. (fols. 190 a 208 Segundo cuaderno principal). 
Ministerio Público.

Mediante escrito del 23 de octubre del año 2013, el Agente del Ministerio Público designado al asunto de la referencia rindió concepto, aduciendo que el proceso debe declararse terminado inhibiéndose para emitir pronunciamiento de fondo sobre las pretensiones de la demanda, por cuanto no se agotó debidamente la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. (fols. 94 a 102 Segundo cuaderno principal). 
V. CONSIDERACIONES DE LA SALA
PRESUPUESTOS PROCESALES
PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN 
Considera la sala que la acción de reparación directa impetrada por el apoderado judicial de la parte actora, prevista en el artículo 86 del C.C.A., es procedente, toda vez que se solicita declarar la responsabilidad de las entidades demandadas por los hechos y omisiones en los que presuntamente han incurrido en relación con el predio La Providencia, y que han ocasionado daños y perjuicios al accionante, al ser el propietario de tal inmueble. 

En este punto, debe la sala resolver las excepciones que las entidades estatales demandadas interpusieron y que hacen alusión al indebido agotamiento de la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad.

Frente a ello, el despacho ponente efectuó pronunciamiento en auto del 10 de octubre del año 2012
, el cual es ratificado por la sala, pues indicó lo siguiente: 

“Si bien la Ley 270 de 1996 en su artículo 42A establece el requisito de procedibilidad, dicha norma se encuentra adicionada por la Ley 1285 de 2009, la cual establece:  

“ARTÍCULO 13. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el siguiente:
“Artículo 42A. Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.

Si bien es cierto, se evidenció que efectivamente la conciliación extrajudicial no fue allegada con la respectiva demanda, dicho requisito fue subsanado antes de realizar el correspondiente análisis previo a la admisión y obrar pronunciamiento por parte del despacho. 

De igual modo, se tiene que la conciliación extrajudicial fue solicitada con anterioridad a la presentación de la demanda, esto es 19 de junio de 2012, por lo que la demanda en mención fue radicada en la Secretaria de la Sección Tercera el día 29 de junio de 2012, tal y como consta a folio 01, 25 y acta de reparto de la misma fecha la cual obra en el cuaderno principal del expediente. 

En aras de garantizar el derecho sustancial sobre el procesal establecido en el Articulo 228 de la Constitución Política Colombiana, el cual estipula:

“La administración de justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su cumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.”

Sobre el punto, la Corte Constitucional se ha pronunciado en el siguiente sentido:

“Cuando el artículo 228 de la Constitución Política establece la prevalencia del derecho sustancial, está reconociendo que el fin de la actividad estatal en general, y del procedimiento administrativo en particular, es la realización de los derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo.  En esa medida, dicha prevalencia del derecho sustancial significa que el proceso es un medio y que, por lo mismo, las normas procesales deben aplicarse con un fin, consistente en la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial”      

Según lo anterior, se tiene que con el fin de garantizar lo mencionado con anterioridad, y pues teniendo en cuenta que la acción para la fecha no se encontraba caducada y que de igual forma, se encontraba suspendidos lo términos por estar en trámite la conciliación extrajudicial, el despacho no ve un motivo suficiente para que por esta razón se dé el rechazo de la demanda, pues interpretación contraria llevaría al absurdo de exigir que se volviera a presentar la demanda, desconociendo los principios procesales de celeridad, economía y eficacia, máxime, se repite, si no está en juego la caducidad de la acción.”

Ahora, aún cuando la sala acoge lo dicho en su oportunidad por el magistrado ponente, debe decirse que a la fecha de admisión de la demanda, es decir, del auto del 12 de septiembre del año 2012, ya existía certeza de la inexistencia de ánimo conciliatorio entre las partes, pues junto con la aclaración y corrección de la demanda efectuada el 6 de septiembre del año 2012 (fols. 30 a 56 c1), se allegó la respectiva acta expedida por la Procuraduría 12 Judicial II en Asuntos Administrativos, en la que consta que el 22 de agosto del año mencionado se declaró fallido tal trámite conciliatorio (fol. 5 y 6 c3), por lo que se encontraba plenamente cumplido el requisito de procedibilidad que consagró el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. 

Debe tenerse en cuenta, que el requisito de procedibilidad debe cumplirse a efectos sustanciales no estrictamente al momento de la interposición de la demanda, sino imprescindiblemente en el instante en el que se estudie por parte del operador judicial la concurrencia de las exigencias de ley para su admisión.

Tal es el caso de aquellas demandas que se interponen sin allegar la respectiva constancia de trámite del la conciliación prejudicial, en virtud de lo cual el administrador de justicia en garantía del debido proceso, del acceso a la administración de justicia y sobre todas las cosas, del respeto de la supremacía del derecho sustancial sobre el procesal (todos ellos consagrados constitucionalmente), solicita al actor que subsane su demanda conforme a los términos de ley, y al cabo de ello si procede a decidir sobre su admisión o rechazo. 

En el presente asunto, como se vio, ni tan siquiera se tuvo que llegar a tal supuesto, pues fue la misma parte actora sin requerimiento previo del despacho ponente, la que por vía de aclaración y corrección de su demanda allegó los documentos que consideró le hacían falta para cumplir las exigencias de procedimiento que plasma la ley, lo cual permitió que al momento de admitirse la demanda, se tuviera por satisfecho tal requisito de procedibilidad, lo cual se corrobora en esta providencia, por lo que las excepciones propuestas en tal sentido no tienen prosperidad. 
Ahora, referente a la excepción en la que se argumentó que la conciliación prejudicial fallida no contenía la totalidad de pretensiones que se incluyeron en la demanda, ha de aducir esta colegiatura que al proceso no fue allegado como prueba de la excepción la integridad del escrito de solicitud de conciliación, y contrario a lo dicho por los sujetos procesales demandados que impetraron tal excepción, en las pruebas que obran en el proceso se encontró: 

“Pretensiones: 

… se solicita la declaratoria de responsabilidad administrativa y solidaria de las convocadas con ocasión del daño antijurídico ocasionado al convocante por los hechos y omisiones generados que han impedido su legítimo ejercicio derecho a la propiedad a causa de la negligencia de los entes convocados; así como para que también sean reconocidos los perjuicios de índole material e inmaterial detallados y cuantificados en el escrito de solicitud…” (fols. 83 a 86 y 393 a 400 c1, 4 a 6 c3). 
Visto ello, lo cierto y demostrado en el proceso es que tal pretensión coincide con la que a modo de principal se plasmó en la demanda, existiendo similitud y por tanto acreditándose la consonancia entre el escrito de solicitud de conciliación prejudicial y el libelo introductorio del litigio, y por tanto sin presentarse anomalía alguna al respecto. 

Sin embargo, la sala debe aducir que la manifestación de las entidades demandadas recae sobre el presunto hecho de incluir pretensiones de mayor cuantía en la demanda, pero se repite que tal excepción no se encuentra demostrada, pues no se allegó al proceso la totalidad del escrito de conciliación y del cual se debió dar copia a cada una de las entidades convocadas, por lo que podían aportarlo al proceso junto la contestación de la demanda, en ese sentido, no es dable efectuar el análisis que aducen entre otras el Departamento Administrativo de Seguridad – DAS, teniendo por sentado conforme a lo dicho, que existe consonancia entre unas y otras pretensiones. 

Así mismo, se indica que para acreditar el requisito de procedibilidad (conciliación prejudicial), basta con que se aporte la respectiva constancia de haber agotado tal trámite ante la Procuraduría General de la Nación, y para desvirtuar ello, se deberá demostrar los argumentos que se esbocen, pues de no ser así, como ocurre en el presente asunto, la excepción tendrá como destino su negación. 

Por otra parte, ante una eventual acción ejecutiva procedente por los mismos hechos y pruebas que originan la presente controversia, concretamente, derivada de las siguientes providencias judiciales: 

· Sentencia del 5 de julio del año 2001, proferida en primera instancia por esta colegiatura en su Sección Cuarta dentro de una acción popular, y que como medida de protección de los derechos colectivos allí invocados, ordenó a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y al Departamento Administrativo del Medio Ambiente a adquirir los predios que se ubican en la ronda de protección del humedal Jaboque. 

· Sentencia del 20 de septiembre del año 2001, proferida en segunda instancia por el H. Consejo de Estado, mediante la cual modificó la providencia aludida anteriormente, para ordenar a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. y a la Alcaldía Mayor la adquisición de los predios ubicados en la ronda del humedal Jaboque, ello al vencimiento de los 18 meses siguientes a la ejecutoria de tal sentencia. (c11). 

Como se observa en las documentales a las que se aluden, en estas existe una orden final para la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y para la Alcaldía Mayor del Distrito correspondiente a adquirir los predios que se encuentran en la ronda de protección del humedal Jaboque, sin embargo, no se especificó que predios en concreto, con identificación catastral y matricula inmobiliaria debían ser objeto de compra, por lo que ello correspondía a la verificación de la zona que mediante acto administrativo delimitó la empresa distrital mencionada (Resolución No. 0145 de 1988 fols. 336 a 342 c3). 

De este modo, frente a las providencias judiciales no puede predicarse el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil para la procedencia de la acción ejecutiva, es decir, que sobre un documento que se aduce como título ejecutivo conste una obligación clara, expresa y exigible. En este caso, que se observe sin necesidad de interpretación o elucubración quien debe comprar el predio, a quien debe comprárselo y a partir de cuando. 

Frente a ello, de las providencias aludida únicamente existe certeza frente a las persona a cargo de la obligación de hacer (comprar), mas no de la persona a quien le debe comprar el respectivo predio, por cuanto esta en los términos de las sentencias indicadas es indeterminada, para cuya especificación habría que acudir a verificar si el inmueble de su propiedad se encuentra dentro de la ronda de protección del humedal Jaboque, labor que indiscutiblemente no corresponde efectuar al juez de un proceso ejecutivo, pero si a uno de un proceso ordinario (reparación directa). 

De este modo, se concluye que la acción ejecutiva no sería la procedente, y por el contrario, la acción impetrada corresponde a la que por mandato legal esta llamada a ser la vía conducente para dirimir la presente controversia, de modo tal que con lo dicho, se asevera con criterio de veracidad que la acción procedente es la de reparación directa. 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA
La legitimación en la causa ha sido definida por la jurisprudencia, como la titularidad de los derechos de acción y de contradicción. 
A su turno ha sido clasificada en legitimación de hecho y material, la primera de ellas referida al interés conveniente y proporcionado del que se da muestra al inicio del proceso, la segunda objeto de prueba y que le otorgará al actor la posibilidad de salir avante en las pretensiones solicitadas, previo análisis de otras condiciones.
Sobre este punto ha expuesto el H. Consejo de Estado: 

“(…) Varios y reiterados han sido los pronunciamientos de la Sección Tercera tendientes a diferenciar los dos aspectos medulares de la figura de la legitimación en la causa. Así ha dicho que en la reparación directa, la legitimación en la causa está dada por la condición de damnificado del demandante, hablándose de legitimación de hecho, originada en la simple alegación de esa calidad en la demanda, como lo prevé el artículo 86 del C. C. A., al señalar “la persona interesada podrá”, siendo entonces ese interés mínimo, suficiente para accionar y para proponerlo en la instancia procesal de inicio del juicio, en contraste con el presupuesto de sentencia favorable de las pretensiones que constituye la legitimación material, la cual se desprende de la prueba efectiva de la condición de damnificado, que le permitirá a quien demandó obtener, con la satisfacción de otros supuestos, la favorabilidad de las pretensiones. Puede ocurrir entonces que la afirmación de hecho en la demanda y a términos del artículo 86 del C. C. A, de que la parte demandante se crea “interesada” (legitimación de hecho en la causa) no resulte cierta en el proceso, y por lo tanto no demuestre su legitimación material en la causa (…)”

De otro lado el Código Contencioso Administrativo al referirse sobre los anexos que debe contener toda demanda, prevé que debe también acompañarse el documento idóneo que acredite el carácter con el que el actor se presenta al proceso (art. 139). 

De otra parte, debe observarse que cuando se demanda en la calidad de propietario de un bien inmueble, la jurisprudencia ha sido clara en la forma en que se debe probar tal condición, y para el efecto el H. Consejo de Estado adujo: 

“Tal como lo tiene suficientemente averiguado la jurisprudencia de la Sala, la acreditación de los derechos reales sobre bienes inmuebles se requiere, de manera indispensable, la aportación del título y el modo, dualidad inescindible que debe comprobarse en los procesos judiciales en los cuales se pretenda hacer valer algún derecho real derivado de la propiedad raíz. El primero de los elementos referidos está constituido por cualquiera de las fuentes de las obligaciones, en tanto que el segundo podrá corresponder a cualquiera de las formas previstas para el efecto por el legislador, como aquellas que recoge el artículo 673 del Código Civil, esto es la ocupación, la accesión, la tradición, la sujeción y la prescripción.

Debe tenerse en cuenta que, conforme lo dispone en el artículo 749 del Código Civil, “si la ley exige solemnidades especiales para la enajenación, no se transfiere el dominio sin ellas”, y que los artículos 1857 y 756 de la misma obra establecen, en su orden, que la venta de los bienes raíces no se reputa perfecta ante la ley, “mientras no se ha otorgado escritura pública”, y que la tradición del dominio de los bienes raíces se efectúa “por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos”.
 

La tradición, como modo de adquirir el dominio de un bien inmueble, se efectúa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 756 del Código Civil, “por la inscripción del título en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos”. En armonía con esta disposición, el artículo 2 del Decreto-Ley 1250 de 1970 señala que está sujeto a registro todo “acto, contrato, providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real principal o accesorio sobre bienes raíces, salvo la cesión del crédito hipotecario o prendario”. Así las cosas, la tradición de los derechos reales constituidos sobre inmuebles se realiza mediante la inscripción del título correspondiente en la oficina de registro de instrumentos públicos.

 

La Sala ha señalado que ante la no acreditación de alguno de los elementos enunciados, esto es del título o del modo, mediante los documentos pertinentes para el efecto, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada. En otras palabras, para que una persona sea tenida como propietaria o titular de derechos reales sobre bienes inmuebles debe exhibir título y modo, esto es, la escritura pública o cualquier otro medio idóneo que tenga la virtualidad de disponer, enajenar, afectar o mutar derechos reales sobre una cosa inmueble más la correspondiente inscripción de dicho título en el registro inmobiliario.
 

En este orden de ideas, se tiene que el título de propiedad sobre un bien inmueble se entenderá acreditado en este caso –según la referencia que se observa en los certificados de libertad y tradición y del folio de matrícula inmobiliaria–, con las escrituras públicas de compraventa números 401/96, 403/80, 737/98, 547/80, 3368/90 y con la sentencia de adjudicación en sucesión proferida por el Juzgado 2º Promiscuo de Familia de Armenia el 18 de febrero de 1991, más el modo correspondiente que en estos casos se materializa con la inscripción de aquellos títulos en la oficina de instrumentos públicos, para lo cual es aceptable aportar, entre otros documentos, los certificados de libertad y tradición o los folios de matrícula inmobiliaria de los bienes, expedidos por la correspondiente oficina de registro de instrumentos públicos de la ciudad, en los cuales consten las inscripciones de los títulos que hubieren servido de fundamento para enajenar, gravar o afectar de cualquier manera esa propiedad.

 

En este caso, advierte la Sala que los demandantes no acreditaron la legitimación en la causa para formular la demanda de la referencia por razón de los perjuicios causados en los inmuebles que dicen ser de su propiedad, puesto que no se probó en debida forma uno de los elementos necesarios para tener por cierto que quienes formularon la acción eran los titulares de los derechos reales por cuya indemnización se reclama, consistente en el título, circunstancia que por demás torna innecesario analizar la legalidad de los documentos aportados para acreditar el modo traslaticio de dominio. 

Sobre el particular también debe señalarse que cuando una persona pretenda la declaratoria de responsabilidad de una entidad pública por razón de unos daños causados a un inmueble de su propiedad, en primer lugar debe acreditar que es el titular del derecho de propiedad, para lo cual debe aportar las pruebas idóneas del título de adquisición y del modo traslaticio de dominio, pues de lo contrario, esto es ante la falta de acreditación de alguno de estos requisitos, sólo será posible concluir que quien demanda carece de interés por no ser el propietario del bien y, en consecuencia, debe decirse que no está legitimado para formular pretensión alguna por ese concepto.

 

En este orden de ideas debe decirse que los demandantes no acreditaron su condición de propietarios de los bienes inmuebles, pues no aportaron los documentos públicos que sirven para establecer el título traslaticio de dominio de bienes inmuebles –escrituras públicas de compraventa y sentencia judicial de adjudicación sucesoral–, carga probatoria que ha debido ser asumida en debida forma por los actores de conformidad con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil y que tratándose de documentos públicos no puede ser sustituida por medio de prueba alguna, tal como lo prescribe el artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, en razón a que se trata de un verdadero requisito ad substantiam actus.” 
 (Subrado fuera del texto original).

Entonces, claro es que la parte actora debe acreditar de forma precisa y según lo ha manifestado la jurisprudencia, la calidad de propietario del bien inmueble en virtud del cual reclama los perjuicios, pues de no ser así, forzoso sería concluir que la misma no se encuentra legitimada en la causa por activa.

Legitimación en la causa por activa: 

- Jorge Enrique Cortes Rojas: tenemos que aunque las entidades demandadas cuestionan la calidad de propietario del actor respecto del predio La Providencia, y ello a efectos sustánciales debe ser verificado al resolver de fondo la controversia, en este punto encontramos en términos de legitimación en la causa por activa de hecho, que el señor Jorge Enrique Cortés Rojas, según folio de matricula inmobiliaria No. 50C-1561366 (fols. 122 a 124 c2), es propietario de la finca referida, lo cual lo legitima para ser demandante en el litigio de la referencia, por lo que las excepciones en tal sentido no tienen vocación de prosperidad. 
POR PASIVA.-
· La Nación – Rama Judicial, Distrito Capital de Bogotá – Departamento Administrativo de Defensoría del Espacio Público, Concejo Distrital, Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá y la Superintendencia de Notariado y Registro: Se encuentran legitimadas en la causa por pasiva de hecho, en tanto son las entidades a las que se les imputa el daño alegado en la demanda. Adicionalmente, de las pruebas enumeradas anteriormente se desprende la actuación de cada una de ellas en los hechos que dan origen a la presente controversia. 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN. 

Debe aducir esta colegiatura, que la institución jurídica de la caducidad tiene por finalidad otorgarle al Estado estabilidad en sus actuaciones jurídicas (hechos – omisiones), cerrando así toda posibilidad de debate o controversia jurisdiccional respecto de las decisiones que el mismo haya tomado, o de los hechos u omisiones que el mismo haya generado.

Además de ello, el fenómeno de la caducidad ha sido implantado como un medio de sanción para quienes pretenden ejercer extemporáneamente el derecho de acción, en uso de alguna de las acciones contencioso administrativas que consagra la ley; esto en el entendido de que quien pretenda le sea reconocido un derecho, que cree le pertenece, debe ejercitar la acción dentro del plazo fijado por la ley, es decir es una carga que le asiste, pues de ello depende que su derecho se le sea reconocido, en caso de asistirle. Por tal razón, ha de decirse que el efecto tajante e inequívoco de la caducidad, es que quien crea que le asiste un derecho que deba ser reconocido por la jurisdicción administrativa, pierda toda posibilidad de acudir a ella, dado que se ha impetrado la acción tardíamente, lo que genera consecuencialmente la imposibilidad de seguir un proceso judicial con las garantías constitucionales y legales que nuestro ordenamiento jurídico consagra para ello.

Es por ello, que en lo concerniente a las acciones que debe conocer la Jurisdicción Contencioso Administrativo, el legislador consagró de manera expresa y particular el término de caducidad que frente a las mismas se debe aplicar, lo cual se corrobora con la observancia del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, y es el mismo estatuto, el que plasma las excepciones que frente al fenómeno jurídico de la caducidad se deben tener en cuenta. 

Así las cosas, para la acción de reparación directa, en su numeral séptimo se dijo, que la misma caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa. Y no plasmó excepción alguna frente al cómputo de la caducidad de la acción de reparación directa (Apartándonos del caso de desaparición forzada por no ser relevante en caso bajo estudio), por lo que ha de decirse, que en todo caso debe computarse el mismo, atendiendo como primera medida, la fecha de ocurrencia del hecho, la omisión o demás circunstancias que dan origen a la acción de reparación directa. 
Ahora, varias de las entidades demandadas propusieron dentro de sus excepciones la de caducidad de la acción, la cual debe ser resuelta en este punto, para lo que de relevancia es traer a colación lo dicho por el magistrado ponente en el auto del 10 de octubre del año 2012, que resolvió el recurso de reposición impetrado frente al auto admisorio de la demanda. Se adujo lo siguiente: 

“El Código Contencioso Administrativo en su artículo 136, numeral 8°, estipula:

“La reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años contados a partir del día siguientes del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquier causa.”

Según lo anterior, el despacho a la hora de entrar a realizar el análisis de admisión de la demanda, tomó como fecha para el cómputo de la caducidad de la acción, a partir del momento en que efectivamente la Superintendencia de Notariado y Registro ordenó el cierre de la matrícula 50C-394152 y se clarificó la tradición inscrita, estableciendo que para la fecha el titular de derecho de dominio es el señor CORTES ROJAS JORGE MUÑOZ, esto es, el 22 de marzo de 2012, por lo que siendo así, se tendría como fecha para presentar la demanda hasta el día 23 de marzo de 2013, mas el término por el cual se tenga suspendida la misma, según lo estipulado en la Ley 640/2001. 

El motivo que llevó a concluir que el cómputo de la caducidad debía contarse desde la fecha referida, se da teniendo en cuenta, que solo hasta esta ocasión se dio con certeza que efectivamente existía un error en el registro de matricula, y es allí donde queda saneado y confirmado el daño que se venia ocasionando. 

Sin embargo, se deja claro que la caducidad de la acción es uno de los presupuestos procesales analizados a la hora de proferir el correspondiente fallo, por lo cual, en caso de llegar a existir duda frente a la misma, será en dicha etapa donde se profiera la correspondiente decisión.”
  (Subrayado fuera del texto original). 
Aunque la decisión del ponente en aquella ocasión dio cuenta de la no configuración del fenómeno jurídico de la caducidad de la acción, cierto es que dejó plasmada la duda frente a la fecha en que se consolidó el daño (hecho u omisión), y expresamente adujo que ello sería objeto de solución en la sentencia. 

En ese sentido, la sala indica que de las pretensiones de la demanda y del contenido de las contestaciones que a la misma dieron las entidades demandadas, se evidencian dos hechos centrales por los cuales se solicita declarar la responsabilidad de la parte pasiva de la litis, los cuales se circunscriben a los siguientes: 

· La presunta omisión en la obligación de adquisición de compra del predio La Providencia.

· La imposibilidad de disponer del inmueble la Providencia debido a las inundaciones provocadas por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá. 

De lo anterior, esta colegiatura infiere que el segundo postulado fue inmerso dentro de las peticiones de condena consecuenciales de la primera pretensión de la demanda (o de la subsidiaria), por lo que su análisis corresponderá esencialmente al momento de otorgar los respectivos perjuicios en caso de decidirse declarar la responsabilidad de alguna de las entidades demandadas, sin embargó esencial es analizar la caducidad de la acción en este punto sobre el primer postulado. 

Sabido es, que el término de caducidad empieza su cómputo por mandato legal desde el día siguiente del hecho o la omisión respectiva, y en múltiples ocasiones ello va ligado al momento en que se hace evidente la circunstancia fáctica que origina la reclamación judicial, es decir, que consolida el daño. Frente a ello, se debe tener en cuenta las siguientes consideraciones del H. Consejo de Estado: 

“La Sección ha destacado la relación existente entre el conteo del término de caducidad, la naturaleza del daño y el momento en que el mismo se configura, a partir de lo cual ha señalado
: 

“3.1. El término de caducidad que se contabiliza a partir de la ocurrencia del daño (“fecha en que se causó el daño”)

 La  identificación de la época en que se configura el daño, ha sido un tema problemático, toda vez que no todos los daños se constatan de la misma forma en relación con el tiempo; en efecto, hay algunos, cuya  ocurrencia se verifica en un preciso momento, y otros, que se extienden y se prolongan en el tiempo. En relación con los últimos, vale la pena llamar la atención a la frecuente confusión entre daño y perjuicio que se suele presentar; de ninguna manera, se puede identificar un daño que se proyecta en el tiempo como por ejemplo la fuga constante de una sustancia contaminante en un río, con los perjuicios que, en las más de las veces, se desarrollan e inclusive se amplían en el tiempo, como por ejemplo, los efectos nocivos para la salud que esto puede producir en los pobladores ribereños..                      
En desarrollo de esto, la doctrina ha diferenciado entre (1) daño instantáneo o inmediato; y (2) daño continuado o de tracto sucesivo; por el primero se entiende entonces, aquél que resulta susceptible de identificarse en un momento preciso de tiempo, y que si bien, produce perjuicios que se pueden proyectar hacia el futuro, él como tal, existe únicamente en el momento en que se produce…” (Se destaca)
En consonancia con lo anterior, la Sala ha estimado que el conteo del término de caducidad en la acción de reparación directa debe hacerse en consideración a si el hecho generador del daño produce efectos perjudiciales inmediatos e inmodificables o, por el contrario, dichos efectos son mediatos, prolongados en el tiempo
, posición a la que acudió el recurrente como apoyo de su argumentación. En dicha providencia se manifestó lo siguiente:

“En ese entendido, el argumento expuesto por el a quo para rechazar la demanda no fue acertado, pues la interpretación del numeral 8º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo no puede hacerse en la forma exegética como se hizo, pues cuando se trata de establecer la caducidad de la acción de reparación directa tomando como referencia el acaecimiento de un hecho, hay circunstancias que flexibilizan el sentido de la norma. En efecto, hay casos en que ésta puede tener una aplicación literal absoluta, como cuando del hecho por el que se reclama indemnización de perjuicios se derivan efectos inmediatos e inmodificables - V. gr. que en el instante mismo en que se produce el hecho determinado, muera una persona -. En este caso es incuestionable que el término de la acción de reparación directa debe tomarse en consideración a la fecha en que se produjo la muerte, es decir, la misma del hecho. Pero hay casos en que la situación varía, como en el de la referencia, en que si bien se tiene un referente en cuanto a la fecha en que se produjo el hecho, es lo cierto que sólo el transcurso del tiempo y otras circunstancias particulares, como el prolongado tratamiento médico a que fue sometido el demandante, muestran con certeza la magnitud o consecuencia del hecho y, por ende, los perjuicios por los que la parte interesada reclama la indemnización”. (Se destaca)
La anterior pauta jurisprudencial establece con claridad que, respecto a los hechos  que  generan  efectos  perjudiciales  inmediatos  e  inmodificables  -aquellos cuyas consecuencias se vislumbran al instante, con rapidez y dejan secuelas permanentes-, la contabilización del término de caducidad de la acción se inicia desde el día siguiente al acaecimiento del hecho, al tenor del numeral 8° del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.

Por el contrario, al tratarse de casos relacionados con daños que sólo se conocen de forma certera y concreta con el discurrir del tiempo y con posterioridad al hecho generador, esta circunstancia impone en aras de la justicia que se deba contar el término de caducidad a partir del conocimiento que el afectado tiene del daño
.”

Conforme a ello, esta corporación debe identificar la fecha de inicio para el cómputo del fenómeno jurídico de la caducidad de la acción, teniendo como esencial punto el primer postulado mencionado con anterioridad, esto es, la presunta omisión de compra del predio la Providencia. 

Así las cosas, con certeza aduce la sala que la omisión planteada y por la cual se demanda, se ha de consolidar cuando el actor tuvo certeza de que su predio no iba a ser adquirido por la entidad que el consideraba tenía la obligación legal y judicial para proceder en tal forma
, pues es en ese momento cuando se da incumplimiento por vía de omisión a las ordenes que una autoridad judicial ha emitido, concretamente el no acatamiento de la sentencia del 20 de septiembre del año 2001, proferida por el H. Consejo de Estado (fols. 11 a 66 c11), y que es la causa que se aduce origina el daño. 

En este orden de ideas, si bien en la providencia aludida manifiesta el actor se dio la orden de comprar el predio de su propiedad a varias de las entidades demandadas (aspecto que se analizará posteriormente), cierto es que la omisión por su no acatamiento no se consolidó en la fecha en que se profirió, o quedó ejecutoriado tal fallo, sino cuando la entidad a la que presuntamente le asistía el deber impuesto manifestó sin equívocos su voluntad de no adquirir el inmueble en dominio del señor Cortés Rojas. 

Lo expresado precedentemente, se consolidó el 16 de noviembre del año 2011, cuando la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., ante la solicitud del actor que decía: “…solicitó que en forma inmediata proceda a iniciar trámite administrativo de adquisición del predio denominado La Providencia, de mi propiedad”
, mediante comunicación adujo lo siguiente: 

“NO, No es posible acceder a su petición, ya que como es bien sabido por usted, a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, sólo se le es permitido adquirir predios, para la ejecución de obras de infraestructura que se requieran para el cumplimiento de sus funciones de prestación del servicio…

Por otro lado, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, no puede adquirir predios que sean bienes de uso público como son los humedales…” (fols. 106 y 107 c3). 
De modo tal, que fue con tal comunicación que se evidenció la omisión de dicha entidad para adquirir el inmueble de propiedad del actor, y por lo tanto, allí se evidenció de manera concomitante la causación del daño por un presunto incumplimiento a un mandato judicial, por lo que desde la fecha (día siguiente) en que se dio tal información, esto es, el 16 de noviembre del año 2011, se ha de computar el término de caducidad. 

Desde esta óptica, encontramos que en principio el actor tenía como plazo para impetrar la presente acción hasta el 17 de noviembre del año 2013, sin embargo se presentó solicitud de conciliación prejudicial ante la Procuraduría 12 Judicial II en asuntos Administrativos, el 19 de junio del año 2012, la cual se declaró fallida el 22 de agosto del mismo año. (Ver folio 5 y 6 c3). Por lo que atendiendo a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley 640 de 2001, el término de caducidad de la presente acción se suspendió desde el momento de presentación de la solicitud de la conciliación hasta el momento en que se declaró fallida, pues ello ocurrió primero.
Así las cosas, el término de caducidad se reanudó el 23 de agosto del año 2012, faltándole el lapso de dieciséis (16) meses y veintiocho (28) días para cumplir los dos años de que trata el artículo 136 del C.C.A., por lo que el plazo final para interponer la presente acción venció el 20 de enero del año 2014. Ahora, la demanda se interpuso el 29 de junio del año 2012 (Ver folio 26 c1), claramente antes de que se configurara el fenómeno jurídico de la caducidad de la acción. 
El anterior computo del término de caducidad de la acción, corresponde al daño alegado y que se endilga a todas las entidades demandadas, por lo que se aclara, que en tanto no se plasmaron omisiones o hechos dañosos específicos para cada una de ellas, no es posible efectuar un análisis de caducidad individual, con la precisión, que su incidencia en los hechos de la presente controversia como imputación material, serán objeto de debate posteriormente, en donde se concluirá si la omisión de compra del predio la Providencia les es atribuible, en tanto la acción no se encuentra caducada. 

De otra parte, lo atinente a la pretensión consecuencial de perjuicios ya mencionada, y que a juicio de la sala constituye otro hecho dañoso diferente al ya anunciado y analizado por caducidad de la acción, será estudiado posteriormente, dada la forma en que se plantearon las pretensiones en la demanda. 

EXCEPCIONES

Las excepciones propuestas por las entidades demandadas y no resueltas hasta el momento en esta providencia, serán resueltas al momento de desatar la controversia, pues controvierten el fondo del asunto, salvo la de pleito pendiente, que resolverá a continuación.

· Pleito pendiente.
El pleito pendiente según la jurisprudencia se configura cuando dos procesos judiciales que se encuentran en trámite al mismo tiempo versan sobre la misma causa, las mismas partes y las mismas peticiones, es decir, hay una plena identidad de controversia, por lo que lo decidido en uno y otro litigio certeramente resolverá un mismo pleito, por lo que no es viable, lógico ni razonable, mas de un pronunciamiento judicial sobre unos mismos acontecimientos donde se persigan los mismos resultados para los mismos sujetos. 

Al respecto ha dicho el H. Consejo de Estado: 

“Finalmente, en relación con la excepción de pleito pendiente, advierte la Sala que dicha excepción no está llamada a prosperar, toda vez que no se cumplen los requisitos establecidos en la ley para su procedencia.

Al respecto, el Código de Procedimiento Civil regula las excepciones previas; en su artículo 97, numeral 10), se refiere a la de pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto; este medio de defensa fue concebido con la finalidad de evitar la existencia de dos o más juicios con idénticas pretensiones y entre las mismas partes, así como la de juicios contradictorios frente a las mismas pretensiones.

Así pues, para que dicho medio de defensa resulte eficaz, es preciso que concurran los siguientes elementos: 

a). Que se esté adelantando otro proceso en forma simultánea, el cual sirva de referencia a la excepción; 

b). Que las pretensiones en uno y otro procesos sean las mismas; 

c). Que las partes en ambos procesos sean las mismas; 

d). Que exista identidad de causa.”
 (Subrayado fuera del texto original).
En el presente asunto, el pleito pendiente fue objeto de pronunciamiento en el plurimencionado auto del 10 de octubre del año 2012, en el que se indicó lo siguiente: 

“Ahora bien, el recurrente afirma que efectivamente con anterioridad a la presentación de esta demanda, en la jurisdicción ordinaria civil se esta ventilando un proceso ordinario ante el Juzgado Treinta y cinco Civil del Circuito de Bogotá, en el que se están cuestionando las escrituras públicas Nos. 12908 del 30 de diciembre de 1996, mediante la cual el señor Álvaro Rojas Barbosa efectuó la aclaración de los linderos correspondientes al  predio LA PROVIDENCIA
y la nulidad de la escritura pública 10872 de 21 de febrero de 2011, en virtud de la cual el señor Rojas Barbosa vendió a Jorge Enrique Cortés el predio cuestionado. 

Teniendo en cuenta lo anterior, se hace necesario al despacho precisar que no es dable en el auto admisorio de la demanda entrar a cuestionar lo anterior, pues en dicha providencia solo se entra al estudio de los requisitos exigidos por el legislador para la presentación y admisión de la demanda, siendo así, que la causa pretendi contaba para la fecha del auto admisorio de la misma con todos los requisitos establecidos.”
 

Como se observa, en tal oportunidad no se resolvió certeramente tal excepción, por lo que su resolución corresponde efectuarla en esta providencia, bajo las consideraciones jurisprudenciales anotadas. 

Así pues, a folio 93 del cuaderno No. 2 del expediente, existe constancia del Juzgado Treinta y Cinco Civil del Circuito de Bogotá D.C., mediante la cual indicó que en ese despacho cursa un proceso ordinario con radicado No. 2010 – 246, en el que la parte actora es la Defensoría del Espacio Público contra Jorge Enrique Cortés Rojas y Álvaro Rojas Barbosa, cuyas pretensiones son: 

“(…) PRIMERA que se declara la NULIDAD ABSOLUTA DE LA ESCRITURA PÚBLICA No 12908 del 30 de diciembre de 1996 de la Notaria 29 del Circuito Notarial de Bogotá por medio de la cual el señor ÁLVARO ROJAS BARBOSA efectuó la aclaración de los linderos del predio adquirido por el mediante la escritura pública No 7007 del 28 de diciembre de 1979 AL HABER OMITIDO EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS O FORMALIDADES QUE LAS LEYES PRESCRIBEN PARA EL VALOR DE CIERTOS ACTOS O CONTRATOS EN CONSIDERACIÓN A LA NATURALEZA DE ELLOS.
SEGUNDA: Que por consiguiente y en consecuencia de la anterior declaración se ordene  la anulación y la nota correspondiente en el protocolo de la notaria 29 del Circulo de Bogotá respecto de la escritura pública 12908 del 30 de diciembre de 1996 otorgada en la Notaria 29 del Circulo de Bogotá.
TERCERA: Que se ordene a la oficina de  Registro de  Instrumentos Públicos zona centro se cancele la anotación No 3 del folio de matricula inmobiliaria No 50C – 1561366 donde se registra la aclaración de los linderos del predio denominado LA PROVINCIA y lo ubica sobre el HUMEDAL JABOQUE.
CUARTA: Sírvase señor Juez decretar   la NULIDAD ABSOLUTA POR OBJETO ILÍCITO DE LA ESCRITURA PUBLICA No 1082 OTORGADA EN LA NOTARIA 29 DEL CIRCULO DE SANTA FE DE BOGOTA por medio de la cual el señor ÁLVARO BARBOSA ROJAS vende el HUMEDAL JABOQUE al señor JORGE ENRIQUE CORTES ROJAS.
QUINTA: Que por consiguiente y en consecuencia de la anterior declaración se ordene la anulación y la nota correspondiente en el protocolo de la notaría 29 del Circulo de Bogotá, respecto de la escritura 1082 del 21 de febrero de 2001, otorgada en la notaíia 29 del Circulo de Bogotá. 
SEXTA: Que se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos zona centro se cancele la anotación No 7 del folio de matricula inmobiliario numero 50C – 15+1366 donde registra la compraventa del predio denominado LA PROVINCIA ubicado sobre el HUMEDAL JABOQUE
SÉPTIMA: Si los demandados se oponen o se formulan oposiciones por terceros, condenar en constas a los opositores (…) (fols. 93 a 118 c2).
Como se observa, las pretensiones del proceso que cursa en la jurisdicción ordinaria y el asunto de la referencia, contienen pretensiones sustancialmente diferentes, aunado a que los hechos que originan uno y otro no son iguales. 

La anterior afirmación encuentra sustento en que en la jurisdicción ordinaria se debate la legalidad de las escrituras públicas y las anotaciones en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria, que contienen diversos negocios jurídicos que se han celebrado en virtud del predio La Providencia, pero que frente a las pretensiones de la presente providencia, en donde se debate la responsabilidad de las demandadas por la presunta omisión de compra del aludido inmueble, no tienen similitud o identidad de ninguna índole. 

A su vez, la causa que fundamenta las pretensiones en uno y otro proceso difieren sustancialmente, pues en el litigio que conoce la jurisdicción ordinaria se aducen motivos de presunta ilegalidad, y en asunto de la referencia no se discute la legalidad de tales negocios y actos jurídicos, sino que fundamento en ellos se pretende evidenciar una omisión del Distrito que presuntamente afectó al aquí demandante. 

Ahora, si eventualmente en el proceso adelantado ante la jurisdicción ordinaria se accediera a las pretensiones de la demanda, lo cierto es que la naturaleza del predio La Providencia, que como se verá mas adelante es particular, no variaría, es decir, que ante la posibilidad de acogimiento de los pedimentos del proceso allí instaurado, dicho inmueble no pasaría al dominio de alguna de las entidades aquí demandadas, por lo que por tal motivo tampoco podría aseverarse que exista identidad entre los dos litigios, pues sus consecuencias en uno y otro sentido no acarrearían la mutabilidad o cambio que hasta la presente fecha ostenta La Providencia. 
Se reitera entonces, que a lo sumo lo que podría pasar con la nulidad de los negocios jurídicos impugnados ante la jurisdicción ordinaria, es que el predio quede delimitado finalmente con los linderos específicos de la sentencia de pertenencia del año 1954, pero nunca, que su naturaleza de un bien particular mute a la de un bien público, por lo que es notoria la no identidad jurídica de los dos pleitos, de modo tal que su naturaleza actual solo variará con la decisión que se adopte en el presente proceso, y no por lo que eventualmente resuelva la jurisdicción ordinaria. 

Se concluye entonces que no se configura la excepción de pleito pendiente, por lo que indiscutiblemente no prospera la excepción estudiada. 

Debe hacer alusión la sala, que igualmente en el proceso fue negada la solicitud de suspensión por prejudicialidad, ello mediante providencia del 21 de noviembre del año 2013, por cuanto lo decidido en el proceso ordinario referido no incidiría en la naturaza jurídica del predio La Providencia. (fols. 210 a 216 Segundo cuaderno principal). 

PROBLEMA JURÍDICO
Corresponde a la sala en esta oportunidad, determinar si el predio La Providencia es de propiedad del señor Jorge Enrique Cortes Rojas, si esta tiene un espacio físico y a su vez si este hace parte o ronda el humedal Jaboque, y si conforme a las normas Distritales y los mandatos judiciales ha debido ser adquirido por alguna autoridad del Distrito.

Pues bien, en orden a resolver la controversia sometida a consideración,  la sala abordará los siguientes temas: I) Régimen de Responsabilidad aplicable, II) Régimen probatorio en la jurisdicción contenciosa administrativa, III) Aspectos generales de la propiedad (Privada y pública). IV). Valor legal de los actos registrales. V). Responsabilidad en el caso concreto.

I. RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE

Con la expedición de la Constitución Política de 1991, se consagró en el artículo 90 una cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, que comprende tanto la responsabilidad de naturaleza contractual como extracontractual; por lo que los elementos indispensables para la declaración de la responsabilidad patrimonial del Estado, se circunscriben a la prueba del daño antijurídico, y a la imputabilidad del mismo al Estado.

En torno a este tema, y a efectos de establecer un marco conceptual dentro del cual se analice la presente controversia, debe decirse que,  si bien la Jurisdicción Administrativa en algunos casos sigue aplicando los regímenes de responsabilidad subjetivos que de antaño fueron creados jurisprudencialmente para derivar responsabilidad patrimonial, el Ponente se aparta de emplear ese sistema en tanto que, a partir de la expedición de la Constitución Política de 1991, la responsabilidad patrimonial del Estado Colombiano encuentra su fundamento en el artículo 90, que como se dijo comprende la de naturaleza contractual y extracontractual generada por la causación de un daño antijurídico al particular, imputable al Estado, sin importar si fue materializado por negligencia o impericia en las acciones u omisiones de sus agentes. Por ello, el núcleo esencial de responsabilidad se enmarca en el daño antijurídico, con lo cual, aún las conductas revestidas de legalidad, pueden generar un daño y así mismo comprometer su responsabilidad, por manera que el examen de la controversia será analizado con base en tales elementos.

La jurisprudencia Constitucional ha expuesto:

“Lo esencial del cambio introducido por el Artículo 90 de la Constitución radica entonces en que ahora el  fundamento de la responsabilidad no es la calificación de la conducta de la Administración, sino la calificación del daño que ella causa. No se trata de saber si hubo o no falla en el  servicio, es decir una conducta jurídicamente irregular aunque no necesariamente culposa o dolosa, sino de establecer si cualquier actuar  público produce o no un “ daño antijurídico”, es decir un perjuicio en quien lo padece, que no estaba llamado a soportar.

El daño antijurídico no es, entonces, aquel que proviene exclusivamente de una actividad ilícita del Estado, y así ha sido entendido reiteradamente por el Consejo de Estado que ha definido el concepto como “la lesión de un interés legitimo, patrimonial o extrapatrimonial, que  la víctima no está en la obligación de soportar”, por lo cual “se ha desplazado la antijuridicidad de la causa del daño al daño mismo”, de donde concluye esa corporación que “el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva.

Este nuevo fundamento de la responsabilidad estatal, radicado ahora en la noción de daño antijurídico, ha sido considerado como acorde con los valores y principios que fundamentan la noción de Estado Social de Derecho, especialmente con la especial salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a la actividad de la Administración, a la que este modelo de Estado propende; también con la efectividad del principio de solidaridad y de igualdad de todos ante las cargas públicas.

Obviamente, el nuevo fundamento de la responsabilidad estatal conlleva a su vez que no todo daño deba ser reparado, sino sólo aquel que reviste la connotación de antijurídico, es decir, no se repara el daño justificado, esto es aquel que quien lo padece tenga la obligación de soportar. Además, como en todos los casos de responsabilidad, debe tratarse de un daño que  tenga un vínculo causal con la actividad de un ente público. Esta actividad, ha dicho la Corte, no es solamente la que se da en el ámbito extracontractual de la actividad estatal, sino que también puede provenir de las relaciones contractuales de la Administración.” 

Por su parte, el H. Consejo de Estado ha expuesto:  

“En efecto, a partir de la expedición de la nueva  Constitución Política, todo debate sobre la responsabilidad del Estado debe resolverse con fundamento en lo dispuesto en el artículo 90 de la misma, según el cual éste debe responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  Debe establecerse, entonces, en cada caso, si existen los elementos previstos en esta disposición para que surja la responsabilidad, esto es, el daño antijurídico y la imputabilidad del mismo al Estado. En cuanto al daño, se ha dicho que éste es antijurídico cuando la víctima no tiene el deber de soportarlo o, lo que es lo mismo, cuando el Estado no tiene derecho a causarlo. Así las cosas, tratándose de una situación como la mencionada, considera la Sala que el daño es antijurídico cuando en virtud de él resulte roto el equilibrio frente a las cargas públicas...”

Así pues, en este régimen no entra a ser considerada la falla del servicio, razón por la cual el demandante solo se verá avocado a probar la ocurrencia del hecho dañoso, la imputabilidad del mismo y el nexo de causalidad entre los dos elementos anteriores; en tanto que la parte demandada para eximirse de responsabilidad tiene la carga de probar uno de los factores que destruyen el nexo de causalidad tales como la fuerza mayor, el hecho exclusivo de un tercero o la culpa exclusiva de la víctima.
II. RÉGIMEN PROBATORIO EN LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA.
Frente al tema de la valoración probatoria de las documentales que se aporten a los procesos judiciales adelantados ante esta jurisdicción, la sala en recientes providencias ha establecido la forma en que deben ser valoradas las mismas, atendiendo desde luego a las reformas introducidas por la ley 1395 de 2010, y reseñando de manera clara los eventos desde cuando las normas contenidas en la misma han de ser aplicadas, en atención a la concepción del Estado Social de Derecho, del la garantía del debido proceso y el acceso a la administración de justicia. 

En este sentido, la sala ha indicado que las documentales aportadas en los procesos iniciados con anterioridad a la vigencia de la ley 1395 de 2010, gozaran de las presunciones de autenticidad que se deriven de lo normado por el Código de Procedimiento Civil, en tanto las aportadas en los procesos que se iniciaron bajo la vigencia de la referida ley, reputaran su autenticidad bajo los preceptos legales de la misma, en los siguientes términos:

´´Por lo ampliamente dicho, debe concluirse que en régimen de valoración probatoria de la prueba documental, se ve ineludiblemente modificado en lo que a la jurisdicción contenciosa administrativa se refiere, con la entrada en vigencia de la ley 1395 de 2010, por lo que se debe precisar que presunciones de autenticidad se deben aplicar antes y después de la aludida ley.
Así, en los procesos judiciales que se iniciaron antes del 12 de julio del año 2010, han de operar las presunciones de autenticidad que a continuación se especifican, esto es:

· Cuando el documento público ha sido aportado por la entidad que los profirió, aún cuando sobre la copia del mismo no recae sello o certificación de su autenticad.

· Cuando el documento público ha sido aportado por la entidad, aún cuando sobre la copia del mismo no recae sello o certificación de su autenticad, pero se manifiesta o infiere que en el archivo del misma reposa el original o copia auténtica del documento, así no haya sido dicha entidad quien lo profirió.

· Cuando la copia de las actuaciones judiciales, se aporten al proceso con sello o certificación de su autenticidad por parte del secretario judicial, aún cuando no se allegue el auto mediante el cual el juez autorizó su expedición.

· Cuando la copia del documento (público o privado), se apega a los lineamientos del artículo 254 del C.P.C.

Ahora, en los procesos que han sido iniciados con posterioridad al 12 de julio del año 2010, la valoración de la prueba documental ha de comportar diversos cambios como ya se ha dicho, teniendo como regla general la presunción de autenticidad tanto de los originales como de las copias de los documentos (públicos y privados), que se aporten al proceso, los cuales solo dejaran de tener valor probatorio, cuando se desvirtúe su veracidad mediante la tacha de falsedad. Así las cosas, para mayor claridad, se enumeran los casos específicos en que debe operar la presunción de autenticidad.
Además de los anteriores, que también serán de recibo el régimen probatorio que se implantó con la expedición de la ley 1395 de 2010, se tendrán:

· Presunción de autenticidad de los documentos públicos, aún cuando hubiesen sido allegados al plenario en copia informal, siempre que sobre los mismos no recaiga tacha de falsedad.

· Presunción de autenticidad de los documentos privados, aún cuando hubiesen sido allegados al plenario en copia informal,  siempre que sobre los mismos no recaiga tacha de falsedad.

· Presunción de autenticidad, de las copias de actuaciones judiciales (Especie del documento público), aún cuando se llegue en copia informal al plenario, siempre que sobre las mismas no recaiga tacha de falsedad.´´

En este sentido, bajo tal interpretación adoptada por la sala, debe atenderse como punto de partida al momento en que se inició el presente proceso, para determinar el régimen probatorio que debe ser aplicado. Para el efecto, encontramos que la demanda de la referencia fue interpuesta el 29 de junio del año 2012, y la misma fue admitida en virtud de providencia del 12 de septiembre del año 2012 (fols. 57 y 58 - 66 c1), por lo que claramente ha de aplicarse el presente asunto, lo dispuesto por la sala para los procesos iniciados con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 1395 de 2010.
No obstante, en reciente providencia de la sala, se estableció que la aplicación de tales presunciones de autenticidad (las derivadas de la Ley 1395 de 2010), no han de restringirse en el tiempo en cuanto a su aplicación por la entrada en vigencia de la mencionada ley. Para el efecto esta colegiatura dispuso: 

“De lo visto, en principio las documentales aportadas al plenario en copia simple no gozarían de valor probatorio alguno, pues no se enmarcan en las presunciones de autenticidad previstas precedentemente para los procesos iniciados antes de la entrada en vigencia de la ley 1395 de 2010. No obstante, con fundamento en la jurisprudencia del H. Consejo de Estado y la argumentación que en adelante expondrá la sala, es dable dar valoración a las copias simples de documentos cuyo original no ha sido posible incorporar en copia auténtica al proceso

Ha dicho la reciente jurisprudencia del H. Consejo de Estado:  

“Al respecto, la jurisprudencia consolidada de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en relación con el tema de la valoración de un documento que ha sido allegado por la parte demandante en copia simple, ha consistido en negarle eficacia probatoria a dichos documentos, al considerar, de conformidad con los artículos 252 y 254 del C. de P. C., y el pronunciamiento que, respecto del referido articulado profirió la Corte Constitucional en la sentencia C-023 del 11 de febrero de 2008, que los documentos públicos o privados allegados a un proceso deben serlo en original o en copia auténtica para que puedan ser considerados como elementos de prueba válidos y, en consecuencia, susceptibles de valoración.

No obstante lo anterior, en jurisprudencia reciente, la Sala ha aceptado la posibilidad de valorar los documentos aportados en copia simple por el demandante, en tanto le hubiere resultado imposible obtener la copia auténtica, porque el demandado sea quien conserve el original y se niegue a aportarlo al expediente, sin aducir justificación alguna.

“No obstante, la Sala, sin desconocer las disposiciones que fueron declaradas exequibles, pero aplicando, entre otros, los principios de equidad y de buena fe y como protección al derecho de defensa, ha considerado que las copias simples de un documento tienen valor probatorio, cuando le resulte imposible a quien las aporte obtener la copia auténtica, porque la parte contra la que se aduce sea justamente quien conserve el original y se niegue a aportarlo al expediente, sin aducir una razón jurídica atendible: 

“Esta situación de inequidad procesal, impone a la Sala la búsqueda dentro del marco jurídico de una solución procesal justa para el caso y que equilibre la posición de las partes en la causa…

…

“En tal virtud, la Sala considera que cuando una de las partes no cumple con el deber de aportar la copia auténtica de un documento cuyo original se encuentra en su poder o legalmente bajo su guarda y archivo, corre con el riesgo y los efectos que con su conducta omisiva pretendió evitar, que, en el presente caso, se concreta en tener como susceptible de valoración la copia remitida por la parte que desplegó todas las gestiones que estuvieron dentro de su esfera material y jurídica para que la misma fuera remitida al proceso en las condiciones formales requeridas, y dado que el estudio de la misma interesa al proceso en su conjunto.

“Es decir que el incumplimiento o renuencia en aportar el documento en dichas condiciones legales pese a la orden judicial proferida por el a quo en tal sentido, acarrea como consecuencia en aplicación del principio de la comunidad de la prueba que deba otorgársele valor o mérito probatorio a las copias aportadas con la demanda, solución procesal que restablece el equilibrio de las partes en el proceso, y que se sustenta en los principios constitucionales de igualdad procesal (art. 13 C.P.), del debido proceso y derecho de defensa (art. 29 de la C.P), y de presunción de buena fe respecto de ellas (art. 83 C.P.), honrando con ella además los deberes de probidad, lealtad procesal y colaboración de las partes en el proceso (art. 71 del C. de P. Civil). 

… Además, con fundamento en el artículo 255 del Código de Procedimiento Civil es posible, sin contrariar lo dispuesto en los artículo 244 y 268 ibídem, conferir valor probatorio a las copias simples, cuando la parte contra la cual se aducen conserva el original de las que se señala fueron reproducidas y puede por lo tanto, efectuar su cotejo y tacharlas de falsedad cuando no estén conformes, sin necesidad de que practique la inspección judicial de que trata la norma.”

Posición reiterada por dicha Corporación en sentencia de la misma fecha en la que indicó: 

“La decisión de otorgarles valor probatorio a las copias simples aportadas por la parte actora obedece a la imperiosa necesidad de dar prelación a los principios de buena fe y lealtad procesal que deben informar las actuaciones de las partes en los procesos, los cuales han sido desconocidos por la entidad estatal, al abstenerse de remitir al proceso los antecedentes de los actos administrativos cuestionados, los cuales debían encontrarse en su poder y bajo su guarda, por mandato del artículo 29 del C.C.A. 

No tendría sentido que el juez se abstuviera de analizar los supuestos de la demanda, por el hecho de que la entidad estatal, que ostenta la condición de demandada, decida abstenerse de enviar o aportar al proceso las pruebas que obran en su poder y que, eventualmente, puedan ser desfavorables a sus intereses, pues en ese caso, bastaría que la entidad asumiera una conducta negligente, displicente y de rechazo frente a las órdenes impartidas por la jurisdicción, para que entorpeciera el trámite procesal y dejara el proceso sin los elementos de prueba necesarios para realizar los pertinentes juicios de valor, orientados a definir el debate sustancial. Resultaría inadmisible que quien incumple sus deberes procesales saliera beneficiado con su comportamiento.”

Bajo tal perspectiva jurisprudencial, cierto es que se da valoración probatoria a la copia simple de documentales cuyo original o copia auténtica reposa en poder de la parte contra la que se aduce (Por regla general la demandada), ello en consonancia con el principio de lealtad procesal y amparo del debido proceso. 

La anterior interpretación, no permite dar valor probatorio a documentales aportadas en copia simple, cuyo original o copia auténtica no repose en poder de la parte contra la que se aduce, pues en tal circunstancia no es dable dar aplicación a los principios mencionados anteriormente. No obstante, certero es que ante la constitucionalización del derecho colombiano y en especial del derecho administrativo, dicha posición resulta contraria a la presunción de la buena fe y en mayor magnitud en contra del derecho al acceso material a la administración de justicia, aspectos que por demás han venido consolidándose en su respeto y eficacia en las decisiones que de tiempo atrás ha proferido esta colegiatura como se vio, pero que aún restringen tal garantía a un límite temporal (vigencia de la Ley 1395 de 2010). 

Así las cosas, la sala estima conveniente seguir dando valoración a las copias simples de las documentales que se aporten a un proceso judicial, presumiendo su autenticidad en tanto ello no se desvirtúe con la tacha de falsedad que prevé el ordenamiento jurídico, pero sin atender a límite temporal para la consolidación de tal garantía, que de bulto comporta un elemento sustancial en la labor de administrar justicia.

Ello bajo el entendido que la eficacia de la presunción de buena fe que consagra nuestra carta mayor en su artículo 83, y el derecho al acceso a la administración de justicia consagrado en el artículo 228 constitucional, no se instituyeron en su consolidación material con la Ley 1395 de 2010, sino que se encuentran inmersos en nuestro ordenamiento jurídico de manera tajante e inequívoca desde el año 1991
, teniendo aplicación absoluta sin necesidad de que una ley u otra norma de inferior jerarquía ordene lo pertinente.

Ahora, lo plasmado en precedencia por la sala, a su vez tiene sustento en la reciente jurisprudencia del H. Consejo de Estado, pues ha dicho: 

“Ahora, la Sala observa que con la demanda la parte actora aportó en copia simple un documento que contiene la valoración de los daños ocasionados por la toma guerrillera al corregimiento de Tres Esquinas, realizado por el Comité Técnico para la Valoración de Daños, el cual fue suscrito por el Alcalde Municipal, el Secretario de Planeación, el Presidente de la Cruz Roja, el Secretario de Obras Públicas y el Promotor Comunitario. En dicho documento se incluyó el listado de las personas afectadas y el presupuesto establecido por el comité para el resarcimiento de los daños, correspondiéndole a la señora Gloria Orjuela de Lozano la suma de $55’000.000, con la constancia de que “el Comité Local de Emergencias del Municipio de Cunday, unánimemente da por aceptado los valores presentados por el Comité Técnico de Valoración para los fines pertinentes” (fols. 12 a 14 c. 1).

En principio dicho documento carecería de valor probatorio al obrar en copia simple tal como la Sala
 lo ha explicado en numerosas providencias, comoquiera que no cumple con las reglas contenidas en el artículo 254 del C. de P.C., según las cuales los documentos públicos y privados aportados en fotocopia simple por personas que no los suscriben no pueden ser tenidos en cuenta, en consideración a que únicamente tienen valor probatorio aquellos aportados en original o en copia autorizada por notario, director de oficina administrativa o de policía, secretario de oficina judicial o autenticada por notario, previa comparación con el original o con la copia autenticada que se le presente.
… De conformidad con las manifestaciones de las partes, para la Sala dicho documento que obra en copia simple, tiene en esta oportunidad mérito para ser analizado y valorado, comoquiera que la parte demandada pidió tener esa copia como prueba y valorarla como tal; en otras palabras, la Nación no desconoció dicho documento ni lo tachó de falso, sino que conscientemente manifestó su intención de que el mismo fuese valorado dentro del proceso.
En consideración a lo anterior y a pesar de que no se cumplió con el requisito de autenticación de la copia previsto en el artículo 254 de la ley procesal civil, la Sala considera en esta oportunidad, en aras de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal y de la garantía del derecho de acceso a la justicia consagrado en los artículos 228 y 229 de la Constitución Política, que no pueden aplicarse las formas procesales con excesivo rigorismo y en forma restrictiva, con el fin de desconocer lo que las mismas partes no han hecho y ni siquiera han discutido durante el proceso, como lo es la autenticidad del documento aportado por la parte actora en copia simple, admitido como prueba por la Nación que, además, aceptó el hecho aducido con el mismo en la contestación de la demanda.
Es dable precisar que la interpretación que hoy se efectúa no puede entenderse como la exoneración de la carga de cumplir con las reglas contenidas en la ley procesal civil frente a la aportación de copias de documentos que siguen vigentes y en pleno rigor. Lo que sucede en esta ocasión ambas partes aceptaron que ese documento fuera apreciable y coincidieron en la valoración del mismo en forma recíproca no solo al momento de su aportación, sino durante el transcurso del debate procesal.

Cabe agregar que la autenticación de las copias tiene por objeto que éstas puedan ser valoradas bajo el criterio de la sana crítica como si se tratara de documentos originales, de manera que frente a la parte contra quien se aducen, ese requisito tiene por finalidad garantizar su derecho de defensa, máxime cuando con tal prueba se pretende probar un hecho que en principio se aduce en su contra. Siendo esto así, cuando las partes de común acuerdo solicitan la apreciación y valoración de un documento aportado en copia simple, como en este caso, no sería dable soslayar ese interés para exigir el cumplimiento de una formalidad y las partes no podrían desconocer la decisión que con sustento en tal documento se adoptare por cuanto esa conducta atentaría contra el principio de la buena fe e implicaría atentar contra sus propios actos.

Frente a esto último resulta necesario recordar que en la contestación de la demanda la Nación, no solo aceptó el hecho que se pretendía probar con el documento aportado en copia simple, sino que además admitió a éste último como prueba, sin haber alegado en momento alguno que tal documento no se podía valorar, circunstancia que por demás, hubiere significado la trasgresión al principio constitucional de buena fe que protege la confianza que los particulares depositan al deber de coherencia en el actuar de quien tiene la carga de respetar y de someterse a una situación creada anteriormente por su propia conducta.

Cabe destacar igualmente el reciente pronunciamiento de la Sala en relación con el valor probatorio de las copias en similares eventos excepcionales:

“Cabe señalar que aunque esas pruebas obran en el expediente en copia simple y fueron aportadas por la parte demandante, las mismas pueden ser valoradas en este proceso, porque: 

-La exigencia legal de los requisitos para que una copia simple tenga valor probatorio en un proceso fue declarada exequible por la Corte Constitucional al resolver la demanda presentada en contra del numeral 2 del artículo 254 y el numeral 3 del artículo 268, por considerar que esas disposiciones no quebrantan los artículos 83 y 228 de la Constitución que, respectivamente, consagran la presunción de buena fe de los particulares en todas las gestiones que éstos adelanten ante las autoridades públicas y el principio de la primacía del derecho sustancial: (…).

-No obstante, la Sala, sin desconocer las disposiciones que fueron declaradas exequibles, pero aplicando, entre otros, los principios de equidad y de buena fe y como protección al derecho de defensa, ha considerado que las copias simples de un documento tienen valor probatorio, cuando le resulte imposible a quien las aporte obtener la copia auténtica, porque la parte contra la que se aduce sea justamente quien conserve el original y se niegue a aportarlo al expediente, sin aducir una razón jurídica atendible (…).

-En esa misma providencia destacó la Sala, otros eventos en los cuales el ordenamiento jurídico le confiere valor probatorio a las copias simples: a) en el numeral 6 del artículo 133 del C. de P. Civil a propósito del trámite de reconstrucción por pérdida total o parcial de un expediente, se establece que si sólo concurriere a la audiencia que para el efecto se cita una de las partes o su apoderado, se declarará reconstruido el proceso con base en su exposición jurada y las demás pruebas que se aduzcan en aquélla, dentro de las cuales pueden ser aportadas copias simples de documentos que obraban en el proceso y que estuvieren en su poder; o b) en el artículo 274 ibídem, cuando una vez citado al autor del documento para su reconocimiento
, se presenta renuencia por parte del mismo porque no concurre a la diligencia, o si a pesar de comparecer se niega a prestar juramento o a declarar, o da respuestas evasivas, en cuyos casos no obstante la amonestación del juez, se tendrá por surtido el reconocimiento, y así se declarará en nota puesta al pie del documento.

-Pero, además, se añade en esta oportunidad, que con fundamento en el artículo 255 del Código de Procedimiento Civil es posible, sin contrariar lo dispuesto en los artículo 244 y 268 ibídem, conferir valor probatorio a las copias simples, cuando la parte contra la cual se aducen conserva el original de las que se señala fueron reproducidas y puede por lo tanto, efectuar su cotejo y tacharlas de falsedad cuando no estén conformes, sin necesidad de que practique la inspección judicial de que trata la norma. (…).

Sin embargo, resultaría superfluo que la misma parte que tiene bajo su guarda los documentos originales, de los cuales la parte contraria afirma haber obtenido las copias que aporta, solicite una inspección judicial para que se practique el cotejo, cuando esa misma parte puede practicar la confrontación sin intervención judicial y en caso de encontrar disconformidad, proponer la tacha de falsedad de que tratan los artículos 289 y siguientes del Código de Procedimiento Civil. (…).

-Más evidente aún resulta la carencia de necesidad de que se autentiquen las copias simples aportadas en contra de quien tiene a su disposición los originales o copias auténticas anteriores, o de que éstas se cotejen en diligencia de inspección judicial, en aquellos eventos en los que quien tiene bajo su guarda esos originales o copias auténticas y en contra de quien se aducen las copias simples, en vez de tachar éstas de falsedad, se remite a las mismas para fundamentar su defensa, con ese comportamiento procesal, ha de entenderse que la parte contra quien se aducen las copias ha verificado su autenticidad y las acepta como pruebas válidas del proceso. 

(…). Esa actuación de la parte contra la cual se aducen las copias debe ser valorada atendiendo el principio de lealtad procesal, que debe gobernar el comportamiento de las partes en toda la actividad procesal, principio que la Sala ha aplicado, por ejemplo, para flexibilizar las exigencias legales en relación con la prueba trasladada, por considerar que en los eventos en los cuales el traslado de las pruebas recaudadas dentro de otro proceso es solicitado por ambas partes, éstas pueden ser valoradas, aun cuando hayan sido practicadas sin citación o intervención de alguna de ellas en el proceso original y no hayan sido ratificadas en el proceso al cual se trasladan, considerando que, en tales eventos, resulta contrario a la lealtad procesal que una de las partes solicite que la prueba haga parte del acervo probatorio, bien sea por petición expresa o coadyuvancia pero que, en el evento de resultar desfavorable a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión
.

-Finalmente, que para la Sala no cabe duda de que las pruebas traídas por las partes en copia simple, pueden ser apreciadas sin limitación alguna en lo que le resulten desfavorables, en aplicación, igualmente, del principio de lealtad procesal. Por lo tanto, todas las consideraciones anteriores resultan relevantes pero cuando esas copias simples se aducen en contra de la otra parte, que, se reitera, tiene en su poder los originales en las que ellas reposan o las copias auténticas de los mismos”
.”
 (Subrayado fuera del texto original).

Lo anterior, demuestra claramente la plena aplicación de la presunción de buena fe que instituye nuestra constitución política, y la eficacia material del derecho al acceso a la administración de justicia, por lo cual, es valido dar valor probatorio a las copias simples de documentos aportados al proceso, incluso cuando no han sido suscritos por alguno de los sujetos procesales, siempre que no se hayan tachado de falsos, pues ello denota la no controversia respecto de la autenticidad de los mismos, aspecto que entre otras cosas no le es dado al operador jurídico desconocer. 

Tal postulado a su vez ha sido afianzado por el máximo tribunal de nuestra jurisdicción, al decir: 

“Como el oficio transcrito fue aportado en copia simple, se debe recordar que el artículo 253 del C. de P.C. indica que los documentos podrán allegarse al expediente en original o en copia, pero tanto unos como otros deben ser auténticos para que puedan ser valorados por el juez, pues sólo así es posible inferir con certeza el origen y el contenido de los mismos, a efectos de que la parte contra la cual se aducen pueda controvertirlos, de manera que los documentos se presumen auténticos en los supuestos establecidos por el artículo 252 del C. de P.C. y las copias son auténticas en los casos previstos por el artículo 254 del mismo ordenamiento jurídico. 

Sobre el valor probatorio de las copias, la jurisprudencia constitucional ha señalado lo siguiente
:

“Un principio elemental que siempre ha regido en los ordenamientos procesales es el de que las copias, para que tengan valor probatorio, tienen que ser auténticas. Ese es el principio consagrado en las normas del Código de Procedimiento Civil que regulan lo relativo a la aportación de copias de documentos.

“De otra parte, la certeza de los hechos que se trata de demostrar con prueba documental, y en particular, con copias de documentos, está en relación directa con la autenticidad de tales copias. Tal certeza es el fundamento de la eficacia de la administración de justicia, y en últimas, constituye una garantía de la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial (Subraya fuera del texto).
Así, la Sala no puede, en principio, conferir valor probatorio alguno al oficio atrás transcrito, pues no cumple con las exigencias establecidas para ello en los artículos 253 y 254 ibídem; no obstante, la conducta procesal asumida al respecto por la entidad demandada, permite a la Sala valorarlo, toda vez que la enjuiciada no sólo no cuestionó su autenticidad, sino que, además, lo convalidó al estructurar su defensa con fundamento en él...”
 (Subrayado fuera del texto original). 
De este modo, cuando los sujetos procesales no desconozcan la veracidad de un documento aportado en copia simple, ello no puede ser  indicado por el operador judicial, desde luego salvo eventuales circunstancias en las que se avizore probatoriamente circunstancias que consoliden una alteración a la prueba documental, de lo contrario, el valor demostrativo de la misma se tornará incólume y deberá ser tenido en cuenta por el administrador de justicia. 

Tal criterio se repite, afianza a un mas la posición de la sala en el sentido de dar valoración a las copias simples aportadas por los sujetos procesales, desde luego siempre que sobre las mismas no recaiga la tacha de falsedad prevista en el artículo 289 del Código de procedimiento Civil, sin limitar la aplicación de tal postulado que como se dijo tiene fundamento constitucional (Arts. 83 y 228 C.N.), a la vigencia de la Ley 1395 de 2010, pues como se dijo, la garantía constitucional indicada tiene vigencia de tiempo atrás.”
 

Ahora, la valoración de las copias simples que ha venido predicando la sala de tiempo atrás, en reciente providencia de unificación de la Sección Tercera del H. Consejo de Estado fue acogida, plasmando para todos los efectos que bajo el principio de la buena fe y el derecho de acceso a la administración de justicia, es posible y acorde al ordenamiento constitucional dar valoración probatoria a los documentos aportados en copia simple, siempre que contra los mismos no recaiga tacha de falsedad. 

Teniendo en cuenta lo anterior, las documentales aportadas en copia simple y referida en el acápite de pruebas, serán valoradas por esta colegiatura. 

III) ASPECTOS GENERALES DE LA PROPIEDAD (PRIVADA Y PÚBLICA).
Consagra nuestra Constitución Política, que Colombia es un Estado Social de Derecho fundado entre otras cosas, en el respeto por la dignidad humana
, concepto que abarca diversidad de aspectos como obligatorios por parte de las autoridades públicas para la materialización de tal pilar de nuestra Nación. Así mismo, es sabido que la obligación de garantizar la vida digna de los habitantes del territorio nacional surge por la consagración de nuestro Estado como social, pues en palabras de la H. Corte Constitucional “Con el término social se señala que la acción del Estado debe dirigirse a garantizarle a los asociados condiciones de vida dignas”
.
De este modo, se observa que fue voluntad del constituyente no solo plasmar en el artículo primero constitucional a Colombia como un Estado social, dentro de lo cual como reflejó el máximo tribunal constitucional del país se encuentra inmersa la obligación de garantizar a los habitantes del territorio condiciones de vida dignas; sino que en el mismo precepto de la constitución a reglón seguido plasmó expresamente que el Estado se funda en el respeto de la dignidad humana, lo cual en su espectro ontológico demuestra que se debe procurar el bienestar y respeto de la población en todos los ámbitos de las actuación humana.

Siguiendo tal línea de protección constitucional de la dignidad humana, a modo de acompasamiento, sin que en motivo alguno resulten redundantes las protecciones de derechos que otorga nuestra carta mayor, el artículo segundo
 de la misma estableció claramente los fines del Estado, dentro de los cuales se encuentra la fundamental tarea de las instituciones públicas por “garantizar las efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución”, y como complemento de magnánima importancia, la manifiesta inclusión como tópico de esencia de las autoridades públicas el de la obligación de proteger a las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. 

Garantías que por demás no se limitaron para un sector de la población, sino que en aras de la eficacia de otro derecho consagrado en nuestra carta constitucional como es el de la igualdad
, se erigieron para todos los habitantes del territorio nacional, de modo tal, que la dignidad humana como pilar fundamental del Estado debe ser garantizada por la autoridades públicas a cada individuo en todos los ámbitos de la actuación humana, desde luego con las limitaciones que la misma constitución haya plasmado, o para las cuales haya autorizado a la ley. 

Siendo de relevancia lo anterior, nuestra Constitución Política incluyó en su artículo 58
 expresamente la garantía de protección de la propiedad privada, que corresponde a ese deber de las autoridades públicas de velar por el respeto y cuidado de los bienes de los particulares, lo cual ha tenido pleno respaldo en pronunciamientos de nuestra H. Corte Constitucional, que al referirse al respecto ha dicho: 

“1. El artículo 2 de la Constitución Política establece que las autoridades de la República tienen un deber constitucional con los intereses privados de las personas residentes en Colombia, el cual se circunscribe a proteger su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades.  En este orden de ideas, el Estado Social de Derecho garantiza y protege la propiedad privada de los habitantes del territorio nacional. 
De este modo, el ordenamiento jurídico Colombiano desarrolla, tanto desde el punto de vista constitucional como legal, el derecho a la propiedad privada. Así, la Constitución Política de 1991 estableció dentro del Título II Constitucional en su artículo 58 la propiedad privada como derecho constitucional.”
 (Subrayado fuera del texto original).
Ahora, el punto de vista legal que refiere el H. Tribunal Constitucional, hace alusión al artículo 669
 del Código Civil, que consagra la propiedad como el derecho que tiene una persona sobre una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, si que ello transgreda la ley o los derechos ajenos. 

De ahí que, refiriéndose a ello y alas características esenciales de la propiedad privada la Corte Constitucional indicó: 

“Desde el punto de vista legal, el Art. 669 del Código Civil consagra el derecho de dominio o propiedad como “el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o contra derecho ajeno”.
 Indica igualmente que para alcanzar este derecho mencionado en el Código Civil y protegido de manera especial por la Constitución, se han destacado algunos modos específicos para adquirirla: la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción.

Es de agregar que una serie de normas nacionales e internacionales protegen la propiedad; algunas de ellas son la Declaración Universal de Derechos del Hombre, artículo 17, expedida por la ONU; el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los códigos penales, comerciales, de minas, petróleos, entre otros. 
2. Esta Corporación señaló a través de la Sentencia C-189 de 2006, las características del derecho de propiedad privada de la siguiente manera:

“Al derecho de propiedad se le atribuyen varias características, entre las cuales, se pueden destacar las siguientes: (i) Es un derecho pleno porque le confiere a su titular un conjunto amplio de atribuciones que puede ejercer autónomamente dentro de los límites impuestos por el ordenamiento jurídico y los derechos ajenos; (ii) Es un derecho exclusivo en la medida en que, por regla general, el propietario puede oponerse a la intromisión de un tercero en su ejercicio; (iii) Es un derecho perpetuo en cuanto dura mientras persista el bien sobre el cual se incorpora el dominio, y además, no se extingue -en principio- por su falta de uso; (iv) Es un derecho autónomo al no depender su existencia de la continuidad de un derecho principal; (v) Es un derecho irrevocable, en el sentido de reconocer que su extinción o transmisión depende por lo general de la propia voluntad de su propietario y no de la realización de una causa extraña o del solo querer de un tercero, y finalmente; (vi) Es un derecho real teniendo en cuenta que se trata de un poder jurídico que se otorga sobre una cosa, con el deber correlativo de ser respetado por todas las personas.
 
En cuanto a sus atribuciones, las mismas persisten desde el derecho romano[7] y se resumen en los actos materiales y jurídicos que permiten a su titular el aprovechamiento de su derecho, en concreto, a través de los beneficios del uso, el fruto y la disposición. En cuanto al primero, reconocido como el ius utendi, se limita a consagrar la facultad que le asiste al propietario de servirse de la cosa y de aprovecharse de los servicios que pueda rendir. Por su parte, el segundo, que recibe el nombre de ius fruendi o fructus, se manifiesta en la posibilidad del dueño de recoger todos los productos que acceden o se derivan de su explotación. Finalmente, el tercero, que se denomina ius abutendi, consiste en el reconocimiento de todas aquellas facultades jurídicas que se pueden realizar por el propietario y que se traducen en actos de disposición o enajenación sobre la titularidad del bien.” (Negrillas fuera de texto. 
 (Subrayado fuera del texto original). 
Se evidencia entonces, que la propiedad privada en esencia lleva inmersos una serie de beneficios para quien la ostenta sobre una cosa corporal, y que son esas condiciones las que las autoridades deben proteger bajo el mandato constitucional y legal, sin que les sea dado desconocer ilegítimamente tal derecho, pues agraviarían injustificadamente la respectiva persona, causando certeramente un daño que la misma Carta Mayor identifica como resarcible. 

Ahora, en desarrollo de lo dicho anteriormente, debe decirse los derechos que la Constitución y la ley han consagrado a los particulares sobre la propiedad privada, no son absolutos, y por el contrario deben ceder ante intereses general, es decir, para la comunidad. 

Ha dicho la Corte Constitucional: 

“En el régimen ordinario y desde la propia Constitución, artículo 58, los conceptos de utilidad pública e interés social son determinantes como criterio sustancial por el que se autoriza al legislador intervenir en la propiedad  y en los derechos económicos individuales. En este sentido se plantea como causa expropiandi o de imposición de servidumbres y también como fundamento para aplicar el principio de prevalencia del interés social o público ante el cual debe ceder el interés particular.”

Con todo, lo dicho por la Corte Constitucional no es más que la expresión por vía de autoridad interpretativa de lo que consagró expresamente el artículo 58 de nuestra carta, pues indicó a su tenor literal lo siguiente: 

“Constitución Política de 1991. ARTICULO 58. <Artículo modificado por el artículo 1o. del Acto Legislativo 1 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.

El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.

Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa - administrativa, incluso respecto del precio.” (Subrayado fuera del texto original). 
Tal postulado constitucional pone de presente la garantía que debe existir sobre la propiedad privada, pero impone a la misma la carga de contribución a la protección del sistema ecológico, y la obligación de ceder ante los intereses generales de la Nación, como aspectos esenciales de la función social que le asiste, y que no puede ser desconocida por los particulares. 

Posición que a su vez es asumida por el H. Consejo de Estado, pues adujo: 

“La Constitución Política consagra el derecho de propiedad, el cual abarca todos los derechos patrimoniales de la persona, entre ellos los que recaen sobre las cosas y los bienes, reconocido así como un derecho fundamental
 en algunos eventos, que debe ser garantizado y protegido por el Estado en caso de amenaza o vulneración
 y solamente puede ser objeto de limitación o de restricción por las causas y con las finalidades que la Constitución consagra
, es decir no se puede despojar de este derecho a los particulares, salvo que claros motivos de utilidad pública e interés social lo requieran
. 

Este derecho también se encuentra consagrado en varios instrumentos internacionales, tales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos
, la Declaración americana de los derechos y deberes del hombre
, la Convención americana sobre derechos humanos
 y en el Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra.”

No obstante, si bien la propiedad privada indiscutiblemente debe cumplir una función social y de contera ceder ante los intereses públicos, cierto es que el particular que ostenta tal derecho (propiedad) no debe resultar lesionado en sus intereses al beneficiar a la comunidad conforme lo manda la Constitución, pues debe garantizársele conforme al artículo 58 ya citado, una indemnización previa que resarza el daño que este en pro de la comunidad ha de sufrir. 

En términos de nuestro tribunal constitucional, debe darse plena protección a un núcleo esencial del derecho de propiedad: 

“Respecto del núcleo esencial del derecho a la propiedad privada, se señaló en la providencia citada anteriormente, que: 
“… en las sentencias T-427 de 1998, T-554 de 1998,  C-204 de 2001, T-746 de 2001, C-491 de 2002 y C-1172 de 2004, se ha reconocido que el núcleo esencial del derecho a la propiedad privada lo constituye el nivel mínimo de ejercicio de los atributos de goce y disposición, que produzcan utilidad económica en su titular. Así lo sostuvo inicialmente en la citada sentencia T-427 de 1998, al manifestar que: 

“En ese orden de ideas y reivindicando el concepto de la función social, el legislador le puede imponer  al propietario una serie de restricciones  a su derecho de dominio en aras de la preservación de los intereses sociales, respetando sin embargo, el núcleo del derecho en sí mismo,  relativo al nivel mínimo de goce y disposición de un bien que permita a su titular obtener utilidad económica en términos de valor de uso o de valor de cambio que justifiquen la presencia de un interés privado en la propiedad”.
En virtud de lo anterior, es claro que si bien los atributos del derecho a la propiedad privada pueden ser objeto de limitación o restricción, en aras de cumplir con las funciones sociales y ecológicas que reconoce la Constitución Política, no por ello puede lesionarse su núcleo esencial que se manifiesta en el nivel mínimo de ejercicio de los atributos de goce y disposición, que produzcan utilidad económica en su titular. De este modo, el ejercicio del derecho a la propiedad privada, no puede ser objeto de restricciones irrazonables o desproporcionadas, que se traduzcan en el desconocimiento del interés legítimo que le asiste al propietario de obtener una utilidad económica sobre sus bienes.

3. Una de las limitaciones a la propiedad privada está consagrada en el artículo 58 de la Constitución en el que se establece que cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares, el interés privado deberá ceder al interés público o social.  

Respecto a lo anterior, debe resaltarse que este primer límite de la propiedad privada, referente a la utilidad pública o al interés social, exige que exista una ley previa que defina los motivos de utilidad pública o de interés social.  No basta simplemente con alegar dichos motivos, sino que por exigencia constitucional es indispensable que quien establezca los motivos ya referidos sea el legislador a través de una ley de la República. Este requisito resulta de fundamental importancia para el caso bajo estudio, teniendo en cuenta que, como se verá, no existe una ley referente al predio en cuestión que indique que representa utilidad pública o interés social.” 
  (Subrayado fuera del texto original). 
De modo tal que no queda duda, que si bien el Estado por motivos de utilidad pública necesita de una cosa corporal respecto del cual su propiedad la ostenta un particular (privada), y este a su vez debe ceder ante el interés general, que de suyo lleva a la realización de los cometidos estatales, no puede lesionarse los derechos legítimamente adquiridos por este y que se derivan de la propiedad, como lo es el beneficio de una utilidad económica que emerja de sus bienes, pues ello constituye el núcleo esencial de la propiedad privada. 

Claro es entonces, que las autoridades por motivos de utilidad pública pueden despojar a los particulares de la propiedad de sus bienes, pero siempre garantizando el goce del núcleo esencial del derecho de propiedad privada, es decir, otorgando el reconocimiento de la utilidad que dichos bienes generan, en principio por vía de expropiación, pero sin excluir otros mecanismos como son la reclamación judicial. 
IV). VALOR LEGAL DE LOS ACTOS REGISTRALES.

Acompasado con lo anterior, debe decirse que en lo que se refiere a la garantía de la propiedad privada respecto de bienes inmuebles, el legislador desde el año 1887, incluso antes de la vigencia de nuestra Carta Mayor, estableció en el artículo 756 del Código Civil una solemnidad para efectuar la tradición de los bienes ya referidos, ceñida a su inscripción en la correspondiente oficina de instrumentos públicos. 

En efecto, tal norma a su tenor literal indica: 

“ARTICULO 756. <TRADICIÓN DE BIENES INMUEBLES>. Se efectuará la tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos. 

De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de usufructo o de uso, constituidos en bienes raíces, y de los de habitación o hipoteca.” 
Consonante con lo anterior, el hoy derogado decreto 1250 de 1970
, disponía en sus artículos 2, 43 y 44 lo siguiente: 

“ARTÍCULO 2.- Están sujetos a registro:
     1. Todo acto, contrato, providencia judicial, administrativa o  arbitral que implique constitución,  declaración,  aclaración, adjudicación,   modificación,   limitación,   gravamen,    medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho  real principal  o accesorio sobre bienes raíces, salvo la  cesión  del crédito hipotecario o prendario…
ARTICULO 43. Ninguno de los títulos o instrumentos sujetos a inscripción o registro tendrá mérito probatorio, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos para cuya demostración no se requiera legalmente la formalidad del registro. 

ARTICULO 44. Por regla general ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de aquél.” (Subrayado fuera del texto original). 

Así las cosas, claro es que durante la vigencia de tal norma el registro efectivizaba la tradición de los bines inmuebles y de los negocios jurídicos a que se refiere el numeral primero del artículo segundo de la norma en comento, y con ello, tal negocio jurídico producía efectos, de lo cual daría cuenta la respectiva oficina de registro de instrumentos públicos con la expedición del certificado a lugar, pues ello era otra de sus funciones, que consagraba el artículo 54 del decreto – ley 1250 de 1970, así: 

“Art.  54.- Las oficinas de registro  expedirán  certificados sobre  las  situaciones  jurídicas  de  los  bienes  sometidos  a registro   mediante   la  reproducción  fiel  y  total   de   las inscripciones respectivas.
     La  certificación podrá consistir en la transcripción  total de  los  folios de matrícula, o en su  reproducción  por  cualquier sistema que garantice nitidez y durabilidad.
     En todo caso las certificaciones llevarán firma autorizada e indicación de la fecha en que se expidan.”
Ahora, como se dijo las normas citadas anteriormente, fueron derogadas por el artículo 104 de la Ley 1579 de 2012, pero dicha ley dispuso igualmente en sus artículos segundo y cuarto lo siguiente: 

“ARTÍCULO 2o. OBJETIVOS. El registro de la propiedad inmueble tiene como objetivos básicos los siguientes:

a) Servir de medio de tradición del dominio de los bienes raíces y de los otros derechos reales constituidos en ellos de conformidad con el artículo 756 del Código Civil;

b) Dar publicidad a los instrumentos públicos que trasladen, transmitan, muden, graven, limiten, declaren, afecten, modifiquen o extingan derechos reales sobre los bienes raíces;

c) Revestir de mérito probatorio a todos los instrumentos públicos sujetos a inscripción.” (Subrayado fuera del texto original). 
ARTÍCULO 4°, Actos; títulos y documentos sujetos al registro. Están sujetos a registro: a) Todo acto, contrato, decisión contenido en escritura pública, providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real principal o accesorio sobre bienes inmuebles;
Y ello fue confirmado en los artículos 46, 47 Y 67 de la misma ley:

“ARTÍCULO 46. MÉRITO PROBATORIO. Ninguno de los títulos o instrumentos sujetos a inscripción o registro tendrá mérito probatorio, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva Oficina, conforme a lo dispuesto en la presente ley, salvo en cuanto a los hechos para cuya demostración no se requiera legalmente la formalidad del registro.

ARTÍCULO 47. OPONIBILIDAD. Por regla general, ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de su inscripción o registro” (Subrayado fuera del texto original). 
ARTÍCULO 67. Contenido y formalidades. Las Oficinas de Registro expedirán certificados sobre la situación jurídica de los bienes inmuebles sometidos a registro, mediante la reproducción fiel y total de las inscripciones contenidas en el folio de matrícula inmobiliaria. 

La solicitud de expedición del certificado deberá indicar el número de la matrícula inmobiliaria o los datos de registro del predio. 

La certificación se efectuará reproduciendo totalmente la información contenida en el folio de matrícula por cualquier medio manual, magnético u otro de reconocido valor técnico. Los certificados serán firmados por el Registrador o su delegado, en forma manual, mecánica o por cualquier otro medio electrónico de reconocida validez y en ellos se indicará el número de turno, fecha y hora de su radicación, la cual será la misma de su expedición, de todo lo cual se dejará constancia en el respectivo folio de matrícula. 

Parágrafo. En los eventos en que la matrícula inmobiliaria se encuentre sometida a un trámite de actuación administrativa o judicial o de cualquiera otra índole, se expedirá el certificado de tradición y libertad, con la correspondiente nota de esta situación.
Evidente es entonces, que bajo la normatividad del Decreto Ley 1250 de 1970 y de la Ley 1579 de 2012, que se traen a colación ambas por su interés para el proceso conforme a su vigencia, contenían normas similares en relación con la solemnidad del registro, teniendo entonces, que en ambas regulaciones, aquellos negocios jurídicos sujetos a registro no producen efectos frente a terceros sino se ha cumplido con tan obligación legal.
Por su parte, véase que el artículo 54 del Decreto Ley 1250 de 1970, fue objeto de la acción pública de inconstitucionalidad, y al estudiar su concordancia con los postulados de la Carta Mayor, la H. Corte Constitucional adujo: 

“4. Para la Corte es innegable que la función registral, al estar inspirada por el principio de publicidad, garantiza condiciones de seguridad en el tráfico económico y  en la circulación de la riqueza inmobiliaria, facilita el perfeccionamiento de todo tipo de negocios jurídicos y asegura las condiciones que evitan la clandestinidad y el fraude negocial. 

En este sentido, las  normas legales que desarrollan el principio de publicidad registral,  además de constituir un desarrollo del principio  de libertad de configuración normativa del legislador y estar amparadas por la presunción de constitucionalidad,  se constituyen en desarrollo normativo de los artículos 58 (derechos adquiridos) y 333 (libertad de empresa)  y concretan  los principios y derechos de los artículos 20 (derecho a la información), 23 (derecho de petición), 74 (libre acceso a los documentos públicos) y 209 (principio de publicidad de la función pública) de la Constitución.

5. Así mismo, considera la Corte que el mandato del artículo 54 del Decreto Ley 1250 de 1970 (demandado), que obliga a las autoridades de registro a certificar de manera fiel y total las inscripciones efectuadas en la matrícula inmobiliaria de los bienes sujetos a registro,  constituye una expresión más que obvia del principio de publicidad registral.   

Igualmente, considera que en esta disposición el Legislador delegado calificó de manera especial el principio de publicidad registral al imponer  al registrador la obligación de realizar una certificación fiel, lo que implica que la información a publicar deberá ser exacta, verdadera y reveladora;  y total, lo que implica que dicha información deberá ser completa.

Son entonces los principios de  fidelidad y de integridad de la información registral los que mediante la publicidad, permiten que el sistema de producción erigido sobre el reconocimiento y la protección del derecho a  la propiedad privada y a los demás derechos reales, pueda funcionar de manera adecuada. 

…

En efecto, la publicidad de los actos y de la información contenida en ellos está determinada por la naturaleza y las condiciones jurídicas (formas jurídicas) de que dependen la existencia y la validez de los actos objeto de registro, y no por su inclusión o figuración efectiva en los folios de matrícula inmobiliaria respectivos.  En otras palabras, la publicidad de tales actos está determinada desde su origen mismo, ya que este tipo de actos sólo pueden existir en el mundo jurídico bajo la forma y los procedimientos de las providencias judiciales o bajo la forma y el protocolo de las escrituras públicas, que como bien se sabe son de carácter público.”
 (Subrayado fuera del texto original). 
Significa lo anterior, que lo contenido en el respectivo folio de matricula inmobiliaria de cada inmueble y certificado por la oficina de registro de instrumentos públicos que corresponda, en esencia tiene plena consonancia con la verdad jurídica de los bienes, esto es, su propietario, si es objeto de medidas cautelares o si tiene alguna limitación al derecho de dominio. 

Ello también es entendido así por el H. Consejo de Estado, al decir lo siguiente: 

“Como es bien sabido la tradición de dominio de bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, conforme lo dispuesto por el artículo 756 del Código Civil. Así lo tiene establecido de vieja data la Corte Suprema de justicia: "La tradición del dominio de un inmueble no puede verificarse sino a favor de la persona que como adquirente figura en el título y en el registro del mismo"
. 

En consonancia con este precepto el decreto 1250 de 1970
, por el cual se expide el estatuto del registro de instrumentos públicos, en su artículo 2º  numeral primero, prevé qué títulos, actos y documentos están sujetos a registro, a su vez el artículo 44 eiusdem prescribe que por regla general ningún título sujeto a registro surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de aquel.
…

En tal virtud, el folio real, que se distingue “con un código o complejo numeral indicativo del orden interno de cada oficina y de la sucesión en que se vaya sentando”, según lo establece el artículo 50 del decreto 1250 de 1970, se gobierna por el principio de legalidad o calificación registral
, conforme al cual el registrador tiene la función de confrontar los títulos con el ordenamiento jurídico y si advierte violación, no puede autorizar su otorgamiento e inscripción (arts. 24 y 37 del decreto 1250 de 1970). Es por ello que en“el certificado  del registrador el único medio de que disponen los usuarios del servicio para conocer la situación jurídica de un inmueble; y, confían en que el certificado que les expide la oficina de registro corresponde a la realidad”
.

Además, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 del citado decreto, la inscripción debe hacerse siguiendo con todo el rigor el orden de radicación, con anotación en el folio, en las correspondientes secciones o columnas, distinguida con el número que al título le haya correspondido en el orden del diario radicador y la indicación del año con sus dos cifras terminales, enseguida se anotará la fecha de la inscripción, la naturaleza del titulo: escritura, sentencia, oficio, resolución, etc., su número distintivo, si lo tuviera, su fecha, oficina de origen, y partes interesadas, todo en forma breve y clara, y en caracteres de fácil lectura y perdurables.

El registro
 tiene, pues, una función esencialmente publicitaria
, como que produce efectos respecto de terceros (art. 44 decreto 1250 de 1970), de ahí que las inscripciones deben adelantarse en forma cuidadosa respetando el viejo principio de los derechos reales conforme al cual el primero en el tiempo, ha de prevalecer en el derecho (prius in tempore, potior iure).

…

Con esta perspectiva la Sala ha señalado:

"El registro de instrumentos públicos es la institución a través de la cual se realiza la tradición de los derechos reales que recaen sobre bienes inmuebles, mediante la inscripción del título documental en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria
 (art. 756 CC). Está concebido también para darle publicidad a los actos jurídicos que se produzcan respecto de los bienes inmuebles y para que los mismos sean oponibles frente a terceros (arts. 2 y 44 decreto ley 1250 de 1970). Para informar respecto de la situación jurídica de un bien inmueble, la autoridad encargada del registro de instrumentos públicos tiene también la función de expedir los correspondientes certificados que deben reflejar el estado real del inmueble de que se trata (art. 54 decreto ley 1250 de 1970)."

Ahora, la Sala ha señalado reiteradamente que el actor debe acreditar la diligencia, previsión y cuidado que ha de observarse con anterioridad a la celebración de negocios jurídicos “mediante una prudente constatación del estado jurídico”
 del inmueble que se pretende adquirir, de modo que exista certeza de que el daño provocado “surge de la información equivocada suministrada mediante la expedición de certificaciones sobre dichos folios”
.”

Certero es concluir entonces, que los negocios jurídicos respecto de bienes sujetos a registro, por regla general se consolidan con la seguridad jurídica que brindan los datos contenidos en el respectivo certificado emitido por la oficina de registro de instrumentos públicos que corresponda, pues lo dicho allí se presume legal y conforme a la realidad de cada cosa corporal sujeta a esta solemnidad. 

V) RESPONSABILIDAD EN EL CASO CONCRETO. 

A fin de resolver la presente controversia, la sala bajo el régimen de responsabilidad objetiva deberá determinar si concurren plenamente los elementos que conforman de la misma, como son, el hecho dañoso, su imputación y el nexo causal entre tales postulados, y si no concurre una causal eximente de responsabilidad. 

· Hecho dañoso. 

Para analizar el primer elemento aducido en el párrafo precedente, debe la sala verificar por conducto de los medios probatorios allegados al proceso los reales acontecimientos que dan origen a la presente controversia, dando respuesta a varios interrogantes que se desprenden de lo planteado en el problema jurídico.

· ¿El predio La Providencia es de propiedad del señor Jorge Enrique Cortes Rojas?
Mediante sentencia del 7 de octubre del año 1954, proferida por el Juzgado Sexto Civil del Circuito, se decidió lo siguiente: 

“1. Decrétese la prescripción extraordinaria del dominio sobre el inmueble determinado en la demanda y descrito en la parte motiva de la presente sentencia.

2. Declárese que el señor Isidro Silva Varón identificado con la C.C. 259.775… se le reconoce el dominio de la finca la providencia, por prescripción extraordinaria según lo dispuesto en el numeral primero.

3. Ordenase la inscripción de esta sentencia en el libro respectivo de la oficina de registro de este circuito.” (fol. 195 c1). 
Ahora, dicha sentencia fue inscrita en la respectiva oficina de instrumentos públicos, y se presentó la siguiente actuación posteriormente, clarificada por Superintendencia de Notariado y Registro mediante acto administrativo No. 618 del 10 de diciembre del año 2002, en el que indicó: 

“...De lo anteriormente expuesto se concluye que la apertura del la matrícula 50C-394152 carece de fundamento legal,  no obstante que las inscripciones en ella contenidas corresponden a los actos registrados.

Así mismo la providencia de pertenencia del Juzgado 6 civil del Circuito de Bogotá y la escritura 7007 de 28–12-79 Notaria 2 de Bogotá inscritas como anotaciones 1 y 2 no cumplieron el proceso registral perpetuado (sic) en el artículo 22 del Decreto 1250/70 que establece: “El proceso de Registro de un titulo o documento se compone de la radicación, la calificación, la inscripción y la constancia…” La anterior inconsistencia habrá de subsanarse con la radicación de los documentos respectivos a los cuales han correspondido los turnos 2002-106484 de 16-12-02 para la sentencia y 2002-106485 de 16-12-02 para la Escritura 7007.

Los documentos se inscribirán a fin de sanear la tradición, dando aplicación al artículo 752 del C.C. que al tenor literal expresa: “Si el tradente no es el verdadero dueño de la cosa que se entrega por él o a su nombre, no se adquieren por medio de la tradición otros derechos que los transmisibles del mismo tradente sobre la cosa entregada.
Pero si el tradente adquiere después el dominio, se entenderá haberse este transferido desde el momento de la tradición.”.  Es necesario resaltar que los actos de prescripción adquisitiva del dominio y la compraventa entre otros requieren para su perfeccionamiento de la solemnidad de inscripción en el registro al tenor de los artículos 2534 y 756 del C.C….
Así las cosas a las inscripciones contenidas en la matricula inmobiliaria los ampara una presunción de legalidad conforme a los artículos 43 del decreto 1250/70 y 66 del C.C…

Para el caso sub-judice presuntamente no se han establecido ilicitudes ya que la fiscalía profirió resolución inhibitoria y tampoco obran dentro del expediente las autorizaciones expresas para revocar los actos administrativos conforme lo expresan las normas enunciadas.
III. DECISIÓN

De lo anteriormente expuesto se concluye que no existe fundamento legal para mantener vigente una matrícula inmobiliaria que se halla asignada a un inmueble de la Oficina de registro de II.PP zona norte, por lo que se asignara un folio nuevo a la tradición que refleja la matrícula 50C-394152 de manera que exhiba la realidad jurídica del predio al que identifica, se dejaran sin valor ni efecto las anotaciones 1 y 2, y dando aplicación como ya se expresó al artículo 752 del C.C., se ordenara la inscripción de los turnos de radicación de documento 2002-106484 de 16-12-02 y 2002-106485 de 16-12-02

RESUELVE
 "Artículo Primero: Asignar matrícula inmobiliaria a la tradición que refleja la matrícula 50C-394152 en forma idéntica trasladando a este folio que se asigne las anotaciones 1 a 7 con todos los datos en él consignadas.

Artículo Segundo: Cerrar la matrícula inmobiliaria 50C-394152 realizando las salvedades de ley.
Artículo Tercero: Dejar sin valor ni efecto las anotaciones 1 y 2 por no haber cumplido el trámite de registro. Realícense las salvedades de ley.
Artículo Cuarto: Inscribir al nuevo folio asignado 50C-1561366 los turnos de radicación de documento 2002-106484 del 16-12-02 providencia de pertenencia Juzgado 5o Civil del Circuito de Bogotá y 2002-106485 de 16-11-02 Escritura 7007 de 28-12-79 Notaría 2 de Bogotá.” (fols. 84 a 90 c2). 

Consecuente con ello, en el folio de matrícula inmobiliaria No. 50C-1561366 que corresponde al predio la Providencia, existen las siguientes anotaciones, en su orden así: 

· Anotación No. 1, del 20 de diciembre del año 1954, que corresponde a la sentencia del 7 de octubre del mismo año, proferida por el Juzgado 6 Civil del Circuito de Bogotá D.C., que declaró como titular del derecho de domino al señor Isidro Silva Varón. 

· Anotación No. 2, del 22 de enero del año 1980, correspondiente a la escritura pública No. 7007 del 28 de diciembre del año 1979, de la Notaría Segunda de Bogotá y que atañe a la compraventa realizada entre Isidro Silva Varón y Álvaro Rojas Barbosa, este último adquiriendo el dominio. 

· Anotación No. 3, del 7 de enero del año 1997, correspondiente a la escritura pública No. 12908 del 30 de enero del mismo año, de la Notaría 29 de Bogotá, que se circunscribe a la aclaración de linderos de la finca La Providencia. 

· Anotación No. 4, del 7 de enero del año 1997, correspondiente a la escritura pública No. 12908 del 30 de diciembre del año 1996, que constituyó fiducia mercantil y usufructo en garantía sobre el referido predio, quedando la Fiduciaria BNC S.A., como titular del derecho de dominio, desde luego bajo las especificaciones de dicho negocio jurídico. 

· Anotación No. 5, del 24 de abril del año 2000, que corresponde a la escritura pública No. 782 del 9 de marzo del mismo año, que atañe a la recisión del contrato de fiducia contenido en la escritura pública No. 12908 (anotación 4), y en consecuencia, el titular del dominio volvió a ser el señor Álvaro Rojas Barbosa. 

· Anotación No. 6, del 24 de abril del año 2000, que corresponde a la aclaración de la escritura No. 782, en cuanto contiene la resolución del contrato de fiducia mercantil irrevocable en garantía. 

· Anotación No.  7, del 26 de febrero del año 2001, que corresponde a la escritura pública No. 1082 del 21 de febrero del mismo año, en donde existe compra venta del predio La providencia entre el señor Álvaro Rojas Barbosa y el señor Jorge Enrique Cortés Rojas, siendo este último en adelante el titular del derecho de dominio. 

· Anotación No. 8, del 16 de diciembre del año 2002, que corresponde a sentencia del 7 de octubre del año 1954 proferida por el Juzgado Sexto Civil de Circuito de Bogotá.

· Anotación No. 9, del 16 de diciembre del año 2002, que corresponde a la escritura pública No. 7007 del 28 de diciembre del año 1979 de la Notaría Segunda de Bogotá, con la especificación “sanea tradición título antecedente (Anotación 7), artículo 752 del C.C…”
· Anotación No. 10, del 2 de julio del año 2004, que corresponde al oficio No. 206000409 del 28 de junio del año 2004, remitido por la DIAN, y versa sobre embargo por impuestos nacionales.

· Anotación No. 11, del 20 de diciembre del año 2005, que corresponde al oficio No. 15405 del 16 de diciembre del mismo año, de la Fiscalía general de la Nación, por la cual se canceló la anotación No. 7, por presuntamente haber sido obtenida fraudulentamente la escritura pública No. 1082 del 21 de febrero del año 2001. 

· Anotación No. 12, del 24 de enero del año 2006, que corresponde al oficio No. 380 del 19 de enero del año 2005, de la Fiscalía General de la Nación, que impuso prohibición judicial de inscribir cualquier transacción sobre la finca la Providencia. 

· Anotación No. 13, del 6 de septiembre del año 2006, que corresponde a la oficio No. 11977 del 4 de septiembre del mismo año, de la Fiscalía General de la Nación, que dejó sin efecto ni valor jurídico el oficio No. 15405 y “en consecuencia cobra vigencia anotación 7 escritura 1082 del 21 de febrero del año 2001”, venta de Álvaro Rojas Barbosa a Jorge Enrique Cortes Rojas.”

· Anotación No. 14, del 25 de junio del año 2007, que corresponde al oficio No. 3981 del 20 de junio del año 2007 de la Fiscalía General de la Nación, que canceló la prohibición de inscripción de cualquier transacción sobre el predio La providencia. 

· Anotación No. 15, del 28 de diciembre del año 2007, referida al oficio No. 130626 del Instituto de Desarrollo Urbano  por embargo por jurisdicción coactiva .

· Anotación No. 16, del 12 de octubre del año 2011, que corresponde al oficio No. 714771 del 10 de octubre del mismo año, del IDU, respecto el gravamen de valorización por el acuerdo 398 del 2009. 

· Anotación No. 17, del 9 de octubre del año 2012, que corresponde al oficio No. 5660678361 del 4 de octubre del mismo año, del IDU, sobre gravamen de valorización por acuerdo 180 de 2005. (véase folios 122 a 124 c2). 

Se encuentra entonces, que el propietario del predio La Providencia en la actualidad es el señor Jorge Enrique Cortes Rojas (aquí demandante), conforme lo certificó la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá – Zona Centro, y que según lo dicho en el acápite antecedente, versa sobre la realidad jurídica del inmueble en cuestión, siendo oponible a terceros. 

Aunque lo anterior sería mas que suficiente para demostrar la propiedad del aquí demandante sobre el predio denominado La Providencia, lo cierto es que las entidades demandadas cuestionan tal calidad del señor Cortés Rojas, aduciendo que el inmueble en cuestión es de propiedad de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y que se encuentra inmerso dentro de la hacienda la Florida de dicha entidad territorial, por lo cual, imperioso es efectuar las siguientes reseñas probatorias con la consecuente inferencia de las mismas. 

El predio hacienda La Florida se encuentra actualmente identificado con folio de matricula inmobiliaria No. 50C-1473539, y en sus dos únicas anotaciones refieren que es propiedad del Distrito Especial de Bogotá, por adjudicación que se hiciera en proceso de expropiación, y que sobre el mismo se hizo declaración de construcción en suelo propio. (fols. 7 c2), y como se verá mas adelante sus linderos tampoco cobijan al predio la Providencia. 

Corroborando lo que la prueba conducente y pertinente ya ha indicado, esto es, la propiedad certificada por el registro hecho en la oficina de instrumentos públicos, mediante acto administrativo proferido el 22 de marzo del año 2012, Superintendencia de Notariado y Registro certificó lo siguiente: 

“Clarificada así la tradición inscrita en el folio de matrícula 50C-1561366 del predio denominado LA PROVIDENCIA, en fecha el titular de derecho real de dominio inscrito es el señor CORTÉS ROJAS ENRIQUE según titulo de antecedente escritura 1082 del 21/02/2001 Notaría 29 del Círculo Notarial de Bogotá (registrado en la anotación 7). 

3. En cuanto a lo que hace referencia al inmueble con matricula inmobiliaria 50C-1473539, me permito informar que corresponde a un predio completamente diferente en todos los aspectos así:

3.1 La matricula 50C-1561366 correspondiente al predio denominado LA PROVIDENCIA y nace su tradición con la adjudicación por prescripción adquisitiva del dominio (proceso de pertenencia) Sentencia del 07/10/1954 del Juzgado 6º Civil del Circuito de Bogotá D.C.; diferente al predio que se identifica registralmente con la matricula 50C-1473539 denominado “HACIENDA LA FLORIDA” cuya tradición comienza con el registro de la sentencia de expropiación de 04/03/1963, a favor del DISTRITO ESPECIAL DE BOGOTÁ. Providencias estas completamente diferentes.

3.2 Los inmuebles en comento y mencionados anteriormente se identifican por su área y linderos completamente diferentes; por lo tanto las matrículas mencionadas corresponden a predios completamente diferentes, cuyos titulares del derecho real inscritos son también diferentes. 

3.3 La tradición del inmueble identificado con la matricula 50C-1473539, esta contenida en la fecha en dos (2) registros; la del inmueble con matricula 50C-1561366 por diez y seis (16) anotaciones. 

3.4 Ahora bien, revisada la tradición inscrita en el folio de matricula 50C-1561366 se puede establecer que el predio que se identifica No ha sido afectado con expropiación y que su tradición nació saneada con la sentencia de adjudicación por prescripción…”(Subrayado fuera del texto original). 
Claro es entonces, que la autoridad registral definió el 22 de marzo del año 2012, que el señor Cortes Rojas es el propietario de la finca la Providencia, y que este predio no ha sido objeto de expropiación por parte de autoridad pública alguna, lo que equivale a decir, que el inmueble referido es de naturaleza privada, particular, teniendo el derecho real de dominio sobre el mismo el aquí demandante. 

Debe decirse entonces, que las pruebas anteriormente analizadas edifican credibilidad en la sala respecto del titular de la propiedad del predio la providencia, en tanto son las pruebas emanadas por la autoridad pública autorizada por la ley para llevar el registro de los negocios jurídicos sobre inmuebles que deben cumplir tal solemnidad, conforme a lo dicho en el acápite anterior y al estudiar la legitimación en la causa por activa, además de ello en garantía de protección de la propiedad privada. 

Es decir, el certificado de tradición y libertad allegado al proceso, conforme se vio en el acápite de legitimación en la causa por activa y cuyos argumentos no serán repetidos en esta oportunidad, es la prueba conducente para demostrar la titularidad del derecho de dominio sobre un bien inmueble, pues en tal documental se reconoce la aptitud legal que en esencia le dio el legislador para tal aspecto, en palabras simples, conforme a la ley con tal certificado se demuestra la propiedad de un predio, que en el caso puntual da certeza de que la finca La Providencia es de propiedad del señor Jorge Enrique Cortes Rojas. 

Afianzando lo anterior, tal certeza se corroboró con la confirmación que en tal sentido hizo la Superintendencia de Notariado y Registro mediante los actos administrativos referenciados anteriormente, y que concluyeron con la afirmación de que el señor Cortes Rojas ostenta el derecho de propiedad sobre la finca La Providencia, decisiones administrativas que conservan incólumes su presunción de legalidad, y que incluso, no han sido objeto de reproche jurisdiccional.

Por otra parte, como sino fuera suficiente lo anterior, en diligencia de inspección judicial previo decreto se practicara en el proceso, se constató el animo de señor y dueño que el señor Cortés Rojas ejerce sobre el predio la Providencia, aspecto que en modo alguno fue discutido por los sujetos procesales asistentes en práctica de tal probanza. De ello da cuenta el acta de tal diligencia, en la que se indicó. 

“Una vez trasladados a la localidad de Engativá, en las instalaciones de lo que se denomina “La Providencia” o “Humedal Jaboque”, al noroccidente de la ciudad de Bogotá, siendo las 12 del medio día fuimos atendidos por el señor JORGE ENRIQUE CORTÉS… quien indicó:

“nos encontrábamos ubicados en la parte oriental del río Bogotá, occidental de Bogotá como tal; el límite de demarcación que existe entre la finca La Providencia t el parque La Florida es el mismo río, que es un límite natural” (fol. 362 c1).   

Lo que evidencia, que el señor Cortés Rojas además de ser el propietario del predio La Providencia como lo indican los documentos idóneos, para demostrar tal calidad, también ejerce la posesión y el animo de dueño de dicho inmueble, derechos y atribuciones inherentes al derecho de propiedad, por lo que se corroboró que dicho predio no es del Distrito y si del aquí demandante. 

Aunado a ello, como bien se mencionó en las respectivas anotaciones del folio de matrícula inmobiliaria del inmueble La Providencia (Anotación No. 15), cierto es que existe embargo que sobre el mismo recayó de parte del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, por deudas del señor Cortés con dicha entidad por no pago del beneficio de valorización, lo que demuestra que el mismo Distrito reconoce la calidad de propietario del señor Cortés respecto del predio la Providencia. 

Se concluye dando respuesta al interrogante inicial, en el sentido de que con toda certeza probatoria el señor Jorge Enrique Cortes Rojas es propietario de la Finca la Providencia, sin que ello sea obstáculo para que posteriormente se toquen aspectos probatorios sobre el mismo tema. 

· ¿La finca La Providencia tiene un espacio físico?, de tenerlo, ¿hace parte o ronda el humedal Jaboque?
Conforme a la sentencia de pertenencia del 7 de octubre del año 1954, proferida por el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Bogotá, y que como se vio originó la tradición del predio La Providencia, se tiene que los linderos de tal inmueble son: 

“Un globo de terreno ubicado en el municipio de Engativa, denominado finca la Providencia, y alinderado así: Por el costado norte, en una longitud aproximada de mil trescientos cincuenta metros lineales, con el río Bogotá; por el costado sur, en una longitud aproximada de seiscientos treinta metros lineales linda con zanja de por medio con propiedad privada; por el costado oriental, en una longitud aproximada de mil quinientos seis metros lineales con vallado de por medio, también de propiedad privada; y por el occidente, en una longitud de mil doscientos ochenta metros lineales con propiedad privada y encierra. El terreno anteriormente  alinderado tiene un área superficiaria de doscientos quince fanegadas con cuatrocientos setenta  y nueve punto sesenta y ocho metros cuadrados (215 Fgadas 479.68 M2)” (fols. 28 y 29 c1). 

Observando los linderos del predio La Providencia plasmados en la sentencia de pertenencia que originó su tradición, se infiere indiscutiblemente que si cuenta con un espacio físico, el cual las entidades demandadas pretenden desconocer, en especial el Distrito Capital por conducto del Departamento Administrativo de Defensoría del Espacio Público, por lo que necesario es efectuar el siguiente análisis. 

Las entidades demandadas, argumentan que el predio La Providencia se sobrepone al predio Hacienda a Florida de propiedad del Distrito Capital, y que por ello, es de su propiedad al haber sido objeto de expropiación en el año 1963 (cuestión ya desvirtuada). 

Pues bien, en este sentido habrá que decirse como primera medida que los linderos del predio La Providencia y consignados en la sentencia de pertenencia ya aludida, que data del año 1954, son los mismos que reposan en el certificado de tradición y libertad del mismo inmueble, con número de matricula inmobiliaria 50C-1561366, que fue expedido por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C. – Zona Centro, el 14 de septiembre del año 2013, es decir, que estos en su tiempo no han variado, aún cuando se haya hecho su aclaración mediante escritura pública No. 12908 del 30 de diciembre del año 1996, conforme certifica el mismo documento, prueba conducente por demás. (Ver folios. 122 a 124 c2). 

Ahora bien, en estudio de títulos que efectuara la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C.en enero del año 2004, ello respecto el predio la Providencia y que en todo sentido es consonante con lo dicho anteriormente, se concluyó aún revisando los linderos especificados en la escritura pública No. 1082  del 21 de febrero del año 2001 (compra venta Álvaro Rojas Barbosa y Jorge Enrique Cortes Rojas), lo siguiente: 

“En conclusión se establece a través del estudio de títulos que el derecho de dominio de su actual propietario inscrito, JORGE ENRIQUE CORTES ROJAS, lo adquirió bajo la ley con justo titulo y debidamente registrado y si bien los humedales aun cuando son considerado como bienes de uso público en el caso que nos ocupa hay derechos reconocidos por sentencia judicial desde 1954, lo tiene como cuerpo cierto, ejerce la posesión plena y no existen gravámenes o limitaciones al dominio…ya que por lo tanto es viable iniciar el proceso de adquisición.” (fols. 8 a 16 c2). 
Dicha documental, además de corroborar el reconocimiento pleno por parte de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. sobre la titularidad de dominio del predio La Providencia, que como bien dice recae en el señor Cortes Rojas, indica sin temor a equívocos que se trata de un cuerpo cierto, es decir, de un terreno que cuenta con un espacio físico, no sin ello se haría tal afirmación. 

No siendo suficiente lo anterior, fundamental resulta observar el estudio de localización del predio La Providencia, hecho en enero del año 2010, por la propia Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., pues indicó: 

“…A continuación se presenta el análisis de las posibles localizaciones del predio denominado Finca la Providencia descrito en la Sentencia de adjudicación de pertenencia de octubre 7 de 1954 del Juzgado Sexto del Circuito Civil y la escritura No. 7007 del 28 de diciembre de 1979 Notaría Segunda, sabiendo que se encontraba ubicado en el Municipio de Engativa y que sus linderos corresponden a: 

Por el Norte – en una longitud aproximada de 1350 m lineales, limita con río Bogotá. 

Por el Sur – en una longitud aproximada de 630 m lineales, linda con zanja de por medio con propiedad privada. 

Por el oriente – en una longitud de 1506 m lineales, linda con vallado de por medio también de propiedad privada. 

Por el occidente – linda en este costado en una longitud de 1280 m lineales, también con propiedad privada y encierra. 

El ejercicio contiene nueve posibilidades de ubicación del lindero norte sobre el río Bogotá entre el tramo comprendido entre Mosquera y Cota. Para cada uno de los casos se presenta gráficamente la ubicación del lindero Norte y se revisan los linderos restantes para ver si encajan o se encuentra alguna incoherencia.

El estudio se realizó mediante el empleo del plano del Instituto Geográfico Militar y Catastral denominado “Municipio de Engativa” del año 1943, escala 1.25000, así como la plancha 227_IV-B-4, escala 1:10000 de los años 1948 y 1985, producidos por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y las fotografías aéreas del mismo instituto del año 1950, vuelo C-549 – 100 y 101. 

El alineamiento del color rojo identifica el costado norte del predio sobre el río Bogotá, para el año 1943.

… CASO 5

El lindero norte en una longitud de 1350 m lineales sobre el límite del río, hace corresponder al límite oriental con un vallado en una extensión de 1640 m lineales, por el sur con vallado en una longitud de 680 m lineales y con el occidente de 1290 m lineales. 

Observación: Hay correspondencia con los linderos enunciados con unas diferencias en distancia que se explican por el error en área original. 

… Así las cosas tenemos que:

Examinados los nueve casos de la posible localización del predio de la Finca la providencia, solo se obtiene coherencia de sus linderos, para el caso.

Los linderos no han sufrido modificación en el tiempo según se constata en las imágenes de 1950 sobrepuestas a la del 2007…Es decir, al mantenerse fijos los linderos el error del área sólo se puede traducir en los errores de distancia, lo que hace coherentes los valores encontrados en el caso 5. 

Por consiguiente el bien inmueble descrito en la sentencia de adjudicación de pertenencia de octubre 7 de 1954 es posible en la cartografía oficial del Distrito.” (fols. 181 a 192 c1). 
De dicha probanza se deben rescatan varias cosas, la primera, que fue elaborada por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., lo que significa que una vez mas reconoció que dicho predio existe y que es propiedad de un particular, solo que tenía dudas en cuanto a su ubicación física; segundo, se realizó conforme a los linderos establecidos en la sentencia de pertenencia del año 1954, es decir, con los linderos originales del predio La Providencia, sin que sea posible argüir que su existencia física se dio por una modificación de los mismos que haya sobrepuesto el predio sobre otro existente y de propiedad de otra persona; tercero, se hizo con base en planos geográficos del municipio de Engativa, es decir, con fundamento en documentos oficiales con presunción de autenticidad y legalidad y aunado a ello, con planchas de escala del Instituto Geográfico Agustín Codazzi; y cuarto, fue hecho en el año 2010, con la conclusión de que los linderos originales se mantienen, con las variaciones normales del paso del tiempo. 

Significa lo dicho, que existe prueba de que el predio La Providencia si tiene un espacio físico, ubicable geográficamente y cartográficamente, y que además, data en su ubicación desde el año 1954, es decir, que esto linderos y la extensión del terreno no surgieron en fechas posteriores, lo que de tajo descarta cualquier argumento atinente a que los linderos fueron modificados para apropiarse de un predio de propiedad de una persona diferente. 

Y es que la existencia física del predio La Providencia fue verificada mediante inspección judicial, en la que como ya se dijo la diligencia fue atendida por el señor Cortés Rojas, y allí se hizo un recorrido por toda la extensión de dicho inmueble, encontrando ganado del demandante, un administrador de la finca que responde a las ordenes del aquí actor y que cuida el territorio que enmarca dicho predio, por lo que bajo el principio de inmediación en la práctica probatoria, se constató la existencia física de la propiedad aludida. (fols. 362 a 370 c1). 

Sumado a lo ya dicho, obra en el proceso copia del acto administrativo proferido el 8 de enero del año 2005, por parte del Departamento Administrativo de Planeación distrital, mediante el cual se incorporó a catastro el plano topográfico del predio la Providencia, lo que corrobora su existencia física (fols. 178 y 179 c1), con la coherencia dada por la certificación que en tal sentido expidió la Unidad de Catastro Distrital. (fol. 3 c2). 

Corroborada la existencia física del predio La providencia y su propiedad en cabeza del señor Jorge Enrique Cortés Rojas, debe ahora analizarse si este inmueble esta sobre puesto a la Hacienda La Florida de propiedad del Distrito Capital de Bogotá. 

En testimonio rendido por el señor Fabio de la Pava Amaya, quien es (o era) el Director de Bienes Raíces de la Empresa y Acueducto de Bogotá D.C., el mismo indicó: 

“PREGUNTADO: de acuerdo con ese conocimiento que usted dice tener de esos predios sabe usted si hay sobreposición de la providencia sobre el Jaboque o sobre la Florida? CONTESTÓ: Sí, el humedal Jaboque hace parte de la hacienda la Florida y el predio la providencia esta ubicado en el costado oriental del río Bogotá parte superior del humedal Jaboque coincidiendo exactamente con parte de lo que fue la hacienda la Florida” (fols. 281 y 282 c1). 
Como se observa, la misma Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., ya no negaba la existencia física del predio La Providencia, sino que argumentaba que este inmueble se encontraba inmerso dentro de la Hacienda La Florida de propiedad del Distrito. Y en el mismo sentido declaró en interrogatorio de parte el gerente de tal entidad. (fols. 299 a 305 c1). 

No obstante, ante la intención del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, de incluir dentro del plano topográfico de la hacienda la Florida el terreno que comprende el predio de La Providencia, la Secretaría Distrital de Planeación, mediante decisiones administrativas (actos administrativos) dio negativa definitiva a tal solicitud. En tal sentido, en el proceso obra copia auténtica de la Resolución No. 2479 del 22 de diciembre del 2009, la cual resolvió el recurso de reposición contra el oficio que decidió la negación indicada, y de la No. 772 del 18 de marzo del año 2010, que resolvió el respectivo recurso de apelación en el mismo sentido. (fols. 74 a 97 c3). 

Entre otras cosas dijeron dichas decisiones administrativas lo siguiente: 

“Por lo anterior, el predio la Providencia que cuenta con planos topográficos e incorporados en la cartografía oficial, no constituyen prueba que pueda ser válida para dilucidar su derecho de propiedad. Una cosa es que el predio se encuentre graficado y aprobado en cuanto a su ubicación, linderos y extensión y otra muy distinta es la forma como haya sido si tradición de dominio. 

En este proceso la entidad, actuó bajo lo normado en el Decreto 600 de 1993, el Acuerdo 6 de 1990 y de conformidad con el principio de la buena fe de los particulares ante la administración pública según lo preceptúa el artículo 83 de la Constitución Política, al punto que para la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital aparece el lote Providencia con código 0056694504, nomenclatura: calle 64 128-90 y Chip: AAA0141AHJZ, así como procesos ante la DIAN, Secretaría de Hacienda y el IDU.” (fols. 74 a 83 c3). 
Entonces, el predio La Providencia no solo si tiene un espacio físico sino que este no hace parte de La Hacienda la Florida, por dos aspectos fundamentales que se derivan de la anterior prueba documental, y es que no se hubiese pretendido incluir a La Providencia en el plano topográfico de la Hacienda la Florida, si esta estuviere realmente sobrepuesto, pues ello redundaría en la inclusión de lo ya incluido, y segundo, aunque ello hubiese sido así, es decir, que La Providencia si hiciera parte del predio de mayor extensión (La Florida), su inclusión topográfica fue negada por la autoridad competente, mediante actos administrativos que gozan de plena presunción de legalidad. 

Del mismo modo, la Resolución No. 772 del 18 de marzo del año 2010, que resolvió el recurso de apelación con la decisión negativa de incorporar en plano topográfico de la Hacienda la Florida la extensión de terreno de la Providencia, indicó: 

“En efecto, esta Dirección verificó que en el expediente del predio la Providencia, en el cual se estudió la aprobación del plano topográfico, tuvo como fundamento el artículo 18 del Decreto Distrital 600 de 1993, vigente para el momento de tal solicitud, encontrando que fueron radicados los siguientes documentos: escritura pública 1082 del 21 de febrero de 2001 de la Notaría 29 del Círculo de Bogotá, registrando como propietario al señor Jorge Enrique Cortes; certificado de matricula inmobiliaria 50C – 1561366; segundo original de los planos; dos (2) juegos de carteras de campo; dos (2) juegos de hojas de cálculo; dos (2) juegos de fotorreducciones del plano topográfico; planos originales en papel seguridad; CD con información magnética del levantamiento topográfico; dos copias heliográficas de los planos y el formulario F013 diligenciado.

Así, el trámite de incorporación de plano topográfico, por parte de la Dirección de Información, Cartografía y Estadística de esta entidad, involucra varias etapas, como lo es el estudio cartográfico del plano, en el cual se verifica su georeferenciación respecto a los planos de la entidad, verificación de títulos de propiedad, la incorporación den la cartografía oficial y finalmente el estudio vial por parte de la Dirección de Vías, Transporte y Servicios Públicos. 

Frente al estudio cartográfico del plano del predio la Providencia, este despacho verificó en el expediente que se cumplió con la revisión de levantamiento topográfico respecto a las carteras de campo y hojas de cálculo, plano y archivo magnético presentados por el solicitante y que como resultado el plano presentado se ajustó a la cartografía del entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital, desde el punto de vista de su georeferenciación, dibujo y cálculo de áreas. Por lo tanto, el plano topográfico del citado predio, cumplió con los aspectos técnicos. 

… de otro lado, se advierte que los anteriores planos tienen una nota en la que se indica que su localización está en suelo de protección (Humedal Jaboque), por lo que no es posible construir o desarrollar ningún proyecto sobre ésta área, pues se trata de un cuerpo de agua.” (fols. 84 a 97 c3). (Subrayado fuera del texto original). 
En consecuencia, se tiene que el predio La Providencia no es parte de la extensión de aquel denominado Hacienda la Florida, pero si se encuentra dentro de su área de protección por ser a la vez el humedal Jaboque, corroborado en su cartografía por medios técnicos de la Secretaría Distrital de Planeación. 

Véase ahora, que el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público  del Distrito, también realizó un análisis sobre la ubicación física del predio La providencia, y dando alternativas de ello fundamentado en los linderos de la escritura de pertenencia del año 1954 (ya mencionados), adujo no encontrar una correspondencia lógica del terreno. Sin embargo, al hacer el mismo ejercicio pero fundamentado en la aclaración de linderos efectuada en la escritura pública No. 12908 del 30 de diciembre del año 1996, encontró una ubicación precisa, que en todo la ubica en mismo sitio exacto donde concluyó el estudio de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C, (fols. 22 a 41 c6), siendo la única diferencia, el que esta última entidad lo hizo no con fundamento en la escritura pública ya mencionada, sino con los linderos originales de la sentencia de pertenencia. 

Obsérvese las fotografías de los respectivos estudios, siendo la primera la conclusión a la que llegó la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y la segunda la del estudio del  Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público  del Distrito, en las cuales se podrá ver nítidamente la coincidencia de los estudios, pero que como se dijo tienen fundamento distinto. 

Imagen Folio 186 c1.
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IMAGEN FOLIO 38 CUADERNO No. 6.
En este punto, lo claro es que el predio La Providencia si tiene un espacio físico, que coinciden en los estudios de las dos entidades mencionadas en el párrafo precedente, solo que con diferencia en el sustento de los linderos como se dijo, frente a lo cual, la sala colige que los linderos originales del inmueble en controversia si permite su ubicación real, existiendo un problema en cuanto a la sobreposición que hay pero no de este sobre el predio Hacienda la Florida, sino de este último inmueble sobre este como se verá. 

Como bien se dijo en los fundamentos teóricos y jurisprudenciales de esta sentencia, en el plano jurídico y mas aún tratándose de relaciones negóciales frente a bienes inmuebles existe un principio general que indica que quien realiza el acto primero en el tiempo, se le reconocerá primero en el derecho, lo cual es plenamente aplicable al caso que ocupa la atención de la sala. 

El predio la providencia inició su tradición desde el año 1954, cuando el señor Isidro Silva Varón adquirió el derecho de dominio sobre el mismo por prescripción extraordinaria del dominio, que es un modo de adquirir el dominio conforme lo estipula el artículo 2512
 del Código Civil, y ello fue debidamente registrado en la correspondiente oficina de registro de instrumentos públicos, de ello hay constancia como ya se vio. 

Ahora, el predio Hacienda la Florida fue adquirido por el Distrito Capital en el año 1963, por expropiación judicial que se encuentra registrada en el folio de matricula inmobiliaria No. 50C- 1473539. (fol. 7 c2). 

Lo anterior significa, que si el Distrito Capital de Bogotá D.C. pretendió apropiarse del terreno que verdaderamente corresponde al predio La Providencia, ello en el año 1963, debió efectuar dicho trámite (expropiación) frente al entonces propietario por prescripción extraordinaria del dominio de la providencia, esto es, el señor Isidro Silva Varón, pues este había adquirido la propiedad de dicho inmueble desde el año 1954, cumpliendo todas las exigencias legales para el efecto. 

De otro lado, si con la expropiación que dio origen al folio de matricula inmobiliaria No. 50C-1473539, se creyó incluir los terrenos que circunscriben a la Providencia, mal comprendió o elaboró el respectivo plano y delimitación de linderos de la Hacienda la Florida la respectiva entidad y de contera el despacho donde se surtió tal trámite, sin embargo, las anomalías presuntamente allí contenidas no son objeto central del estudio de esta sentencia, y por lo mismo no dejará mas que la mención de ello.

Lo certero y probado para el caso concreto, es que si existe un terreno que corresponde a lo que en la matricula inmobiliaria No. 50C-1561366 se llama finca la Providencia, y que este existe desde el año 1954, antes de que presuntamente el Distrito Capital expropiara esos terrenos, que sin duda alguna no incluyó el inmueble en controversia. 

Véase que en el folio de matrícula inmobiliaria del predio Hacienda la Florida, se estableció lo siguiente: 

“HACIENDA LA FLORIDA UBICADA EN ESTA JURISDICCIÓN Y LOS MUNICIPIOS DE FUNZA Y COTA, GLOBO CON UNA CABIDA APROXIMADA DE 435.85 FANEGADAS, QUE HACE PARTE DE LA HACIENDA LA FLORIDA, INTEGRADO POR LOS PREDIOS DENOMINADOS EL CORAL, LA MANGA, TORQUIGUA, JAZMÍN, VERSALLES, CARRUSEL, EL JUNCAL, LA VAVETA, SANTIAGO, SAN FELIPE, LA ESTRELLA, SAN ANTONIO Y PARTE DE SAN ISIDRO… LINDEROS…SE SIGUE EN COLINDANCIA CON LOS TERRENOS DENOMINADOS “PANTANOS DE GACO” QUE SON O FUERON DE HERNANDO MARTÍNEZ, HASTA ENCONTRAR LOS TERRENOS QUE SON O FUERON DE ABELARDO CHACHARNÁ, DE AQUÍ SE SIGUE EN DIRECCIÓN ORIENTAL DESLINDANDO CON TERRENOS QUE SON O FUERON ABELARDO GACHARNA, CEFERINO FARRIETA, ANTONIO CAIPA, VÍCTOR CAIPA, CALLE PÚBLICA Y “PANTANOS DE JABOQUE”, LUEGO SE SIGUE EN DIRECCIÓN NORTE HASTA ENCONTRAR LA MARGEN IZQUIERDA DEL RÍO BOGOTÁ…” (FOL. 7 C2).
Como se observa, el predio Hacienda la Florida se conformó por la adquisición de los inmuebles detallados en el folio de matrícula inmobiliaria No. 50C – 1473539, y dentro de ellos no se incluyó la finca La Providencia, por cuanto esta no hizo parte de la expropiación hecha por el Distrito en el año 1963.

Ahora, se indicó también que el predio Hacienda la Florida deslinda con Pantanos del Jaboque, lo que hoy es la finca la Providencia, y sobre tal término en la experticia rendida por el auxiliar de la justicia Pedro Ovidio Ortega, se indicó: 

“7. Pregunta. Que dentro de sus conocimientos técnicos que tiene sobre la materia deberá rendir concepto específico significando ello en respuesta separada: Como se deben entender los límites de la Hacienda la Florida frente al bien inmueble denominado La Providencia según el certificado de libertad visible a folio 7 del cuaderno de pruebas No. 2 que fuera expedido el 28 de junio de 2012 y en especial el significado y alcance que se debe entender cuando en sus apartes de la citación de límites se consigna que “deslindando con terrenos que son o fueron de Abelardo Gacharna…” “Pantanos de Jaboque”, para lo cual deberá precisas previamente si los pantanos de Jaboque se encuentran dentro del bien denominado La Providencia.

Respuesta: se debe entender que los límites de la Hacienda la Florida es un globo de mayor extensión del cual se tomaron los que firmarían parte del predio adquirido por el Distrito Capital, adelantado en 1957 ante el Juzgado 5 Civil del Circuito de Bogotá descritos en el registro inmobiliario 50C-1473539; que si bien dice que “deslindando”, esto es desenglobar y hace referencia a señalar los límites de un terreno. Luego cuando en los linderos del predio de propiedad del Distrito se menciona: “deslindando con terrenos que fueron de Abelardo Gacharna”, significa que se pone límite entre el lindero del predio de propiedad del Distrito con los predios de otros propietarios. 

… Debe precisarse que al referirnos a “los pantanos de Jaboque” debe tenerse presente que el predio La Providencia, es el que está dentro de los pantanos del humedal Jaboque.

… Técnicamente el concepto deslinda es equivalente a desenglobar y distingue los límites de la propiedad…” (fols. 12 a 14 c9). 
Se entiende entonces, que si los “Pantanos de Jaboque” se encuentran inmersos dentro del predio La Providencia, y estos a su vez son un lindero del predio Hacienda la Florida, es porque certeramente no hace parte del mismo, sino que es un límite de terreno, lo aparta de su extensión para constituir otra propiedad, que en el presente caso es la finca La Providencia, lo que comprueba aún mas que no existe la presunta sobreposición que aluden las entidades demandadas. 

Seguidamente, debe decirse que mediante la Resolución No. 0145 del 17 de febrero del año 1998, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., definió cual era la zona de ronda  y zona de manejo y preservación ambiental del humedal Jaboque, declarando a su vez “de utilidad pública e interés social” dicha zona (fols. 336 a 347 c3). Sin embargo, ni la mencionada Resolución ni el acuerdo 6 de 1990, en virtud del cual se profirió, fue inscrita en el folio de matricula inmobiliaria de la finca La Providencia, como se evidencia de las pruebas aludidas con anterioridad, con lo que se incumplió el requisito consagrado en el entonces numeral 1º del artículo segundo del Decreto Ley 1250 de 1970 (tratado anteriormente), sin que pudiese advertirse que dicho predio debería estar fuera del comercio en razón a su utilidad pública. 

Confirma el carácter privado del predio La Providencia el intento de adquisición del mismo por parte de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., según consta en las diversas comunicaciones que se surtieron entre dicha entidad y el aquí demandante, que obran en el expediente a folios 90 a 107 del cuaderno No. 3 del expediente. 

Así las cosas, al segundo interrogante se da respuesta, concluyéndose que del material probatorio se infiere con certeza que el predio La Providencia si tiene un espacio físico, y que el mismo si hace parte del humedal Jaboque, o de su ronda de protección, sin que haya sido objeto de expropiación o enajenación a Distrito Capital. 

Con lo dicho hasta el momento, claro es que se demuestra el hecho dañoso como elemento de la responsabilidad objetiva, pues siendo el predio La Providencia de propiedad del aquí demandante, el mismo no ha podido ser objeto de explotación comercial, en tanto el mismo fue catalogado como de utilidad pública, aunque ello no se consignó en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente. 

· Imputación (Formal)

Ahora, la imputación formal que de tal daño se hace, recae en las entidades demandadas, debiéndose establecer si la misma adquiere también la calidad de imputación material sobre las mismas, para lo cual en un estudio sistemático, se ha de analizar el nexo de causalidad, respondiendo el interrogante que a continuación se plantea. 

· Nexo de causalidad (Imputación material).

· ¿Existe obligación legal o judicial de las entidades demandadas para adquirir el predio la Providencia? 

Pues bien, teniendo la sala certeza probatoria respecto a propiedad del predio la Providencia, de su inclusión dentro del humedal Jaboque, y de la no existencia de expropiación sobre el mismo, deberá analizarse cual entidad estaba en el deber legal de adquirir tal inmueble. 

La Resolución No. 0145 del 17 de febrero del año 1998, expedida por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., que como ya se dijo, definió cual era la zona de ronda  y zona de manejo y preservación ambiental del Humedal Jaboque, declarando a su vez “de utilidad pública e interés social” dicha zona, en su artículo cuarto estableció: 

“ARTÍCULO CUARTO: Para los efectos de la presente Resolución, la Empresa iniciará el trámite de adquisición de los predios, mediante negociación directa o por expropiación, conforme a las disposiciones contenidas en la Ley 9 de 1989 y Ley 338 de 1997”.  (fol. 236 a 247 c3). 
Consonante con ello, el 7 de agosto del año 2001, el señor Vladimir Torres Garzón interpuso acción popular en contra del Distrito Capital, en virtud de la esta corporación en su Sección Cuarta en sentencia del 5 de julio del año 2001, decidió entres otras cosas, lo siguiente: 

“I. – PROTEGER LOS INTERESES COLECTIVOS RECLAMADOS QUE TIENEN QUE VER CON A CONSERVACIÓN Y PROTECCIÓN DEL HUMEDAL JABOQUE.

EN CONSECUENCIA SE ORDEN LA REALIZACIÓN DE LAS SIGUIENTES ACTIVIDADES:

1.- A cargo de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá y el Departamento Administrativo del Medio Ambiente del Distrito Capital y de acuerdo con sus competencias, que deben culminar a más tardar el 31 de diciembre de 2002.

1.1 – Adquisición de los predios necesarios para la protección y conservación del humedal…” (fols. 2 a 10 c11). 

Apelada tal decisión,  el H. Consejo de Estado en sentencia del 20 de septiembre del año 2001, modificó la providencia impugnada, para en su lugar disponer: 

“PRIMERO: Proteger los derechos colectivos al goce de un ambiente sano y al equilibrio ecológico en cuanto a la protección y conservación del Humedal Jaboque.

En consecuencia se ordenará la realización de las siguientes actividades: 

A Cargo de la EAAB  y de la Alcaldía Mayor de Bogotá, para ser ejecutadas después del vencimiento de los 18 meses a la ejecutoria de esta sentencia…

1.1. Adquisición de los predios necesarios para la protección y conservación del humedal Jaboque, que a la fecha no hayan sido adquiridos, y que se encuentren dentro de las zonas de ronda y manejo y preservación ambiental…” (fols. 11 a 66 c11).  
Se infiere con certeza, que a cargo de la Empresa de Acueducto de Bogotá D.C., y del Distrito Capital, recayó la orden judicial de adquirir los predios que hacían parte de la ronda de protección del humedal Jaboque, por lo que desde ya se ha de decir que se configura en principio nexo de causalidad frente a estas dos entidades en virtud de tales pronunciamientos judiciales. 

Bajo esta misma línea, la Contraloría Distrital mediante oficio No. 16000-746 del 1º de diciembre del año 2009, efectuó estudio sobre el predio La Providencia, y mediante memorando No. 20000 lo remitió a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., en el cual se indicó en tal estudio entre otras cosas las siguientes: 

 “- A la fecha ninguna de las dos (2) entidades involucradas en este asunto ha desarrollado actividad alguna encaminada a la recuperación del predio denominado “Finca la Provincia” (Sic) ubicado en el Humedal Jaboque y otro, en donde ha recaído la sentencia del Honorable Consejo de Estado y en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, entidad que mediante providencia del 30 de octubre de 2009, ha dado inicio a un incidente de desacato por no haber dado cumplimiento a la sentencia No. 2001-0140-021 que impuso a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado (EAAB) y al Distrito Capital, la obligación de iniciar la compra de los predios existentes en este Humedal.

… Igualmente el doctor Carlos A. Tarquino B. Subdirector de Registro Inmobiliario, mediante oficio ... del 14 de julio del año 2008, dirigido a la doctora Angelith Shirley Núñez, Directora de Representación Judicial y Actuación Administrativa (E) de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB ESP, le informa que “es claro que el predio la providencia se sobrepone parcialmente con el Humedal Jaboque, pero no por esta circunstancia puede entenderse que el predio denominado “La Providencia sea de propiedad del Distrito Capital”…

… el personero de Bogotá, quien en la audiencia celebrada el día 11 de noviembre de 2009, en las instalaciones del Tribunal de Cundinamarca… dejó constancia  que: “Para la Personería, el predio es de un particular y que también la actuación de los funcionarios no ha sido la adecuada, no ha habido diligencia en la recuperación del bien.

… se tiene también que para los años 2005 a 2009 la Secretaría de Hacienda del Distrito ha expedido los actos administrativos propios que contienen el impuesto predial unificado del predio cuya matrícula inmobiliaria es la No. 1561366 con una cabida del terreno de 1.012.297.61 mts 2…

CONCLUSIÓN:

De la documentación aportada y analizada en este escrito se tiene que:

PRIMERO: La Empresa de Acueducto y Alcantarillado (EAAB) tiene claro que el predio es de propiedad de un particular el que está debidamente acreditado, además de lo anterior esta  contrató una firma particular como ha quedado dicho, un estudio de títulos el cual concluyó que existe un propietario particular del predio denominado finca “la Providencia”, el cual esta plenamente identificado. 

SEGUNDO: La propiedad del Distrito Capital en cabeza de las entidades mencionadas, esto es, Defensoría del espacio Público, Secretaría de Hacienda, IDU, Catastro Distrital, consienten la existencia de un particular en el predio, mediante actos administrativos que han expedido como es para cobrar el impuesto predial, la valorización por el eje ambienta 5, el avalúo catastral correspondiente…

TERCERO: A pesar de la anterior realidad, la Defensoría del Espacio Público sostiene que el Distrito Capital posee los títulos de esas tierras desde el año 1957…

CUARTO: La Fiscalía ha certificado que no existe proceso legal de índole penal sobre este predio, es decir los hechos que se investigaron concluyeron con la orden de volver a inscribir en el folio de matrícula correspondiente al señor Cortes Rojas como propietario del predio

… SEXTO: La obligación legal que senos ha impuesto por  parte del Honorable Tribunal de Cundinamarca con el fin de verificar que cumpla el fallo del Honorable Consejo de estado de 2001, nos lleva a concluir que la Empresa de Acueducto y Alcantarillado (EAAB) debe concluir en forma legal y por mecanismos más expeditos pero transparentes el proceso de adquisición de los predios que aún faltan por adquirir en el área de terreno del Humedal Jaboque…” (fols. 31 a 36 c2). 
Además de corroborar que la propiedad del predio La Providencia recae en el señor Cortés Rojas, se evidencia con meridiana claridad que en cabeza de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., reposa la obligación de adquirir el predio La Providencia por ser parte del terreno delimitado como humedal Jaboque, y que en razón a su declaratoria de utilidad pública como se vio, ha impedido su comercialización, ello no en razón al registro de tal decisión administrativa en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria, sino por circunstancias anexas que se evidenciaran mas adelante. 

Ello venía siendo recomendado por varias autoridades distritales desde tiempo atrás, y para el efecto se ha de observar el oficio No. 1082 del 26 de octubre del año 2000, expedido por el Departamento Administrativo de Planeación al Departamento Administrativo del Medio ambiente, pues le indicó “que una vez localizado por coordenadas el predio que figura en la copia heliográfica adjunta, identificado como la Providencia…se pudo establecer que éste se encuentra localizado casi en su totalidad al interior de la Ronda del Humedal Jaboque” (fol. 185 c3). 

Y  al año siguiente, por conducto del oficio SD-UGLU del 2 de marzo del año 2001, el Departamento Administrativo del Medio Ambiente, en el curso de la acción popular ya vista,  recomendó: 

“Como medida preventiva, adquirir por parte de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá los predios ubicados en las zonas de conexión con el río Bogotá… así como aquellos que se encuentren en las zonas requeridas para el manejo hidráulico del humedal, en particular el predio denominado Hacienda la Providencia, toda vez que es el de mayor extensión y con mayor riesgo de una invasión inminente…” (fols. 319 a 328 c3). (Subrayado fuera del texto original). 
De esta manera, no existe duda de la obligación que le asiste a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y que ha omitido cumplir desde hace varios años, pero que se evidenció desde el momento en que la Superintendencia de Notariado y Registro zanjó las dudas sobre la propiedad del predio La Providencia, al certificar mediante acto administrativo que goza de presunción de legalidad, que este tampoco había sido objeto de expropiación. 

Se acota por la sala, que todas las reseñas probatorias hechas anteriormente, también fueron plasmadas en el dictamen pericial elaborado por el auxiliar de la justicia Pedro Ovidio Ortega, quien concluyó que el predio la Providencia hace parte de la ronda del humedal Jaboque, y que este por su tradición en la actualidad es de propiedad del señor Cortés Rojas. Además de evidenciar que dentro del predio Hacienda la Florida no esta inmerso en inmueble La Providencia, por lo cual no fue objeto de expropiación en el año 1963. (Ver cuadernos 9 y 10), lo que de bulto resalta su consonancia con el análisis probatorio que ha hecho la sala. 

De relevancia es expresar, que estudio sobre la presente situación que hiciera el Director Administrativo de Bienes Raíces de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., ello el 18 de febrero del año 2010, se indicó:

“Se vislumbra entonces que la existencia de los dos elementos que delimitan el derecho de posesión y que lo diferencia de la mera tenencia: mientras en el caso de la posesión existe el corpus (la tenencia material de una cosa), de forma concomitante con ánimus (el animo de señor y dueño), en tratándose de la mera tenencia, solo existe el corpus, y a la vez el reconocimiento de otro como señor y dueño. 

Derivado de lo anterior, es dable mencionar que ni el Distrito, a través del DADEP, no obstante certificación de bien de uso público expedida por la Subdirección de Registro Inmobiliario, en aplicación del acuerdo 18 de 1999, artículo 7, literal d), ni la EAAB, respecto de los predios aludidos, ejercen o han ejercido posesión alguna, en la medida en que no ha existido tenencia material de la cosa, (corpus), ni mucho menos ánimo de comportarse como señor y dueño (ánimus) por parte de estas dos entidades.

Conclusión a la que se llega pues en varias oportunidades que la EAAB, ha intentado ingresar a los predios la Providencia y/o Parque la Florida o Puerto Amor, con el propósito de adelantar y desarrollar obras, siempre ha encontrado oposición por parte de los señores Jorge Enrique Cortés Rojas y José Orlando Ruiz Guerrero… Además los mencionados señores ejecutan actos de señorío, tales como actividades de pastoreo, agrícolas, vivienda y cerramiento, las cuales ponen en evidencia la posesión que ejercen sobre aquellos predios, viéndose la EAAB precisada frente a la necesidad de ejecutar obras a solicitar y obtener previamente permiso a quienes alegan su condición de poseedores y titulares de derecho de dominio.

Tal es el caso que ante la necesidad de ejecutar obras por parte de la EAAB, relacionadas con el cerramiento perimetral del Humedal Jaboque en el año 2008, a instancia del señor Jorge Enrique Cortes, fue demandada la empresa ante el juzgado 32 Civil del Circuito de Bogotá, en donde curso el proceso posesorio … concluyendo el despacho en audiencia verbal celebrada el 19 de agosto de 2008, que la posesión del denominado predio la Providencia la ejerce el accionante y que con las obras pretendidazas por la EAAB no se perturbaba ese derecho del particular.” (fols. 132 a 135 c8).
Reconoció entonces la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., que el actor en su calidad de propietario era quien ejercía los actos de señorío sobre el predio La Providencia, lo cual evidenciaba la limitación de dicha entidad para acceder a un terreno de propiedad de un particular, desvirtuando cualquier asomo de animo y posibilidad posesoria por vías de hecho de parte de la administración Distrital, lo que corrobora el análisis hecho por la sala al definir quien era el propietario del predio La providencia. 

Seguidamente, en la documental que se alude el Director Administrativo de Bienes Raíces de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., adujo que la localización del predio La providencia según estudio hecho por tal entidad, el mismo que ya analizó la sala, indicó una posibilidad de ubicación física con los linderos originales de la sentencia de pertenencia, que en esencia el terreno sobre el cual el señor Cortés Rojas ejecuta sus actos de señorío en la calidad de propietario que conforme a la ley le asiste sobre el aludido inmueble. (fols. 135 a 140 c8). 

Y con fundamento en ello manifestó que antes las eventuales posibilidades de actuar de la administración, muy seguramente no saldría victoriosa por haber operado los fenómenos de prescripción, y por el contrario habría que respetar el principio de confianza legitima, en el sentido de que el señor Cortés Rojas es propietario del predio La Providencia con el cumplimiento de los requisitos consagrados en la ley. (fols.  (fols. 122 a 147 c8). 

Se concluye entonces, que en efecto la misma Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., reconocía la obligación legal y posteriormente por mandato judicial, que le asistía de adquirir los predios que estaban inmersos en el humedal Jaboque o en su ronda de preservación, dentro del cual se encontraba sin asomo de duda el inmueble La Providencia de propiedad del aquí demandante, y que ya había sido objeto de declaratoria de utilidad pública. 

Con ello, indefectiblemente existe nexo de causalidad entre el hecho dañoso antes demostrado y la imputación que del mismo se hizo a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., consolidando la imputación material en contra de tal entidad distrital, por lo que ha de ser declarada su responsabilidad, específicamente por la omisión de acatamiento a lo decidido y ordenado por el H. Consejo de Estado en la sentencia del 20 de septiembre del año 2001, en el sentido de adquirir el predio La Providencia, por hacer parte de la ronda de protección del humedal Jaboque, con las precisiones que en adelante se harán. 

Desde luego, con lo dicho en líneas precedentes es evidente que a las demás entidades demandadas no les asiste imputación material del daño, por cuanto si bien existen actuaciones suyas dentro de los hechos origen de la presente controversia, lo cierto es que no ejecutaron aquellos hechos u omisiones que concurren en el presente caso como causa eficiente del daño, y concretamente el Distrito Capital no es responsable, porque mediante la Resolución No. 145 del año 1998
 (ya citada), expedida por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. en su artículo cuarto, esta se obligó sin concurrencia de otras entidades, a adquirir los predios delimitados para la protección del humedal Jaboque, por lo que la obligación de compra (fuente del daño) del predio La Providencia solo le es atribuible a la misma.
Aún dicho lo anterior, es del caso dilucidar que en lo referente a las causales eximentes de responsabilidad que pudieran eventualmente concurrir en el presente asunto, que son las de caso fortuito o fuerza mayor, hecho exclusivo y determinante de un tercero, y culpa exclusiva de la víctima. 

Con claridad, en el caso concreto solo tendrían cabida las dos últimas, sobre las cuales es menester efectuar un análisis conceptual, para lo cual basta con tener en cuenta el concepto jurisprudencial que se ha dado al respecto: 

Sobre el hecho de un tercero ha dicho el H. Consejo de Estado: 

“Esta Sala ha manifestado que el hecho del tercero constituye causa extraña que exonera de responsabilidad a la entidad demandada, cuando reúne los siguientes requisitos:

(i) Que sea la causa exclusiva del daño. Si tanto el tercero como la entidad estatal concurrieron en la producción del daño, el resultado no sería la exoneración de responsabilidad, sino la existencia de  solidaridad de  éstos frente al perjudicado, en los términos del artículo 2344 del Código Civil, lo cual le daría derecho al perjudicado  para reclamar de cualquiera de los responsables la totalidad de la indemnización, aunque quien paga se subrogue en los derechos del afectado para pretender del otro responsable la devolución de lo que proporcionalmente le corresponda pagar, en la medida de su intervención
.
(ii) Que el hecho del tercero sea completamente ajeno al servicio, en el entendido de que ese tercero sea externo a la entidad, es decir, no se encuentre dentro de su esfera jurídica y, además, que la actuación de ese tercero no se encuentre de ninguna manera vinculada con el servicio, porque si el hecho del tercero ha sido provocado por una actuación u omisión de la entidad demandada, dicha actuación será la verdadera causa del daño y, por ende, el hecho del tercero no será ajeno al demandado
.

(iii) Que la actuación del tercero sea imprevisible e irresistible a la entidad; porque, de lo contrario, el daño le sería imputable a ésta a título de falla del servicio en el entendido de que la entidad teniendo el deber legal de hacerlo, no previno o resistió el suceso. Como lo advierte la doctrina, “sólo cuando el acontecimiento sobrevenido ha constituido un obstáculo insuperable para la ejecución de la obligación, deja la inejecución de comprometer la responsabilidad del deudor”
.

En relación con la imprevisibilidad, se señala que este elemento no se excluye la responsabilidad con la simple posibilidad vaga o abstracta de que el hecho pueda ocurrir, sino con la posibilidad concreta y real de que tal  hecho  pudiera ser previsto. Y en relación con la irresistibilidad, cabe señalar que ésta se vincula con juicios de carácter técnico y económico, es decir, que la valoración sobre la resistibilidad de los efectos del suceso involucra una valoración de los avances de la técnica, pero también de los recursos de que deba disponerse para conjurar los del daño.

Para que el hecho del tercero constituya causa extraña y excluya la responsabilidad de la entidad demandada no se requiere ni que  aparezca plenamente identificado en el proceso ni que el tercero hubiere actuado con culpa, porque la relación causal es un aspecto de carácter objetivo. Lo determinante en todo caso es establecer que el hecho del tercero fue imprevisible e irresistible para la entidad demandada, y que su actuación no tuvo ningún vínculo con el servicio, amén de haber constituido la causa exclusiva del daño.”

Por su parte, frente a la culpa exclusiva de la víctima ha expresado: 

“Sea lo primero señalar, que la Sala de tiempo atrás ha dejado sentado que para que la conducta de la víctima pueda exonerar de responsabilidad a la entidad demandada, la misma debe ser causa determinante en la producción del daño y ajena a la Administración:

“Por tanto, es necesario examinar si el comportamiento de la víctima fue causa única o concausa en la producción del daño, o si, por el contrario, tal actividad no fue relevante en el acaecimiento de éste. En efecto, la culpa exclusiva de la víctima, entendida como la violación por parte de ésta de las obligaciones a las cuales está sujeto el administrado, puede conducir a la exoneración total o parcial de la responsabilidad administrativa, dependiendo de la trascendencia y grado de participación del afectado en la producción del daño.

“Ahora bien, no toda conducta asumida por la víctima constituye factor que destruya el nexo de causalidad existente entre el hecho y el daño, toda vez que para que la culpa de la víctima releve de responsabilidad a la administración, aquella debe cumplir con los siguientes requisitos:

“1) Una relación de causalidad entre el hecho de la víctima y el daño. Si la culpa del afectado resulta la causa única, exclusiva o determinante del daño, la exoneración es total... 

“Ahora bien, si la actuación de la víctima deviene causa concurrente en la producción del daño, se producirá una liberación parcial, por aplicación del principio de concausalidad y de reducción en la apreciación del daño, de acuerdo con lo previsto en el artículo 2357 del Código Civil.

“2) El hecho de la víctima no debe ser imputable a la administración, toda vez que si el comportamiento de aquella fue propiciado o impulsado por la administración, de manera tal que no le sea ajeno a ésta, no podrá exonerarse de responsabilidad a la entidad demandada”
.”

Pues bien, en el presente asunto no se evidencia la concurrencia de ninguna de las dos causales eximentes de responsabilidad aludidas, por cuanto, si bien el predio la Providencia le fue vendido al señor Cortés Rojas en el año 2001, por parte del señor Álvaro Rojas Barbosa mediante la escritura pública No. 1082 del 21 de febrero del año ya mencionado (fols. 23 a 29 c2), cierto es que no hubo conducta anómala de parte del señor Rojas Barbosa, en tanto vendió el predio La Providencia con la convicción de que no tenía limitaciones al derecho de dominio que para dicha época ostentaba, lo cual se predica de la confianza legítima emanada en virtud de la ley, y que recae sobre las anotaciones registradas en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria, cuyo valor ya fue estudiado con anterioridad. 

Es decir, que sin en el folio de matricula inmobiliaria que corresponde al predio La Providencia, para el año 2001, no aparecía registrada ninguna limitación al derecho de dominio, el señor Rojas Barbosa podía disponer de su propiedad, como en efecto hizo vendiéndosela al aquí demandante. Aquí la omisión recayó en la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, al no haber registrado la resolución No. 145 del año 1998, pues esta fue la que declaró como predio de utilidad pública a la finca La Providencia, es decir, que no existe un hecho exclusivo y determinante de un tercero que exonere de responsabilidad a la entidad indicada. 

Ahora, respecto de la culpa exclusiva de la víctima debe aducir la sala que tampoco se configura, pues el señor Cortés Rojas compró un predio que no tenía limitaciones al derecho de dominio registradas, lo que no le hacía preveer ningún efecto adverso o perjudicial en el negocio que estaba emprendiendo, es decir, que  no se le puede reprocha falta al deber de cuidado en la realización de los negocios, pues todo emanó de la credibilidad que incluso la sala le reconoce a las certificaciones de las oficinas de registro de instrumentos públicos, de lo cual se efectúo un análisis anteriormente. 

Así las cosas, no se configuró una causal eximente de responsabilidad, y por lo mismo se ha de declarar la responsabilidad de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., por lo que se procederá a tasar los perjuicios a reconocer, con la respectiva proporción de la cesión de derechos litigiosos que se aprobó en el proceso, como mas adelante se señalará. 

· Perjuicios. 
Como se vio en la transcripción de las pretensiones de la demanda, la parte actora solicita se le reconozca por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, la suma de $56.817.000.000, que presuntamente corresponde al valor del predio La Providencia., junto con el cálculo de los intereses comerciales o cuando menos indexación.  

A su vez, por concepto de lucro cesante solicitó el reconocimiento de $93.329.822.263, o subsidiariamente la suma de $31’450.715.468, conforma a las compensaciones dejadas de percibir por la no compra del predio. 

Por perjuicios morales solicitó la suma equivalente a 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, en razón a la incertidumbre y congoja que le causó el no haber podido ejercer plenamente sus derechos de propiedad. 

· Perjuicios materiales: 

· Daño emergente.

Como bien se mencionó en el acápite que trató los aspectos generales de la propiedad privada y pública, la primera goza de especial protección por parte del Estado, al punto que tal garantía está incluida en el plurimencionado artículo 58 de nuestra Carta Mayor. 

Del mismo modo, en el estudió hecho quedó claro que la propiedad privada debe ceder ante el eventual beneficio del interés general, y una de esas manifestaciones se da cuando un inmueble respectivo es declarado de utilidad pública. 
Se vio como también la H. Corte Constitucional ha establecido que en garantía al respeto por el derecho a la propiedad privada, si bien esta debe ceder ante los intereses públicos, se debe garantizar un núcleo esencial de tal derecho, que se concreta en la utilidad que el particular espera le genere su inmueble.

A modo reiterativo, y aunque ya se analizó anteriormente, necesario es en este punto atender al siguiente aparte de la jurisprudencia constitucional, que dice:  

“En virtud de lo anterior, es claro que si bien los atributos del derecho a la propiedad privada pueden ser objeto de limitación o restricción, en aras de cumplir con las funciones sociales y ecológicas que reconoce la Constitución Política, no por ello puede lesionarse su núcleo esencial que se manifiesta en el nivel mínimo de ejercicio de los atributos de goce y disposición, que produzcan utilidad económica en su titular. De este modo, el ejercicio del derecho a la propiedad privada, no puede ser objeto de restricciones irrazonables o desproporcionadas, que se traduzcan en el desconocimiento del interés legítimo que le asiste al propietario de obtener una utilidad económica sobre sus bienes.” 

Acompasado con lo anterior, la H. Corte Constitucional en el estudio de constitucionalidad de la Ley 388 de 1997, que rige lo concerniente a las expropiación de bienes inmuebles entre otras cosas por motivos de utilidad pública, cuyo trámite omitió la entidad a condenar (omisión de adquisición), indicó en cuanto a la indemnización a reconocer a los propietarios de bienes expropiados, lo siguiente: 

“La determinación del precio de oferta en la expropiación por vía administrativa se hace de la misma forma que para la expropiación por vía judicial, esto es, por certificación del avalúo comercial del bien que haga el Instituto Colombiano Agustín Codazzi o peritos privados. Aun cuando las normas hablan del precio de oferta con referencia únicamente al avalúo comercial del bien, la Ley 388 de 1997 tiene en cuenta la destinación económica del bien y su reglamentación urbanística en la determinación del precio de adquisición del bien.
 

En la determinación del precio de adquisición se tiene encuenta el mayor valor o plusvalía generada por el anuncio del proyecto, el cual será descontado del precio de oferta, según lo que establece el parágrafo 1 del artículo 61 de la Ley 388 de 1997.

El monto de la indemnización será fijado de acuerdo con el avalúo comercial realizado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi o por peritos, de conformidad con lo que establecen los artículos 61 y 67 de la Ley 388 de 1997. Según el artículo 67 de la mencionada ley”

Así las cosas, no bastará con la determinación del precio del bien, sino que dentro del avalúo comercial del predio habrá de incluirse un rubro que corresponda a la destinación económica del inmueble, es decir, una compensación que sin corresponder a un lucro cesante, si corresponde a la ganancia que en el futuro generaría el terreno por el simple hecho de conservar su propiedad, lo que a juicio de la sala se entiende como una compensación justa por la valorización del predio y que a futuro ya no percibirá quien es objeto de expropiación. 
Trae a colación la sala tales fundamentos de la indemnización por expropiación, dado que fue precisamente dicho trámite el que omitió la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y en razón a ello, se busca en la condena de perjuicios, asimilar en la forma más certera posible, el monto de la condena a un indemnización hecha por vía expropiatoria. 
A su vez, nuestro tribunal constitucional estableció con base en las normas vigentes para cuando surgió la obligación de compra en el presente asunto, que el monto de la indemnización por expropiación debe ser justo, sin que ello equivalga siempre al reconocimiento de perjuicios por concepto de lucro cesante, pues lo que indica, es que como mínimo debe existir una compensación en los términos ya vistos. Dijo lo siguiente: 

“Aun cuando el texto constitucional no menciona expresamente si la indemnización por expropiación debe ser justa, esta exigencia se ha deducido de la referencia que hace el texto del artículo 58 de la Carta a la necesidad de ponderar los intereses de la comunidad y del afectado al momento de fijar la indemnización por expropiación.
La jurisprudencia de esta Corte ha sostenido que la referencia a los intereses de la comunidad y del afectado, corresponde claramente a la exigencia constitucional del carácter justo que debe tener la indemnización. Así ha señalado: “esta frase significa que la indemnización debe ser justa, realizando así este alto valor consagrado en el Preámbulo de la Carta, lo cual concuerda, además, con el artículo 21 del Pacto de San José”, según el cual “ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social en los casos y según las formas establecidas por la ley.”
 

La referencia a los intereses de la comunidad y del particular afectado también resalta un cambio fundamental introducido por el Constituyente en 1991: la fijación del valor de la indemnización difícilmente puede hacerse de manera abstracta y general, sin tener en cuenta el contexto de cada caso, sino que requiere la ponderación de los intereses concretos presentes en cada situación, para que el valor de la indemnización corresponda en realidad a lo que es justo. Esta característica puede llevar a que el juez, luego de ponderar los intereses, en cada caso, establezca una indemnización inferior al total de los daños ocasionados por la expropiación, pero sin que pueda, dado que el Acto Legislativo No. 1 de 1999 excluyó la posibilidad de expropiación sin indemnización, llegar a la conclusión de que no hay lugar a indemnización adecuada, como ya se dijo.

… El artículo 58 de la Carta no dice que la indemnización debe ser plena.
 En cuanto al alcance de la indemnización en el caso de expropiación, esta Corte aclaró, en la misma sentencia C-153 de 1994 citada, que comprende el daño emergente y el lucro cesante, pues puede cumplir, en principio, una función reparatoria. Dijo entonces la Corte:

La indemnización es pues una consecuencia de la facultad expropiatoria del Estado. Ella se explica por el deber de reparación que surge a raíz del ejercicio de dicha facultad: la producción de un daño generado por una actividad legítima de la acción administrativa. 

La actividad es legítima porque la expropiación sólo opera por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, prevaleciendo así el interés general para cumplir los fines esenciales del Estado, de que trata el artículo 2° superior: promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Pero ese daño legítimo debe en principio ser indemnizado (...), porque la persona expropiada no tiene por qué soportar una carga específica que debe asumir toda la sociedad, en razón del principio de igualdad de todos ante las cargas públicas, cuyo fundamento es el derecho de igualdad establecido en el artículo 13 de la Carta. Esto explica entonces que el ordenamiento superior haya consagrado el derecho a la indemnización reparatoria en cabeza del afectado.

(...)

Por todo lo anterior, es evidente que la indemnización prevista por el artículo 58 de la Constitución es reparatoria (...), ya que ella debe comprender el daño emergente y el lucro cesante que hayan sido causados al propietario cuyo bien ha sido expropiado. Y en caso de que no haya forma de comprobar el lucro cesante, se puede indemnizar con base en el valor del bien y el interés causado entre la fecha de entrega del mismo y la entrega de la indemnización. (subrayado fuera de texto)

De lo anterior surge que la indemnización no se limita al precio del bien expropiado. Si bien la jurisprudencia reconoce que el particular también sufre daños adicionales a la pérdida patrimonial del inmueble, el cálculo del resarcimiento que deba recibir el particular, no se limita a considerar el valor comercial del bien, sino que puede abarcar los daños y perjuicios sufridos por el afectado por el hecho de la expropiación.
 

No obstante lo dicho aquí, la Corte constata que el artículo 58 Superior no exige que quien sea expropiado reciba además de la indemnización por el daño emergente y el lucro cesante, también el pago de todos los costos adicionales que sean necesarios para adquirir un bien de las mismas características al expropiado y restituir al particular a condiciones similares a las que tenía antes de la expropiación. La indemnización en caso de expropiación no debe cumplir siempre una función restitutiva y, por eso, no tiene que ser integral. 

… En primer lugar, el artículo 58 se refiere a un daño que no es antijurídico, puesto que el mismo texto constitucional establece que el particular debe soportar la carga de ser expropiado, es decir, el daño resultado de la expropiación sí debe ser soportado por el expropiado, lo cual no significa que dicho daño no deba también ser indemnizado, por mandato expreso de la Constitución. La existencia de tal deber justifica que la indemnización en caso de expropiación no tenga siempre que ser integral –como si lo exige el artículo 90 Superior. En segundo lugar, el artículo 58 Superior regula expresamente la fijación de la indemnización en caso de expropiación para indicar que ésta no se basa exclusivamente en los intereses del afectado, es decir, en el interés privado en que la indemnización sea lo más elevada posible y comprenda todas las cargas que ha soportado, sino que ha de fundarse también en los intereses de la comunidad.

… De tal manera que el requisito constitucional de que la indemnización sea justa, lleva necesariamente a no exigir que siempre responda integralmente a los intereses del afectado. En ciertas ocasiones dicha indemnización puede cumplir una función meramente compensatoria, en otras, una función reparatoria que comprenda tanto el daño emergente como el lucro cesante, y ocasionalmente una función restitutiva, cuando ello sea necesario para garantizarle efectividad de derechos especialmente protegidos en la Carta, como se verá a continuación.

… La función de la indemnización es, por regla general, de orden reparatorio. Comprende tanto el daño emergente como el lucro cesante. No obstante, en algunas circunstancias, al ser consultados los intereses de la comunidad y asumir dichos intereses un peso especial, ésta puede reducirse y cumplir tan sólo una función compensatoria.” 
 (Subrayado fuera del texto original). 
Como se ve, la indemnización por expropiación o por la omisión de tal trámite para la compra de determinado inmueble, como en el presente asunto, debe corresponder siempre en lo mínimo a una compensación a favor del afectado, sin que en todos los casos se haya que otorgar el valor del lucro cesante o incluso el daño emergente. 
Bajo tales supuestos, la sala considera que por compensación ha de entenderse en supuestos básicos el valor comercial del bien, con inclusión de la correspondiente ganancia que por determinada actividad económica este hubiese podido generar, todo ello, bajo reglas claras y preexistentes de indemnización, en este caso, de avalúo comercial, pues con tales criterios corresponderá a una indemnización justa. 

De este modo, procedente es reconocer los siguientes perjuicios a la parte actora, con el objetivo primordial de reparar el derecho mínimo de utilidad que espera de su condición de propietario del predio La Providencia. 

Como se vio, la controversia en esencia versó sobre la obligación de compra que recayó por mandato judicial en la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., ello respecto del predio La Providencia de propiedad del aquí actor y que por ser parte del humedal Jaboque o de su ronda de protección, fue declarado de utilidad pública, por lo que a modo de perjuicio material en la modalidad de daño emergente procedente es reconocer el valor de tal inmueble y la gancía económica que a futuro generaría (compensación), con el consecuente traslado del derecho de dominio a dicha entidad, por lo que esta sentencia constituirá el título traslaticio de dominio, para cuya tradición deberá ser registrada en el folio de matricula inmobiliaria No. 50C- 1561366.

El valor a pagar a cargo de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y a favor del actor, por el predio la Providencia se calculará conforme a las pruebas allegadas al plenario, así: 

Como antes se mencionó, entre el demandante y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., existió comunicación cruzada tendiente a materializar la compra del inmueble La Providencia, sin embargo ello no se culminó por las aparentes ambigüedades respecto de la titularidad del predio, sin embargo, obra prueba que mediante oficio No. 25200-2009-2799 del 18 de septiembre del año 2009, el Director Administrativo de Bienes Raíces de la entidad condenada, solicitó a la empresa Asesorias Auditorias y Avalúos Lonja Inmobiliaria, lo siguiente: 

“De acuerdo a lo estipulado en el contrato No. 2-02-25200-751-2008, atentamente solicito se realice las visitas técnicas respectivas para la consecución de los avalúos comerciales de los bienes inmuebles relacionados en el Formato F1, como de igual forma los avalúos de actividad económica…” (fol. 257 c3). Subrayado fuera del texto original). 
En razón a ello, el 9 de octubre del año 2009, la empresa Asesorias Auditorias y Avalúos Lonja Inmobiliaria, entregó a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado D.C. el informe 751-JBQ-367, que se circunscribió al predio La Providencia, y para su avalúo se  indicó entre otras cosas, lo que a continuación se transcribe: 

“USO ACTUAL

Lote sin desarrollar, en la actualidad ocupado por parte del humedal Jaboque, el cual se encuentra en alto grado de deterioro y contaminación debido a la disposición de escombros y basuras, además de la descarga de aguas servidas provenientes de barrios aledaños, la cual genera un aporte de materia orgánica y sedimentos. Adicional a lo anterior se presenta el uso de pastoreo de ganado sabanero en la zona donde no existe la condición de humedal. 

… ACTIVIDADES DE USO PREDOMINANTE

En general el sector se ha caracterizado por un heterogéneo proceso de desarrollo urbano en el cual se inició en el costado occidental de Engativá extendiéndose hacía la ronda del Humedal Jaboque con construcciones populares tipo 2, actualmente las construcciones presentes en cercanías al humedal Jaboque han sido construidas mediante el proceso de desarrollo a pulso y sin norma las cuales a través del tiempo se han ido legalizando parcialmente, prestando servicios básicos de acueductos y energía. Sin embargo en los últimos años han aparecido procesos urbanísticos regulados que han mejorado la condición urbana y han generado desarrollo y valorización al sector.  
… METODOLOGÍA. 

El presente informe cumple con las normas legales del decreto 1420 y metodologías de la Resolución 620 del IGAC. En desarrollo del trabajo se utilizó el siguiente método para determinar los valores reportados. 

Se analizaron los planos y aerofotografías del IGAC, los planos del DAPD y los avalúos realizados por el IGAC para parte de los mismos predios, en marzo de 1999, según oficio IGAC 3396, avalúos realizados por la Cámara de Propiedad Raíz y avalúos realizados por la Sociedad Colombiana de avaluadores entre los años 1999 y 2004. Escrituras de compra de predios del sector y de parte del humedal del año 1998.

Adicional a lo anterior se efectuó un desarrollo potencial del predio en la zona que no debería haberse inundado por efecto de los vertimientos de aguas negras causadas por los barrios vecinos y las obras ejecutadas por el Acueducto que condujo las aguas negras del sector al humedal. 

Los valores tomados de predios vecinos y negociaciones efectuadas por el acueducto consideran el valor comercial de lotes para vivienda social con urbanismo básico, en este caso se aplica la fórmula de la Resolución 620 de 2008, de valor bruto. V.T.B. = AU (Vtu –Cu)

                                                      ---------------

                                                        1 + g

NOTA

La metodología ha sido aplicada al inmueble en su totalidad y de allí se desprende el valor final del avalúo. 
El cálculo del valor consideró tres alternativas. Primero: el desarrollo del predio sin considerar las causas que lo degradaron y lo convirtieron en humedal de aguas residuales causadas en gran parte por el Acueducto a conducir las aguas servidas al sector con base en el proyecto realizado en los años setenta con crédito internacional. Segundo: Se consideró el valor del daño causado mediante el ejercicio del daño emergente y el lucro cesante, valores que resultaron demasiado altos, tomando como base el mismo ejercicio anterior, tomando el año base antes de 1970 y calculando el daño con base en la tasa de interés corriente bancario, como lo establece el Decreto 1420 y posteriormente calculando el daño emergente causado. Tercero, se calculó el valor con base en el mismo ejercicio descrito en el punto dos, pero esta vez a partir del año 1998, fecha en la cual se expidió la resolución de acotamiento de humedal. 
… AVALÚO COMERCIAL

	PROPIETARIO
	Jorge Enrique Cortes Rojas

	ÍTEM
	ÁREA (m2)
	VR: UNITARIO
	VALOR TOTAL 

	TERRENO
	979.603,44
	$58.000.00
	$ 56.816.999.520

	
	
	
	

	VALOR AJUSTADO
	
	$56’817.000.000


Ver folios. 258 a 272 c3. 

Como se observa, la misma Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., fue la que encomendó la realización del avalúo del predio La Providencia, y por consiguiente se presumiría que este era el valor que estaba dispuesta a pagar por dicho inmueble, recalcándose que ello se efectuó antes de la interposición de la demanda y sin avizorar en ese entonces un posible litigio, pues certeramente se encontraban en estudios para la compra del terreno, aspecto que edifica certeramente credibilidad en la sala.  
Ahora, obsérvese que el avalúo en comento se ciñó a la normatividad que para ese momento regía la realización de avalúos, así, se encuentra que mediante el Decreto 1420 de julio 24 de 1998, el Gobierno Nacional reglamentó entre otros los artículos 56, 61, 62, 67, 75, 76, 77, 80, 82, 84 y 87 de la Ley 388 de 1997, y específicamente en su artículo 23, dicho decreto dispuso: 

“ARTICULO 23. En desarrollo de las facultades conferidas por la ley al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, las normas metodológicas para la realización y prestación de los avalúos de que trata el presente decreto serán señaladas por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, mediante resolución que deberá expedir dentro de los sesenta (60) días hábiles siguientes a la publicación de este decreto, la cual deberá publicarse en el Diario Oficial.”
Y en cumplimiento de tal mandato, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi expidió la Resolución 620 del 23 de septiembre del año 2008, “Por la cual se establecen los procedimientos para los avalúos ordenados dentro del marco de la Ley 388 de 1997”, y que tuvo como fundamento para su expedición “Que es de suma importancia tener procedimientos unificados, claros y actualizados para que las personas que se encarguen de realizar los avalúos especiales puedan contar con un marco único para su ejecución”. 

Por su parte, la fórmula utilizada en el avalúo que solicitó la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.; fue la consagrada en el artículo 15 de la citada resolución, que indica: 

“ARTÍCULO 15. Para la estimación del precio de un terreno en bruto, cuando por las condiciones del mercado no se pueda estimar directamente, se calculará partiendo del valor del terreno urbanizado, y se aplicará la siguiente fórmula:
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En donde:

	% AU
	Porcentaje área útil.

	Vtu
	Valor del terreno urbanizado.

	g
	Ganancia por la acción de urbanizar.

	Cu
	Costos de urbanismo.


(Debe incluir los costos financieros y no solo los de obra).”

Es decir, que el avalúo en cuestión se hizo conforme a los parámetros establecidos por la autoridad pública competente para tal fin, que además de tener fundamento en el Decreto 1420 de julio 24 de 1998, tenía como respaldo el artículo 61 de la Ley 388 de 1997, que dice: 

“Artículo  61º.- Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989:

 El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica.” (Subrayado fuera del texto original). 
Norma que si bien habla de la enajenación voluntaria de bienes al Distrito, es aplicable a aquellos cuya indemnización se da por expropiación administrativa: 

“Artículo 67º.- Indemnización y forma de pago. En el mismo acto que determine el carácter administrativo de la expropiación, se deberá indicar el valor del precio indemnizatorio que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual al avalúo comercial que se utiliza para los efectos previstos en el artículo 61 de la presente Ley…”
Como se observa, dentro del avalúo comercial del predio La Providencia se encuentra incluido no solo el valor del terreno, sino la ganancia que se generaría por la acción de urbanizar dicho inmueble, lo que presupone en los términos de la formula establecida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, una compensación por las ganancias que La Providencia generaría al señor Cortés Rojas, que sustancialmente son diferentes de un eventual monto de indemnización por lucro cesante consolidado y futuro. 

Es decir, que en el cálculo del avalúo comercial realizado a petición de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., y habiendo usado la fórmula señalada anteriormente y que fue establecida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi con plena competencia legal para ello, además de referirse al precio de un terreno en bruto y que por las condiciones del mercado no era dable estimar directamente, especificó dentro de la variables para su determinación, la determinada como “ganancia por la acción de urbanizar”, lo que equivale a decir, que se incluyó el porcentaje de utilidad que a futuro otorgaría La Providencia por el solo hecho de conservarse su propiedad, que en los términos ya referidos, hace las veces de una compensación. 
Se aclara en este punto, que si bien la fórmula usada en el avalúo comercial indicado refiere a predios urbanizados, lo cierto es que el artículo 15 de la Resolución 620 del 23 de septiembre del año 2008 (Ya citado), señala expresamente que se usa para la determinación del valor de un terreno en bruto, como bien lo es La Providencia, y el cual respecto a su valor por las condiciones del mercado no era estimable (se debía usar dicha fórmula). 
Lo anterior, fue explicado en audiencia del 18 de marzo del año 2013, en cumplimiento del artículo 116 de la Ley 1395 de 2010, en donde el señor Humberto Gómez Zapata, arquitecto, y quien fuese el representante legal de la empresa que realizó dicho avalúo, entre otras cosas por estar suscrito por el, quien con fundamento en su amplía experiencia
 sobre el tema y el conocimiento de la normatividad valuadora, indicó:
“… Como tenemos claro difícilmente vamos a encontrar en el mercado de compra y venta de humedales que nos permitan definir mediante este ejercicio el probable valor de mercado de un humedal. Así las cosas para llegar a un valor ya sabiendo que el método de reemplazo y el de reposición eran demasiado onerosos y que podían no ajustarse a la realidad practiqué un desarrollo potencial considerando el plan parcial, el porvenir predio colindante, costado norte del predio La Providencia, le desconté las afectaciones del predio de acuerdo con el plano auto-cad suministrado que equivale a 393.000 metros cuadrados aproximadamente, utilice los índices que me permite el decreto que es del 80 por ciento del área restante o sea 586.000 metros cuadrados, 80 vivienda uso residencial y 80 utilice para vivienda de interés social, adicionalmente la misma norma me exige que el índice de ocupación no debe ser superior al 30 por ciento lo cual reduce el área total que puede desarrollar 166.000 de los 769.000 metros cuadrados que tiene el predio… en otras palabras como conclusión si se permitiera hoy construir 156.000 metros cuadrados y con una altura la mitad del proyecto el porvenir es decir 10 pisos, se llegó a la conclusión que el predio podría llegar a valer 58.000 peses metro cuadrado a octubre de 2009…”  (fols. 230 a 236 c1). 
Como es notorio de la explicación dada por el perito, se debió usar el sistema de urbanización como potencial identificable del predio La Providencia, dado que sobre su real naturaleza no existe mercado económico
, y en sentido, se incluyó una ganancia por la consecuente urbanización de la que hubiese sido objeto en condiciones normales, es decir, una retribución por la desventaja que se ocasiona con el despojo (legal y justo) de la propiedad, lo que a juicio de la sala y en concordancia con la jurisprudencia constitucional, equivale a una compensación real  y efectiva, que como se evidencia, no solo incluye el valor del inmueble, sino la ganancia que este generaría. 
Se resalta además, que la veracidad de tal avalúo no fue reprochada por la entidad a condenar, habiéndose concedido las oportunidades procesales para tal fin, pero de mayor relevancia es, que cuando el dictamen pericial fue entregado a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., se requirió al representante legal de la sociedad que lo realizó, esto es, al señor Hernando Gómez Zapata, para que explicara el alcance del mismo, y una vez efectuado ello, no se presentó objeción alguna, siendo cabalmente aceptado por tal entidad. (fols. 230 a 236 c1). 
Comprueba lo anterior, el que la obligación de compra no se ejecutó no por la disparidad que hubiese con el avalúo del predio sino por otros aspectos ya analizados, lo quiere decir, que la entidad menciona es conciente y no reprochó el valor del predio La Providencia. 
De modo tal, que conforme a lo analizado, se encuentra correspondencia entre lo hecho en el avalúo comercial visto, la ley y la jurisprudencia constitucional, por lo que procedente es reconocer tal valor por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, debidamente actualizado desde octubre del año 2009, a la fecha de la presente sentencia. 
Así: 
                                                                                           IPC Final

Formula de actualización: VA = Renta Histórica.  ______________

                                                                                           IPC Inicial

                                                       115.26  (Febrero 2014 – último IPC publicado)
VA = $56’817.000.000                    --------------------------

                                                        101.98. (Octubre 2009)
VA=$64’215.801.333,5
Dicho valor será el reconocido a título de perjuicios materiales en modalidad de daño emergente, con la consecuente transferencia del derecho de dominio del predio La Providencia a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., como se precisará en la parte resolutiva de esta sentencia. 

· Lucro cesante: 
Solicitó por concepto de lucro cesante el reconocimiento de $93.329.822.263, o subsidiariamente la suma de $31’450.715.468, conforme a las compensaciones dejadas de percibir por la no compra del predio, por lo menos desde el año 2000.

La sala negará los perjuicios solicitados por concepto de lucro cesante, por las siguientes razones:

A lo largo de la argumentación probatoria de la presente sentencia, se evidenció que el actor nunca fue desprendido de la propiedad y posesión del inmueble La Providencia, por lo que en principio se asevera que no fue despojado de la producción del predio, salvo las cuestiones urbanísticas prohibidas por su declaración de utilidad pública. 

Ahora, obran en el plenario sendas pruebas que demuestran que el señor Cortes Rojas bajo el oficio ganadero explotó el bien desde que adquirió su propiedad, así lo demuestra la inspección judicial realizada  el 8 de mayo del año 2013, cuando en el recorrido por la finca la Providencia “nos encontramos con semovientes (vacas) y el despacho pregunta: ESAS VACAS DE QUIEN SON? A lo que el demandante CONTESTÓ: Esas vacas, se arrienda a veces a la gente para pastorear.” (fol. 364 c1). 

Y seguidamente, “… se procede a interrogar a CAMPO EUCARDO ZARATE GONZÁLEZ… PREGUNTADO: cual es la razón de su presencia acá. CONTESTÓ: Administrador de la finca de don Jorge Cortes. PREGUNTADO: Hace cuanto ejerce esa función. CONTESTÓ: Hace doce años. …PREGUNTADO: Cuantas vacas han tenido. CONTESTÓ: anteriormente se han tenido 100, 120 y hasta 150 reses. PREGUNTADO: De leche o carne: de leche y de carne. PREGUNTADO: Agrícola que ha hecho. CONTESTÓ: maíz y fresas. …PREGUNTADO: Hace cuanto tiempo hace eso. CONTESTÓ: Eso hace unos 8 años para acá eso es solo agua. PREGUNTADO: Usted que ha hecho durante esos ocho años. CONTESTÓ: estar pendiente de la finca, siempre protegiéndola que no se entren los señores del Acueducto…” (fol. 365 c1). 
Como se evidencia, según el administrador de la finca La Providencia, quien fue interrogado en la audiencia de inspección judicial, se indicó que el predio la Providencia fue explotado por el señor Cortes Rojas hasta 8 años antes de la realización de la inspección judicial, lo que consecuencialmente arroja la siguiente conclusión, que incluso se avizoró desde el estudio de la caducidad de la acción. 

El hecho por el cual se condena a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C. , es por la omisión en la compra del predio la providencia, obligación a la fecha incumplida y que como se dijo en el acápite respectivo no caducó, ahora los hechos referentes a perjuicios generados por la presunta invasión de la finca por aguas vertidas de parte de la entidad aludida, datan según el testigo de ocho (8) años atrás, lo que encarna una pretensión autónoma y que evidentemente para su reconocimiento esta fuera del término legal, esto es, hay caducidad de la acción frente a dichas reclamaciones. 

Se evidencia que si bien la reclamación de perjuicios por la presunta ocupación del inmueble por parte de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., al vertir aguas al predio La Providencia, en la demanda se plasmó como una pretensión consecuencial de la primera principal, lo cierto es que en verdad constituye un resarcimiento de perjuicios por un hecho u omisión (daño) diferente al que motiva la declaratoria de responsabilidad, que además de no encontrar relación material (nexo causal), es evidente que se encuentra caducada. 

Como se dijo en el acápite de caducidad de la acción, hay que diferenciar las reclamaciones por la omisión de compra del predio La Providencia (no caducada), con las peticiones de responsabilidad que corresponde a una presunta ocupación del bien inmueble, pues son daños distintos y no dependientes uno del otro. 

Tan cierto es lo anterior, que los perjuicios caducados y que aluden al lucro cesante reclamado, fueron plasmados dentro de la pretensión subsidiaria de la principal que esta contenida en la demanda, lo que demuestra que el actor conoce la existencia de los dos daños aludidos por la sala, pero que respecto del segundo (presunta ocupación) ya superaron el término legal para poder efectuar su reclamación. 

Sumado a ello, la pretensión del lucro cesante aduce a reconocimiento de las presuntas compensaciones tasadas por el perito valuador ya referido, sin embargo, como se vio en el estudio del daño emergente, en la fórmula de cálculo del avalúo comercial del predio La Providencia se incluye por disposición reglamentaria (Resolución del Agustín Codazzi), el margen de utilidad que dicho inmueble hubiese generado por la acción de urbanizar, es decir, por su utilización fructífera, sin que en momento alguno pueda constituir un lucro cesante, sino un compensación incluida en el daño emergente. 
Ahora, el lucro cesante corresponde en esencia a las mermas económicas que se han ocasionado en la productividad del predio La Providencia desde el momento en que nació la obligación de compra hasta la fecha de esta sentencia (consolidado), y el frustrado en adelante (futuro), para lo cual debe concurrir un aspecto elemental, y es la demostración de la actividad económica que se ejecutaba en el inmueble y la consecuente ganancia neta que ello daba, que se ven obstaculizada por transferencia de la propiedad. 
En el presente asunto, además de considerarse que los perjuicios reclamados por lucro cesante no son una compensación, y que además se encuentran caducados por no relacionarse o tener origen directo en la transferencia del derecho de dominio, no se encuentran acreditados en el proceso, pues no existe certeza de la productividad económica que generaba el predio La Providencia al señor Cortés Rojas, ni obra demostración alguna que sus ingresos económicos provenientes de tal inmueble se hayan cercenado a futuro, pues no existe prueba que demuestre que el predio era potencialmente explotado. 
Por su parte, la inexplotabilidad del predio se imputa a daños realizados presuntamente por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., pero no corresponden a una omisión de compra del predio, sino a una circunstancia jurídica diferente, e incluso definida en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984) como ocupación permanente de un inmueble, por lo que se afianza lo ya dicho por la sala, y es que el fundamento de las pretensiones que se plasmaron como lucro cesante, configuran un daño antijurídico diferente a sustento de la declaratoria de condena que se realizará (omisión de compra), que sustancialmente superaron el plazo legal para su reclamación, por lo que no es dable su reconocimiento por falta de nexo causal (con la omisión de compra), y por caducidad en su reclamación al tomarse como pretensión independiente. 

Se concluye entonces, que la transferencia del dominio del predio La Providencia a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., no genera ningún perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, por cuanto al momento de la presente sentencia no se ve frustrada ninguna ganancia del señor Cortés por la explotación del mismo, ni tan siquiera la explotación ganadera de la finca, pues no hay prueba que indique el porcentaje o margen de ventaja que ello ocasionaba. 

Debe decirse igualmente, que el no reconocimiento del perjuicio material en lucro cesante, como se vio, esta concebido como justo en casos específicos como el presente, ello de acuerdo a la jurisprudencia constitucional antes estudiada, y que a modo de reiteración se cita nuevamente en el aparteme pertinente: 

Por todo lo anterior, es evidente que la indemnización prevista por el artículo 58 de la Constitución es reparatoria (...), ya que ella debe comprender el daño emergente y el lucro cesante que hayan sido causados al propietario cuyo bien ha sido expropiado. Y en caso de que no haya forma de comprobar el lucro cesante, se puede indemnizar con base en el valor del bien y el interés causado entre la fecha de entrega del mismo y la entrega de la indemnización. (subrayado fuera de texto
)
En el presente asunto, bien sea porque el lucro cesante no se encuentra demostrado (actividad económica), y en consecuencia la transferencia del dominio no genera la alteración o frustración de una rentabilidad económica generada por el predio La Providencia, o de la productividad de un negocio dependiente de tal terreno; o porque dichos perjuicios se hacen consistir en una presunta ocupación del predio desde hace 8 años atrás (Deposito de aguas), ocupación permanente por demás, respecto de lo cual la reclamación se encuentra caducada, lo cierto es que no hay lugar al reconocimiento de perjuicios materiales por lucro cesante, con la afirmación constitucional de que ello no torna injusta la indemnización a otorgar. 
Finalmente, como pretensión errada de compensación se solicitó lo tasado por el mismo perito que realizó el avalúo comercial del predio La Providencia, que realmente corresponde a un presunto perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, y que asciende a una de estas dos sumas de dinero: 

· $93.329.822.263, calculado desde el año 1990.

· $31’450.715.468, calculado desde el año 2000. (Ver folio 274 c3). 

Respecto del primer rubro y que atañe a la pretensión principal del lucro cesante, la sala encuentra que corresponde a presuntos perjuicios ocasionados desde el año 1990, es decir, desde antes de que el señor Cortés fuera el propietario del inmueble La Providencia, por lo que tajo se evidencia que no es sujeto pasivo de los daños que bien se hubiesen producido desde antes de ser el propietario del mencionado predio, por lo que no podrían reconocérsele, aunado a que no están demostrados y recae la caducidad de la acción frente a ellos como ya se dijo. 
Frente a la pretensión subsidiaria de tales perjuicios, y que aluden a la segunda suma plasmada anteriormente, encuentra la sala que como perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante consolidado no se encuentran demostrados y también recae la caducidad de la acción frente a ellos, sin embargo, si en gracia de discusión se entendieran como el rubro efectivo del cálculo de la compensación a reconocer al señor Cortés Rojas, estos se entenderían inmersos en el avalúo comercial del predio La Providencia antes visto, por la siguiente razón: 

El avalúo catastral del predio La Providencia para el año 2012, según certificación de la Unidad Administrativa Especial de Catastro, asciende a la asuma de $32’620.795.000, y sumado a este valor el referido por presunta compensación desde el año 2000, que es de $31’450.715.468, tendríamos un resultado de $64’071.510.468, que actualizado a la fecha de la presente providencia daría $66’042.588.951,3. 
Así entonces, existe aproximación cernaza entre tales valores, lo que lleva a sala a confirmar certeramente con criterio de equidad (compensación) que dentro del avalúo comercial del predio ya analizado, se encuentra inmerso el valor a reconocer por compensación, de modo tal, que en aras de reconocer un monto justo conforme lo ha dicho la jurisprudencia constitucional, esta colegiatura opta por el reconocimiento de la suma analizada como daño emergente y compensación incluida, pues reviste de mayores elementos objetivos de juicio que otorgan credibilidad a la sala al respecto. 

Con todo, los perjuicios pedidos como lucro cesante y referidos en la pretensión principal y subsidiaria que se estipularon en la demanda, no serán reconocidos teniendo como fundamento principal su no demostración y su caducidad, lo cual será declarado en la parte resolutiva de esta sentencia. 
· Perjuicios morales: 
Por perjuicios morales se solicitó la suma de 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, debido a la presunta congoja que le produjo no haber podido disponer de sus derechos de propiedad, o a la incertidumbre que al respecto aludían las autoridades públicas. 

Al respecto, encuentra la sala que en el proceso existen testimonios de los señores Pedro Pinzón, Eucardo Campo Zarate González y Erwin Contreras Riobueno, quienes adujeron que el señor Cortes Rojas padeció sufrimiento por los hechos que originaron la presente controversia, al punto que tuvo un infarto por tal circunstancia. (ver folios. 231 a 234 c1). 

Sobre tal probanzas testimoniales, la sala encuentra que si bien relatan hechos que les constan sobre el señor Cortes Rojas, esencialmente el haber padecido un infarto, lo cierto es que no hay concepto médico que certifique las causas del mismo, es decir, que pueda ser asociado a estrés, preocupación o incertidumbre de la suerte de alguno de sus bienes inmuebles, por lo que tales declaraciones si bien dan cuenta de la ocurrencia de un suceso, no permiten dilucidar su real causa generadora. 

Por otro lado, en el proceso se demostró que el señor Cortes Rojas nunca perdió el dominio y posesión del predio La Providencia, y en tal sentido ningún perjuicio de orden inmaterial puede causar tal circunstancia pues no sucedió, por lo que en sala no se edifica certeza sobre la consolidación de un perjuicio moral derivado de la omisión de compra de inmueble plurimencionado, y en dicho sentido este será negado. 

Lo perjuicios reconocidos a la parte actora, en virtud de cesión de derechos litigiosos por el 20% de los mismos, será reconocida a la señora Kelly Andra Eslava Montes, conforme a la aceptación que de ello se dio mediante auto del 14 de febrero del año 2013 y ello se hará extensivo a los perjuicios que resultaren de un eventual acuerdo conciliatorio o de una modificación de la condena en segunda instancia.  (fols. 215 a 216 c1). 

· Objeción grave al dictamen pericial presentado por el auxiliar de la justicia Pedro Ovidio Ortega Gelves. 

El señor Pedro Ovidio Ortega Gelves presentó su dictamen pericial el 28 de mayo del año 2013, y las aclaraciones y complementaciones del mismo el 28 de junio del mismo año (c 9 y 10). 

Dicho dictamen pericial versó sobre la necesidad de establecer quien era el propietario del predio la Providencia, sus antecedentes registrales y la conformación de sus linderos, de igual forma sobre la verificación material de las condiciones del mismo, llegando a similares conclusiones a las que encontró la sala en la argumentación dada para resolver la controversia. 

El 12 de julio del año 2013, la apoderada de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., presentó objeción por error grave a dicho dictamen (fols. 435 a 442 c1), lo mismo hizo la apoderada de Bogotá D.C. – Concejo Distrital y el departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público. Fols. 443 a 448 y 449 a 460 c1). 

Debe decirse, que del dictamen pericial mencionado se había corrido traslado mediante auto del 31 de mayo del año 2013, y en el mismo se fijaron los honorarios del perito, providencia que fue modificada por su similar del 24 de junio del mismo año. (fols. 404 a 405 y 428 a 430 c1). En tales proveídos se indicó que por ser el dictamen pericial una prueba conjunta, los sujetos procesales deberían pagar los honorarios a prorrata. 

Ahora, de tiempo atrás esta sala ha sostenido la siguiente posición:  

“Al respecto encuentra la sala, que si bien la parte demandada objetó por error grave el dictamen pericial presentado por el auxiliar de la justicia Jorge Hernán Barrera Arias, dentro del término señalado por la ley, lo cierto es que no presentó al despacho dentro del traslado de la objeción propuesta contra el dictamen, los depósitos judiciales contentivos de los honorarios del perito, requisito exigido por el artículo 239 del Código de Procedimiento Civil, por lo que insatisfecho en el proceso de la referencia tal exigencia legal, no se ha de dar trámite a la objeción en comento.”

Y se refiere esta corporación al pago de los honorarios del dictamen pericial esencialmente cuando no están a cargo de la parte objetante, es decir, un título de deposito judicial que hace las veces de caución previniendo la interposición de objeciones graves temerarias o superfluas. 

En el caso concreto, para dar trámite a las objeciones mencionadas, la partes indiciadas como objetantes por error grave del dictamen pericial, han debido además de aportar el título de deposito judicial de la parte de los honorarios que les correspondió (fols. 462 y 465 c1), similar que comprobara la consignación de la parte que no se encontraba a su cargo, para la configuración del mencionado requisito del artículo 239 del Código de procedimiento Civil, lo cual en el presente caso no se dio y por lo tanto no se dará trámite a las objeciones mencionadas, en consecuencia se ordenará hacer entrega de los títulos de depósito judicial contentivos de los honorarios al perito Pedro Ovidio Ortega. 

COSTAS PROCESALES
El artículo 171 del CCA establece que la condena en costas procede cuando se advierte una actuación temeraria o de mala fe en la parte vencida en el proceso. No obstante, observada la actuación que reposa en el expediente, la sala no encuentra mérito para proferir condena en costas a ninguna de las partes.
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA – SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A
PRIMERO. No dar trámite a la objeción por error grave presentada por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá D.C., el Departamento Administrativo de la Defensoría del espacio Público y el Concejo Distrital – Distrito Capital D.C. en contra el dictamen pericial, rendido por el auxiliar de la justicia Pedro Ovidio Ortega, de conformidad con la parte motiva de esta providencia, en consecuencia, previa verificación secretarial de requerimiento de embargo de los honorarios del perito por otra autoridad, hágansele entrega al mismo. 
SEGUNDO: Declarar no probadas las excepciones propuestas por las entidades demandadas, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
TERCERO: Declarar la caducidad de la acción frente a las pretensiones de reconocimiento de lucro cesante (principal y subsidiaria), de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

CUARTO: DECLARAR administrativamente responsable a LA EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ D.C. por el daño causado al actor, predicado de la omisión de acatamiento a lo decidido y ordenado por el H. Consejo de Estado en sentencia del 20 de septiembre del año 2001
, que se circunscribió a la compra del predio La Providencia por encontrarse en la ronda de protección del humedal Jaboque, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

QUINTO: CONDENAR a LA EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ D.C., por concepto de PERJUICIOS MATERIALES en modalidad de daño emergente, al pago de la suma de sesenta y cuatro mil doscientos quince millones ochocientos un mil trescientos tienta y tres pesos con cinco centavos M/Cte ($64’215.801.333,5), que será pagada a las siguientes personas en los porcentajes que se discrimina a continuación: 

· Para la señora KELLY ANDREA ESLAVA MONTES, en virtud de la cesión del 20% de los derechos litigiosos que se reconozcan como resultado de la presente controversia, bien sea por acuerdo conciliatorio o modificación en segunda instancia, pero que en todo caso conforme a la condena impuesta en esta providencia la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ D.C., deberá pagarle la suma correspondiente a doce mil ochocientos cuarenta y tres millones ciento sesenta mil doscientos sesenta y seis pesos con siete centavos ($12’843.160.266,7), de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

· Para el señor JORGE ENRIQUE CORTES ROJAS, la suma correspondiente a cincuenta y un mil trescientos setenta y dos millones seiscientos cuarenta y un mil sesenta y seis pesos con ocho centavos ($51’372.641.066,8), de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
SEXTO: La presente sentencia constituye título traslaticio de dominio de la finca La Providencia, identificada con folio de matricula inmobiliaria No. 50C-1561366, a favor de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ D.C., y en consecuencia, previo pago de las sumas de dinero detalladas en el numeral anterior, deberá ser registrada en la correspondiente oficina de instrumentos públicos a efectos de configurar la tradición del predio, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SÉPTIMO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, conforme lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia.
OCTAVO: CÚMPLASE lo normado en los artículos 176 y 177 del C.C.A., para efectos de ejecución de la presente sentencia.

DÉCIMO: Sin condena en costas.
UNDÉCIMO: En caso de que la presente decisión no fuese apelada, súrtase el grado jurisdiccional de consulta, ante la Sección Tercera del H. Consejo de Estado – Reparto, conforme lo estipula el artículo 184 del Código Contencioso Administrativo.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
CARLOS ALBERTO VARGAS BAUTISTA

Magistrado

HENRY A. BARRETO MOGOLLÓN    LEONARDO A. TORRES CALDERÓN                                 Magistrado                                               Magistrado

HT. [image: image3.png]



FUENTE: MAPA DIGITAL DE BOGOTA -UAECD








� Las pretensiones de la demanda fueron objeto de reforma, por lo cual se toman las consignadas en el escrito de corrección de la demanda, por ser las contenidas allí las definitivas. 


� Que resolvió el recurso de reposición  interpuesto contra el auto admisorio de la demanda. 


� Auto del 10 de octubre del año 2012, visible a folios 92 a 95 del cuaderno No. 1 del expediente. 


� Consejo de Estado - Sala  de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera - Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez - Bogotá, D.C. 10 de Agosto de 2005 - Radicación Número: 44001-23-31-000-1994-03444-01(13444)





� Consejo de Estado, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 14 de mayo de 2009, Rad. 630012331000199900628 02 (25.901), MP: Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 14 de mayo de 2009, Rad. 630012331000199900628 02 (25.901), MP: Mauricio Fajardo Gómez., véase también sentencia de la misma corporación, proferida el nueve (9) de junio de dos mil diez (2010), Radicación número: 19001-23-31-000-1995-02012-01(18155), Consejera ponente (E): GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ.

















� Providencia del 10 de octubre del año 2012 (fols. 92 a 95 c1). 


� Sentencia de 18 de octubre de 2007. Consejero Ponente: Dr. Enrique Gil Botero. Sección Tercera.  Radicación No: 25000-23-27-000-2001-00029-01(AG).


� Sentencia de 19 de julio de 2006, Consejero Ponente Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Radicación N° 44001-23-31-000-2004-00415-01(28836)








� En tal sentido la jurisprudencia de la Sección ha señalado que si bien el término de caducidad empieza a correr a partir de la ocurrencia del hecho o la omisión, cuando no puede conocerse, en el mismo momento, cuáles son las consecuencias de éstos, debe tenerse en cuenta la fecha en la que se determina que el perjuicio de que se trata es irreversible y el afectado tiene conocimiento de ello, es decir, que el término de caducidad no puede comenzar a contarse desde una fecha anterior a aquélla en que el daño ha sido efectivamente advertido. En tal sentido pueden consultarse, entre otras, las siguientes providencias: sentencia de 26 de abril de 1984, expediente 3393; sentencia de 29 de junio de 2000, expediente 11.676; sentencia de 29 de enero de 2004, expediente 18.273; auto de 10 de junio de 2004, expediente 25854; sentencia de 16 de febrero de 2006. Expediente 15.251; y, sentencia de 22 de julio de 2009, expediente 15.628.


� Consejo de Estado – Sección Tercera. Sentencia del veinticinco  (25) de agosto  de dos mil once (2011). Radicación número: 19001-23-31-000-1997-08009-01(20316). Consejero ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN.


� Aspecto que será objeto de análisis mas adelante. 


� Folio. 106 c3.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, providencia de julio diecinueve (19) de dos mil siete (2007), Radicación número: 25000-23-26-000-1997-05395-01(24125), Consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GÓMEZ














� Fols. 92 a 95 c1.


� Sentencia Corte Constitucional C- 043 de 2004, M. P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra


� Sentencia 11401 del 00/03/02, M.P. ALIER EDUARDO HERNÁNDEZ ENRIQUEZ.


� Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsecciòn B, Providencia de octubre veinte (20) del año dos mil once (2011), Referencia 110013331038200700073 01, Magistrado Ponente: Carlos Alberto Vargas Bautista. 








� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de abril once (11) de dos mil doce (2012), Radicación:    25000232600019975240 – 01 (23415), CONSEJERO PONENTE: Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del once (11) de abril de dos mil doce (2012), Radicación número: 52001-23-31-000-1996-07799-01(17434), Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA.





� Fecha de expedición de la Constitución Política de Colombia. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, 4 de mayo de 2000, expediente 17566 C.P. Maria Elena Giraldo Gómez; 27 de noviembre de 2002, expediente 13541 C.P. María Elena Giraldo Gómez; 31 de agosto de 2006, expediente 28448, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; 21 de mayo de 2008, expediente 2675, C.P. Ramiro Saavedra Becerra; 13 de agosto de 2008, expediente 35062, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� C. de P. Civil: “El que presente un documento privado en original o reproducción mecánica, podrá pedir su reconocimiento por el autor, sus herederos, un mandatario con facultades para obligar al mandante en actos de la misma índole, o el representante de la persona jurídica a quien se atribuye…”.


� En este sentido, ver sentencias de 18 de septiembre de 1997, exp: 9.666; de 21 de febrero 21 de 2002, exp. 12.789, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez y de 26 de mayo de 2010, exp. 18.078, C.P. Gladys Agudelo Ordóñez. 


� Consejo de Estado. Sección Tercera-Subsección B. Sentencia del 27 de octubre de 2011. Exp: 20.450. CP Ruth Stella Correa Palacio.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del (18) dieciocho de enero de dos mil doce (2012), Radicación número: 73001-23-31-000-1999-01250-01(19920), Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA


� Corte Constitucional, Sentencia C-023 del 11 de febrero de 1998.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del ocho (8) de febrero de dos mil doce (2012), Radicación número: 88001-23-31-000-2000-00014-01(22244), Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA.


� Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sentencia del dieciocho (18) de julio del año dos mil trece (2013), Radicado: No. 250002326000200901022, Magistrado Ponente: Carlos Alberto Vargas Bautista. Providencia sin salvamento ni aclaraciones de voto.  





� Ver sentencia de unificación del Consejo de Estado – Sección Tercera. Providencia del 28 de agosto del año 2013. Radicado No. 25022. Consejero Ponente. Enrique Gil Botero. 


� Constitución Política de 1991. Art. 1. “Colombia es un estado Social de Derecho, organizada en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.” (Subrayado propio).


� Corte Constitucional, Sentencia SU-747/98, Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ


� Constitución Política de 1991. Art. 2. “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.


Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.”  (Subrayado propio). 


� Constitución Política de 1991. Art. 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 


El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 


El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 





� Constitución Política de 1991. ARTICULO 58. <Artículo modificado por el artículo 1o. del Acto Legislativo 1 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.





La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.





El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.





Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa - administrativa, incluso respecto del precio.


� Corte Constitucional. Sentencia T- 575 del 25 de julio del año 2011. Magistrado Ponente: JUAN CARLOS HENAO PÉREZ.


� ARTICULO 669. <CONCEPTO DE DOMINIO>. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> El dominio que se llama también propiedad es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o contra derecho ajeno. 


� Esta Corporación en sentencia C-595 de 1999, al pronunciarse sobre la exequibilidad del citado artículo 669 del Código Civil, declaró inexequible la expresión “arbitrariamente”, por entender que la misma envuelve un marcado interés individualista reconocido por el legislador en el año de 1887, que no resulta compatible al amparo de una nueva Constitución, que se cimienta sobre el principio del Estado Social de Derecho, y que, por lo tanto, excluye una concepción absoluta, sagrada e inviolable de la propiedad privada. Textualmente, este Tribunal manifestó: “La Constitución de 1991 reconstituyó a Colombia como un "Estado social de derecho organizado en forma de República unitaria... fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general". // Como lógico corolario, la configuración del derecho de propiedad (reiterativa de la inconsistencia anotada a propósito de la Reforma de 1936), se hizo atenuando aún más las connotaciones individualistas del derecho y acentuando su función social; agregó además el Constituyente que al derecho de propiedad le es inherente una función ecológica y creó, con el mandato de que sean protegidas, y promovidas formas asociativas y solidarias de propiedad. (...)





� Art. 673 Código Civil.





� Corte Constitucional. Sentencia T- 575 del 25 de julio del año 2011. Magistrado Ponente: JUAN CARLOS HENAO PÉREZ.


� Corte Constitucional. Sentencia C- 297, del 27 de abril del año 2007. Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-984 del 13 de septiembre de 2001. MP Álvaro Tafur Gálvis: “ Por ello en el caso particular del actor -persona de 85 años, sin familia y con alteraciones mentales-, a quien el inmueble que le fue adjudicado en un programa de asistencia social del Estado y constituye su único patrimonio, procede considerar su derecho a la propiedad como fundamental y tomar medidas para que la relación de exclusividad se restablezca en la medida de lo posible, debido a que, con prescindencia del contenido económico del derecho, constituye un presupuesto para que puede desarrollar su vida en forma normal, toda vez que ha llegado a conformar parte de su estructura vital”. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-488 del 11 de agosto de 1992. MP Fabio Morón Díaz.


� Corte Constitucional. Sentencia C-1172 del 23 de noviembre de 2004. MP Clara Inés Vargas Hernández.


� Corte Constitucional. Sentencia C-488 del 26 de junio de 2002. MP Álvaro Tafur Gálvis.


� “ARTÍCULO 17. 1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.


2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad”.


� “ARTÍCULO XXIII. Toda persona tiene derecho a la propiedad privada correspondiente a las necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener la dignidad de la persona y del hogar”.


� “ARTÍCULO 21. Derecho a la propiedad privada.


1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.


2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.


3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del (18) dieciocho de enero de dos mil doce (2012). Radicación número: 73001-23-31-000-1999-01250-01(19920). Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 








� Corte Constitucional. Sentencia T- 575 del 25 de julio del año 2011. Magistrado Ponente: JUAN CARLOS HENAO PÉREZ.


� Norma vigente para cuando se efectuó el registro de los negocios jurídicos celebrados por el accionante en relación con el predio la Providencia.  


� Corte Constitucional, Sentencia C – 185 del 4 de marzo del año 2003. Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT.





� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Sentencia de 30 de septiembre de 1919, G.J. XXVII, 311.





� DIARIO OFICIAL No. 33139 de 4 de septiembre de 1970.





� VELÁSQUEZ., L., op. cit. p. 318.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Sentencia de 26 de febrero de 1996, Rad. 11246, Actor: Fernando Aristizábal Jaramillo, Demandado: Nación-Ministerio de Justicia Superintendencia de Notariado y Registro, C. P. Daniel Suárez Hernández.





� A juicio del profesor José J. Gómez “el registro es la institución a la cual le está encomendada la organización, estabilización y funcionamiento jurídico de los derechos reales sobre bienes raíces” (GÓMEZ, José J., Conferencias de Derecho Civil-Bienes, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1983).





� Según el profesor Arteaga Carvajal: “Aunque la nueva legislación omitió decirlo expresamente y derogó las normas del Código Civil que lo hacían, de la estructura general del registro se desprende que sus fines y objetivos no cambiaron y puede afirmarse que son los mismos señalados en el antiguo artículo 2637 del Código Civil, derogado por el decreto 1260 de 1970, a saber: (…) ‘Dar publicidad a los actos y contratos que trasladan o mutan el dominio de los bienes raíces o le imponen gravámenes o limitaciones al dominio de éstos, poniendo al alcance de todos saber cuál es el estado o situación legal de la propiedad inmueble’ ”(ARTEAGA CARVAJAL, Jaime, De los bienes y su dominio, Ediciones Rosaristas, Bogotá, 1ª ed., 1994, p. 254).





� Sin perjuicio de lo relativo a la entrega material del inmueble.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Sentencia de 11 de septiembre de 2003, Rad. 14.438 (4438) , Actor: Libia Trujillo de Restrepo, Demandado: La Nación-Superintendencia de Notariado y Registro, C.P. Ricardo Hoyos Duque.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECClÓN TERCERA, Sentencia de 3 de agosto de 2006, Exp. 660012331000199703750 01 (15.704), Actor: Uriel Jiménez Chica , Demandado: Superintendencia de Notariado y Registro, C. P. Ramiro Saavedra Becerra.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Sentencia del 7 de diciembre de 2005, Exp. 66001-23-31-000-1997-03566-01(14518). En el mismo sentido Sentencia de 30 de noviembre de 2000; expediente 11.895 y Sentencia de agosto 3 de 2006, Exp. 14.435, Actor: Myriam Cano de Rivera, Demandado: Nación Superintendencia de Notariado y Registro, C. P. Mauricio Fajardo Gómez, según esta última “por cuanto atendiendo a la naturaleza propia del servicio registral no basta con la materialización de la irregularidad, sino que además se requiere que la misma trascienda a los usuarios y la forma para que ello ocurra no es otra que mediante la expedición y consulta del respectivo certificado en donde conste dicha falencia”.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del ocho (8) de marzo de dos mil siete (2007). Radicación número: 52001-23-31-000-1997-08579-01(16055). Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO.





� ARTICULO 2512. <DEFINICIÓN DE PRESCRIPCIÓN>. La prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales. 


Se prescribe una acción o derecho cuando se extingue por la prescripción. 





� Acto administrativo que goza de presunción de legalidad. 


� Ver Sentencia de 18 de mayo de 1992, exp. 2466. En sentencia de 22 de junio de 2001, exp. 13.233 dijo la Sala: “El concurso de conductas eficientes en la producción de un daño, provenientes de personas distintas a la víctima directa, genera obligación solidaria y, por lo tanto, el dañado puede exigir la obligación de indemnización a cualquiera de las personas que participaron en la producción del daño (arts. 2.344 y 1568 Código Civil). Por consiguiente, cuando la conducta del tercero no es única ni exclusiva sino coparticipada en forma eficiente y adecuada con la del demandado (s), el afectado puede pedir la declaratoria de responsabilidad de uno o de todos los deudores solidarios (art. 1571 ibídem). Esta es la situación por la cual la coparticipación del tercero no es constitutiva de exonerante de responsabilidad; para que la conducta del tercero fuera exonerante se requeriría su exclusividad y, además, que fuera  determinante en la producción del daño”.


� Sobre ese aspecto puede verse MAZEAUD Y TUNC. Tratado teórico y práctico de la responsabilidad civil delictual y cuasidelictual. Buenos Aires. Ediciones Jurídicas Europa-América, 1962. Tomo II Volumen II, pág. 237.


� Luis Josserand, Derecho Civil, Tomo II, Vol. I; Ed. Bosh y cia, Buenos Aires, 1950, pág. 341.


� Consejo de Estado – Sección Tercera, Sentencia del trece (13) de febrero de dos mil trece (2013). Radicación número: 25000-23-26-000-1992-08445-01(18148)A. Consejero ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN.





� Sentencia del 28 de febrero de 2002, exp. 13.011. En el mimo sentido, sentencias de 18 de abril de 2002, exp. 14.076, de 30 de julio 1998, exp. 10.981 y de 29 de enero de 2004, exp. 14.590, entre muchas otras. 





� Consejo de Estado – Sección Tercera. Sentencia del diecisiete (17) de marzo de dos mil diez (2010). Radicación número: 05001-23-26-000-1992-01671-01(18799). Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO.





� Corte Constitucional. Sentencia T- 575 del 25 de julio del año 2011. Magistrado Ponente: JUAN CARLOS HENAO PÉREZ.


� Ley 388 de 1997, Artículo 61, incisos 2 y 3, ya citados. 


� Ley 388 de 1997, Artículo 61, parágrafo 1. “Al valor comercial al que se refiere el presente artículo, se le descontará el monto correspondiente a la plusvalía o mayor valor generado por el anuncio del proyecto u obra que constituye el motivo de utilidad pública para la adquisición, salvo el caso en que el propietario hubiere pagado la participación en plusvalía o la contribución de valorización, según sea del caso.”


� Corte Constitucional. Sentencia C-1074 de 2002. Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.








� Corte Constitucional, C-153 de 1994, MP: Alejandro Martínez Caballero, ya citada. Ver también la sentencia C-374 de 1997, MP: José Gregorio Hernández Galindo, en donde la Corte al examinar la constitucionalidad de las normas que regulaban la extinción de dominio de bienes adquiridos de manera ilícita, hizo una distinción entre la figura consagrada en el artículo 34 constitucional y la expropiación regulada por el artículo 58.


� Constata la Corte que otras normas constitucionales que refieren diferentes casos y formas de privación de la propiedad, unidas a la imposibilidad de continuar ejerciendo en el territorio nacional una actividad lícita, exigen tanto el pago de una indemnización como que ésta sea plena. Así, en materia de creación de monopolios, el artículo 336 constitucional exige “la indemnización plena de los individuos que, en virtud de la ley que establece el monopolio, deban quedar privados del ejercicio de una actividad económica lícita”. También cuando se permite la reserva estratégica de determinadas actividades o servicios públicos, “por razones de soberanía o de interés social,” �según lo que establece el artículo 365, inciso 2. Superior� es necesario que se indemnice “previa y plenamente a las personas que en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad lícita”.


� En la sentencia C-153 de 1994, la Corte entendió que la naturaleza reparatoria de la indemnización en caso de expropiación era sinónimo de indemnización “plena”. También señaló que dada esa naturaleza reparatoria, quedaba excluida la posibilidad de una indemnización meramente compensatoria, término que interpretó de la siguiente manera: “Así las cosas, la indemnización no es compensatoria, esto es, ella no es un presupuesto o una condición de la indemnización que genera una compensación a cargo del Estado y a favor del expropiado, por el enriquecimiento patrimonial del primero. Si así fuera, la indemnización se fijaría con base en el valor objetivo del bien y no, como ordena la Constitución �inciso 4° del art. 58�, "consultando los intereses de la comunidad y del afectado". De aceptarse la tesis del carácter compensatorio de la indemnización se tendría que concluir que la expropiación es una simple conversión de valores: los bienes expropiados se reemplazan por su equivalente en dinero y no comprendería por tanto los daños que sean consecuencia directa e inmediata de la expropiación. La indemnización en tal caso no sería entonces justa, como lo ordena el artículo 21 numeral segundo del Pacto de San José.”


� Este criterio establecido en la sentencia C-153 de 1994, recoge la posición sostenida por la Corte Suprema de Justicia, en Sala Plena el 11 de diciembre de 1964, MP: Julián Uribe Cadavid, donde dijo lo siguiente: “Sobra agregar que el concepto de indemnización por expropiación no puede confundirse con el concepto de precio, como prestación de la venta. Esta es un acuerdo bilateral, de derecho privado, fruto de la libertad contractual(...). La expropiación no es un contrato, no es una venta, ni siquiera forzada, como la que se verifica en subasta pública en determinados casos; es una figura esencialmente distinta, de derecho público, enderezada al bien de la comunidad y en virtud de la cual, por motivos superiores, la Administración toma la propiedad particular, y como esta medida genera un daño, y no un precio, se satisface mediante una indemnización. Se indemniza el perjuicio en diferentes órdenes de la responsabilidad contractual y extracontractual, y se indemniza al expropiado el daño que para él implica esta forma de expropiación –que opera contra su voluntad� pero en provecho público (...).”


� Corte Constitucional. Sentencia C-1074 de 2002. Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.








� El señor Humberto Gómez Zapata es Arquitecto de la Universidad Gran Colombia, siendo valuador desde el año 86, con postgrados en Mampostería Estructural, Instalaciones Hidráulicas y Sanitarias, Estructuras de Concreto; Gerencia de Empresas y Proyectos Inmobiliarios, fue miembro de la Sociedad Colombiana de Valuadores y durante una época la presidió como presidente. Catedrático de la Universidad Distrital. (ver fols. 230 y 231 y soportes fols. 7 a 60 c3).


� Precisamente por la determinación de utilidad pública y que ocasionó la obligación de compra que se omitió y por la cual será declarada la responsabilidad. 


� Corte Constitucional. Sentencia C-1074 de 2002. Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.








� Tribunal Administrativo de Cundinamarca, sentencia del  cinco (5) de diciembre del año dos mil doce (2012). Exp. No. 250002326000200401631, Magistrado Ponente: Carlos Alberto Vargas Bautista.


� Sentencia proferida dentro de la acción popular especificada en la parte motiva de esta providencia. 





